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Señora Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 

De mi mayor consideración: 

Carpeta N 

Montevideo, 9 de octubre de 20018.-

De conformidad con lo dispuesto en el art. 157 del Reglamento de Cámara de 
Senadores, me dirijo a usted a efectos de presentar el Proyecto de Ley que se 
adjunta sobre ~ctuación en la función públi.ca.-
Le saluda atentamente, 
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PROYECTO DE LEY 

TÍTULOI 

BUENAS PRACTICAS DE ACTUACION EN LA FUNCION PÚBLICA. 

Artículo 1.- Declárase de interés general la adecuación de prácticas de 

actuación en la función pública, para el fortalecimiento de la transparencia en la 

Administración Pública. 

La presente Ley tiene por objeto regular las conductas de los funcionarios 

públicos definidos en los Artículos 2 y 3 de esta Ley, en un marco de 

profesionalización, transparencia, eficacia y eficiencia, de prácticas honestas y 

responsables de actuación. 

CAPÍTULO 1 

ALCANCE E INTERPRETACIÓN 

Artículo 2.- A los efectos de la presente ley se entiende por funcionario 

público, a toda persona que, cualquiera sea la forma jurídica de vinculación con la 

entidad respectiva, desempeñe función pública, permanente o temporaria, en cualquier 

Persona de Derecho Público Estatal y no Estatal. 

Artículo 3.- (Ámbito orgánico de aplicación). La presente ley es aplicable a 

los funcionarios públicos que se desempeñen en: 

a) Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 

b) Tribunal de Cuentas. 

c) Corte Electoral. 

d) Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

e) Gobiernos Departamentales. 
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f) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 

g) Las personas Públicas no Estatales 

Artículo 4.- (Relación con las normas especiales). Estas normas se aplican a 

todos los funcionarios públicos alcanzados por los Artículos 2 y 3 de esta Ley sin 

perjuicio de aquellas normas dirigidas a determinado funcionario o grupo de 

funcionarios públicos que prescriban exigencias especiales o mayores que las 

estipuladas en esta Ley. 

Estas además constituirán criterios interpretativos del actuar debido de las 

entidades y sujetos comprendidos, en las materias de su competencia. 

El dictado de Decretos Reglamentarios, instructivos u órdenes de serv1c10 

relativos a las normas de conducta en cada organismo, corresponde al órgano jerarca en 

el ámbito de su competencia. 

CAPÍTULOII 

PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 5.- (Principios y valores organizacionales). El eJerc1c10 de la 

función pública estará regido por un conjunto de principios fundamentales y valores 

organizacionales, partiendo de la base de que los funcionarios están al servicio de la 

Nación y no de una fracción política, y que el funcionario existe para la función y no la 

función para el funcionario, debiendo servir con imparcialidad al interés general. 

Artículo 6.- (Interés Público). El funcionario público debe actuar en todo 

momento en consideración del interés público, conforme con las normas dictadas por 

los órganos competentes, de acuerdo con las reglas expresadas en la Constitución 

(Artículo 82) 

El interés público se expresa, entre otras manifestaciones, en la satisfacción de 

necesidades colectivas de manera regular y continua, en la buena fe en el ejercicio del 

poder, en la imparcialidad de las decisiones adoptadas, en el desempeño de las 

atribuciones y obligaciones funcionales, en la rectitud de su ejercicio y en la idónea 

administración de los recursos públicos. 

La satisfacción de necesidades colectivas debe ser compatible con la 

protección de los derechos individuales, los inherentes a la personalidad humana o los 

que se deriven de la forma republicana de gobierno. 
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Artículo 7.- (Principios rectores) Los funcionarios públicos observarán los 

principios de respeto, imparcialidad, rectitud e idoneidad y evitarán toda conducta que 

importe un abuso, exceso o desviación de poder, y el uso indebido de su cargo o su 

intervención en asuntos que puedan beneficiarlos económicamente o beneficiar a 

personas relacionadas directamente con ellos. 

Toda acción u omisión en contravención del presente artículo hará incurrir a sus autores 

en responsabilidad administrativa, civil o penal, en la forma prescrita por la 

Constitución de la República y las leyes. 

Artículo 9.- (Deberes y obligaciones de los funcionarios) Los funcionarios 

públicos deben actuar con arreglo a los siguientes deberes y obligaciones: 

a) Respetar y cumplir la Constitución de la República, las leyes y 

disposiciones reglamentarias. 

b) Desarrollar sus funciones, atribuciones y deberes administrativos, con 

puntualidad, celeridad, economía, eficiencia y cortesía. 

c) Dar cumplimiento a las determinaciones de sus superiores jerárquicos. Si el 

funcionario entendiere que lo que se le ordena es contrario al derecho o a las normas de 

ética, podrá pedir a su jerarca que se le reitere la orden por escrito. 

d) Desarrollar las iniciativas que sean útiles para el mejoramiento del servicio. 

e) Cumplir con la jornada laboral establecida, dedicando la totalidad del 

tiempo de la misma al desempeño de sus funciones, sin perjuicio del descanso 

intermedio establecido en el inciso primero del artículo 6º de la presente ley. 

f) Atender debidamente las actividades de formación, capacitación y efectuar 

las prácticas y las tareas que tales actividades conlleven, las que se procurará se realicen 

en el horario de trabajo. 

g) Mantener reserva sobre asuntos e informaciones conocidos en razón de su 

función, aun después de haber cesado en la relación funcional. 

h) Vigilar y salvaguardar los intereses, valores, bienes, equipos y materiales 

del Estado principalmente los que pertenezcan a su área de trabajo o estén bajo su 

responsabilidad. 

i) Actuar imparcialmente en el desempeño de sus tareas dando trato y servicio 

por igual a quien la norma señale, sin discriminaciones político-partidarias, de género, 

religioso, étnico o de otro tipo, absteniéndose de intervenir en aquellos casos que 

puedan dar origen a interpretaciones de falta de imparcialidad. 
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j) Responder por el ejercicio de la autoridad que les haya sido otorgada y por 

la ejecución de las órdenes que imparta. 

k) Declarar por escrito su domicilio real y comunicar en la misma forma todos 

los cambios posteriores del mismo, teniéndose al declarado como domicilio real a todos 

los efectos. 

1) Denunciar ante el respectivo superior jerárquico y si la situación lo amerita 

ante cualquier superior, los hechos con apariencia ilícita y/o delictiva de los que 

tuvieren conocimiento en el ejercicio de su función. 

Artículo 10.- (Prohibiciones e incompatibilidades).- Sin perjuicio de las 

prohibiciones e incompatibilidades específicas establecidas por otras leyes, los 

funcionarios públicos están sujetos a las siguientes prohibiciones e incompatibilidades: 

a) Realizar en los lugares y horas de trabajo, toda actividad ajena a la función, 

salvo las correspondientes a la libertad sindical en las condiciones establecidas en la 

normativa vigente, reputándose ilícita la dirigida a fines de proselitismo político 

partidario. 

b) Constituir agrupaciones con fines proselitistas, utilizando el nombre de la 

repartición, o invocando el vínculo que la función determina. Esta disposición no será 

aplicable a las agrupaciones sindicales que invoquen para su organización la repartición 

pública a la que pertenecen los afiliados 

c) Tramitar asuntos como gestores, agentes o corredores, y, en general, tomar 

en ellos cualquier intervención que no sea la correspondiente a los cometidos del cargo 

o función de la repartición en la que revista. 

d) Intervenir en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, en la 

atención, tramitación o resolución de asuntos que impliquen un conflicto de intereses. 

e) Hacer indicaciones correspondientes a la repartición pública a la que 

pertenecen, a los interesados respecto de los profesionales universitarios, corredores o 

gestores, cuyos servicios puedan ser requeridos o contratados. 

f) Solicitar o recibir cualquier obsequio, gratificación, comisión, recompensa, 

honorario o ventaja de terceros, para sí o para otros, por los actos específicos de su 

función, excepto atenciones de entidad razonable que se realicen por razones de 

amistad, relaciones personales o en oportunidad de las fiestas tradicionales en las 

condiciones que los usos y costumbres las admitan. 

g) Disponer o utilizar información previamente establecida como confidencial 

y reservada con fines distintos a los de su función administrativa. 
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h) Utilizar, sin previa autorización, documentos, informes y otros datos, salvo 

que el ordenamiento jurídico permita su uso sin limitaciones. 

i) Actuar bajo dependencia directa dentro de la misma repartición u oficina de 

aquellos funcionarios que se vinculen por lazos de parentesco dentro del segundo grado 

de consanguinidad y afinidad, matrimonio o unión concubinaria. 

Los traslados necesarios para dar cumplimiento a lo previsto en el mc1so 

anterior, no podrán causar lesión de derecho alguno, ni afectar su remuneración. 

Artículo 11.- (Responsabilidades en su aplicación). Serán responsables de 

controlar la aplicación de estas normas, los jerarcas respectivos de cada unidad o 

dependencia de los organismos públicos. 

Artículo 12.- (Exoneración de responsabilidad administrativa). Quedará 

exento de responsabilidad administrativa, el funcionario que de buena fe ajuste su 

conducta a las instrucciones particulares que disponga su jerarca, de oficio o por 

consulta escrita formulada por el funcionario interesado conforme con lo establecido en 

el artículo anterior que contenga todas las circunstancias relevantes de la cuestión 

planteada. No obstante, dicha exoneración de responsabilidad administrativa no será 

aplicable en los casos de configuración de un ilícito penal. 

Artículo 13.- (Concepto de corrupción). Se entiende que existe corrupción, 

entre otros casos, en el uso indebido del poder público o de la función pública, para 

obtener un provecho económico o de cualquier otra naturaleza para sí o para otro, se 

haya causado o no un daño al Estado o a la Persona pública no Estatal. 

Se considera parte integrante del concepto de corrupción la oferta que realice 

una persona física o jurídica a un funcionario público, de un beneficio de cualquier 

especie, para sí o para un tercero, a los efectos de que cumpla con las tareas propias de 

su función u omita cumplirlas. Quien incurra en esta conducta quedará suspendido en la 

posibilidad de contratar con una Persona Pública Estatal y no Estatal y de actuar como 

representante, gestor o administrador de un proveedor de las mismas por un término de 

2 años, sin perjuicio de la responsabilidad penal y civil que corresponda y lo que 

determine la reglamentación en materia de contratación con el Estado. 

Artículo 14.- (Probidad). El funcionario público debe observar una conducta 

honesta, recta e íntegra y desechar todo provecho o ventaja de cualquier naturaleza, 

obtenido por sí o por interpuesta persona, para sí o para terceros, en el desempeño de su 

función, con preeminencia del interés público sobre cualquier otro. 
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También debe evitar cualquier acción en el e3erc1c10 de la función pública que 

exteriorice la apariencia de violar las normas consagradas por esta ley. 

Artículo 15.- (Conductas contrarias a la probidad). Son conductas 

contrarias a la probidad en la función pública. 

a) Negar información o documentación que haya sido solicitada de 

conformidad con la ley. 

b) Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de conseguir 

un beneficio de cualquier tipo, directo o indirecto para sí o para un tercero. 

c) Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de la 

institución, salvo que la ley expresamente lo autorice. 

d) Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya participado 

privadamente como técnico. Los funcionarios deberán poner en conocimiento de su 

superior jerárquico su implicancia en dichos asuntos y los antecedentes 

correspondientes para que éste adopte la resolución que corresponda. 

e) Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o privilegiada 

de la que se tenga conocimiento en el ejercicio de la función. 

Artículo 16.- (Buena fe y lealtad). El funcionario público siempre debe actuar 

de buena fe y con lealtad en el desempeño de sus funciones. 

Artículo 17.- (Legalidad y obediencia). El funcionario público debe conocer 

y cumplir la Constitución, las leyes, los decretos y las resoluciones que regulan su 

actividad funcional así como cumplir las órdenes que le impartan sus superiores 

jerárquicos en el ámbito de su competencia, dentro de los límites de la obediencia 

debida. 

Su ignorancia no sirve de excusa. 

Artículo 18.- (Respeto). El funcionario público debe respetar a los demás 

funcionarios y a las personas con quienes debe tratar en su desempeño funcional y evitar 

toda clase de desconsideración. 

Artículo 19.- (Imparcialidad). El funcionario público debe e3ercer sus 

atribuciones con imparcialidad, lo que significa conferir igualdad de tratamiento en 

igualdad de situaciones a los demás agentes de la Administración y a todas las personas 

a que refiera o se dirija su actividad pública. 

Dicha imparcialidad comprende el deber de evitar cualquier tratamiento 

preferencial, discriminación o abuso del poder o de la autoridad hacia cualquier persona 

o grupo de personas con quienes su actividad pública se relacione. 
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Los funcionarios deberán excusarse de intervenir o podrán ser recusados 

cuando medie cualquier circunstancia que pueda afectar su imparcialidad, estando a lo 

que resuelva su jerarca. 

Artículo 20.- (Implicancias). El funcionario público debe distinguir y separar 

radicalmente los intereses personales del interés público. 

En tal virtud, debe adoptar todas las medidas a su alcance para prevenir o 

evitar todo conflicto o conjunción de esos intereses en el desempeño de sus funciones. 

Si considerare dudosa la existencia de conflicto entre el interés público y su 

interés personal, el funcionario deberá informar de ello al superior para que éste adopte 

la resolución que corresponda. Por razones de decoro o delicadeza el funcionario podrá 

solicitar a su superior que le excuse del caso, ateniéndose a lo que éste resuelva. 

Los funcionarios que integren un órgano colegiado podrán plantear la 

excusación o deberán informar de la implicancia al Cuerpo del que forman parte, a cuya 

resolución se estará. 

Artículo 21.- (Transparencia y publicidad). El funcionario público debe 

actuar con transparencia en el cumplimiento de su función. 

Los actos, documentos y demás elementos relativos a la función pública 

pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza deban permanecer 

reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley o resolución fundada, en 

todo caso bajo la responsabilidad a que hubiere lugar por derecho. 

Queda comprendido en lo dispuesto precedentemente el deber de garantizar, a 

los particulares interesados que lo solicitaren, el acceso a la información que resulte del 

empleo y aplicación de medios informáticos y telemáticos para el desarrollo de las 

actividades de las Administraciones públicas y el ejercicio de sus competencias. 

Artículo 22.- (Eficacia y eficiencia). Los funcionarios públicos utilizarán 

medios idóneos para el logro del fin de interés público a su cargo, procurando alcanzar 

la máxima eficiencia en su actuación. 

Artículo 23.- (Eficiencia en la contratación). Los funcionarios públicos 

tienen la obligación de respetar estrictamente los procedimientos de contratación 

aplicables en cada caso y de ajustar su actuación en la materia a los siguientes principios 

generales: 

a) Flexibilidad. 

b) Delegación. 

c) Ausencia de ritualismo. 
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d) Materialidad frente al formalismo. 

e) Veracidad salvo prueba en contrario. 

t) Igualdad de los oferentes, concurrencia en todos los procedimientos 

competitivos para el llamado y la selección de ofertas y amplia publicidad de las 

adquisiciones de bienes y contrataciones de servicios. 

Artículo 24.- (Motivación de la decisión). El funcionario debe motivar los 

actos administrativos que dicte, explicitando las razones de hecho y de derecho que lo 

fundamenten. No son admisibles fórmulas generales de fundamentación, sino que 

deberá hacerse una relación directa y concreta de los hechos del caso específico en 

resolución, exponiéndose además las razones que con referencia a él en particular 

justifican la decisión adoptada. 

Tratándose de actos discrecionales se requerirá la identificación clara de los motivos en 

que se funda la opción, en consideración al interés público. 

Artículo 25.- (Idoneidad y capacitación). La observación de una conducta 

idónea exige que el funcionario mantenga aptitud para el adecuado desempeño de las 

tareas públicas a su cargo. 

Será su obligación capacitarse para actuar con pleno conocimiento de las 

materias sometidas a su consideración y, en particular, deberán asistir a los cursos de 

actualización referentes a la moral administrativa, incompatibilidades, prohibiciones y 

conflictos de intereses en la función pública según lo determinan las normas que rigen el 

servicio o lo dispongan las autoridades competentes. 

Artículo 26.- (Buena administración financiera). Todos los funcionarios 

públicos con funciones vinculadas a la gestión del patrimonio del Estado o de las 

personas públicas no estatales deberán ajustarse a las normas de administración 

financiera aplicables, a los objetivos y metas previstos, al principio de buena 

administración, en lo relativo al manejo de los dineros o valores públicos y a la custodia 

o administración de bienes de organismos públicos. Sus transgresiones constituyen 

faltas administrativas aun cuando no ocasionen perjuicios económicos. 

Artículo 27.- (Rotación de funcionarios en tareas financieras). Los 

funcionarios públicos que cumplen funciones en las reparticiones encargadas de la 

adquisición de bienes y servicios deberán rotar periódicamente. 

Dicha rotación deberá hacerse efectiva cada treinta meses continuos en el desempeño de 

esa función, pudiendo el jerarca prorrogar el cometido, en casos excepcionales fundados 
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en la necesidad del servicio o en la falta de recursos humanos en el organismo, siempre 

que el resultado de la evaluación de desempeño en el período no arroje observaciones a 

la gestión. 

CAPÍTULO III 

PROHIBICIONES 

Artículo 28.- (Prohibición de contratar). Queda prohibido a los funcionarios 

públicos contratar con el organismo a que pertenec~n y mantener vínculos por razones 

de dirección o dependencia con firmas, empresas o entidades que presenten ofertas para 

contratar con dicho organismo. 

No obstante, en este último caso, quedan exceptuados de la prohibición los 

funcionarios que no tengan intervención alguna en la dependencia pública en que actúan 

en el proceso de la contratación, siempre que informen por escrito y sin reticencias al 

respecto a su superior. Si al momento de ingresar a la función pública estuviere 

configurada o en condiciones de configurarse dicha situación, el funcionario deberá 

informar por escrito y sin reticencias al respecto. 

Esta prohibición se extiende a las contrataciones realizadas a solicitud de la 

Administración a que el funcionario pertenece por organismos internacionales o 

mediante la ejecución de proyectos por terceros. 

Los funcionarios públicos y a los organismos a los que pertenecen tienen 

prohibido celebrar o solicitar a terceros la celebración de contratos de servicios o de 

obra que tengan por objeto la realización por los mismos funcionarios de las tareas 

correspondientes a su relación funcional o tareas similares o a cumplirse dentro de su 

jornada de trabajo en el organismo respectivo. 

Artículo 29.- (Prohibición de intervenir por razones de parentesco). Queda 

prohibido a los funcionarios públicos con competencia para gastar intervenir cuando 

estén ligados con la parte que contrata con el organismo a que pertenecen por razones 

de parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o tercero de afinidad o por 

matrimonio. 

Artículo 30.- (Prohibición de intervención por terceros).- Los funcionarios 

públicos no podrán intervenir directa o indirectamente como gestores, técnicos, 

profesionales o intermediarios de cualquier tipo en asuntos de terceros o de otros 

funcionarios ante los organismos públicos a los que pertenecen o desempeñen 
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funciones, salvo autorización expresa otorgada por la jerarquía del organismo, según lo 

habilite la reglamentación respectiva. En el caso de la Administración Central, la 

pertenencia se entenderá dentro del Inciso correspondiente. 

Artículo 31.- (Prohibición de relaciones con actividad controlada). Queda 

prohibido a los funcionarios públicos con cometidos de dirección superior, inspectivos o 

de asesoramiento ser dependientes, asesores, auditores, consultores, socios o directores 

de las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que se encuentren sujetas al 

control de las oficinas de que aquéllos dependan. Les está prohibido asimismo percibir 

de dichas personas retribuciones, comisiones u honorarios de clase alguna. 

La prohibición establecida en el inciso anterior se extiende a todas las 

contrataciones de servicios o de obra, realizadas a solicitud de la Administración 

controlante, por organismos internacionales o mediante la ejecución de proyectos por 

terceros. 

Artículo 32.- (Prohibición de relaciones con actividad vinculada). Queda 

prohibido a los funcionarios públicos ejercer su función con relación a las actividades o 

entidades privadas a las que se encuentren vinculados profesional, laboral o 

familiarmente o mediante cualquier otro vínculo del cual pueda derivar un conflicto 

entre el interés público y el privado. 

La prohibición establecida en este artículo se extiende a todas las 

contrataciones de servicios o de obra realizadas a solicitud de una Administración 

comprendida en esta Ley, por organismos internacionales o mediante la ejecución de 

proyectos por terceros. 

Artículo 33.- (Declaración jurada de implicancias). Todos los funcionarios 

que, a la fecha de vigencia de esta Ley, se encuentren en las situaciones previstas por los 

artículos anteriores deberán presentar, en un plazo máximo de sesenta días siguientes a 

dicha vigencia, una declaración jurada donde establezcan qué clase de vinculación o 

actividades de las previstas en dichos artículos mantienen, individualizando las personas 

o empresas y el tipo de relacionamiento o intereses con ellas, estándose a lo que 

resuelva el jerarca correspondiente. 

Dicha declaración jurada deberá ser presentada, en forma abierta, ante el 

jerarca del servicio donde el funcionario se desempeña. 
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Toda nueva situación de las previstas por los artículos anteriores deberá ser 

declarada en la misma forma establecida en el inciso anterior dentro de los sesenta días 

de configurada y quedará sujeta a lo que resuelva el jerarca respectivo. 

Artículo 34.- (Implicancias dudosas o supervinientes). Si al momento de 

ingresar a la función pública o durante su desempeño, resultare dudosa o estuviere 

cuestionada la configuración de alguna de las situaciones previstas en los arts. 28 a 33 

de esta ley, el funcionario deberá informarlo de inmediato y en forma pormenorizada 

por escrito a su superior jerárquico, quien deberá resolver fundadamente al respecto y, 

en su caso, sobre la permanencia del funcionario en la oficina. 

Artículo 35.- (Prohibición de recibir regalos y otros beneficios). Los 

funcionarios públicos tienen prohibido: 

a) solicitar o aceptar dinero, dádivas, beneficios, regalos, favores, promesas u 

otras ventajas, directa o indirectamente, para sí o para terceros, a fin de ejecutar, 

acelerar, retardar u omitir un acto de su empleo o contrario a sus deberes o por un acto 

ya cumplido. 

b) solicitar contribuciones de otros funcionarios para hacer regalos a sus 

superiores, realizar suscripciones o colectas de cualquier naturaleza o autorizar la 

retención de su sueldo o parte de él para cualquier agrupación partidaria o para 

cualquier persona o entidad, salvo autorización legal expresa. 

c) solicitar o aceptar dichas ventajas destinadas al servicio a que pertenece, 

salvo que una norma expresa lo autorice y se deje constancia de ello por escrito. 

Se tendrá especialmente en cuenta respecto de las prohibiciones dispuestas en 

los incisos que anteceden, a los efectos que correspondan, que el regalo o beneficio 

provenga de una persona o entidad que: 

a) lleve a cabo actividades reguladas o fiscalizadas por el órgano o entidad en 

que el funcionario se desempeña; 

b) gestione o explote concesiones, autorizaciones, privilegios o franquicias 

otorgados por el órgano o entidad en que el funcionario se desempeña; 

c) sea contratista o proveedor de bienes o servicios a un organismo público o 

estuviere interviniendo en un procedimiento de selección; 

d) tenga intereses que pudieren verse significativa mente afectados por la 

decisión, acción, aceleración, retardo u omisión del organismo o entidad en el que el 

funcionario se desempeña. 
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Artículo 36.- (Regalos o beneficios permitidos). Se entiende que no están 

incluidos en la prohibición establecida en el inciso primero del artículo anterior los 

siguientes casos: 

a) los reconocimientos protocolares recibidos de gobiernos, orgamsmos 

internacionales o entidades sin fines de lucro, en las condiciones en que la ley o la 

costumbre admitan esos beneficios; 

b) los gastos de viaje y estadía recibidos de gobiernos, instituciones de 

enseñanza o entidades sin fines de lucro o fundaciones con reconocida solvencia 

académica, para el dictado de conferencias, cursos o actividades académicas o 

culturales, o la participación en ellas, siempre que ello no resultare incompatible con las 

funciones o prohibido por normas especiales; y 

c) las atenciones de entidad razonable recibidas en oportunidad de las fiestas 

tradicionales en las condiciones que los usos y costumbres las admitan. 

d) los regalos que puedan ser de estilo en la participación de eventos 

académicos o de capacitación o formación profesional en general. 

Artículo 37.- El uso de los teléfonos celulares contratados por las oficinas 

públicas queda restringido de acuerdo con lo dispuesto en las disposiciones legales y 

reglamentarias vigentes. 

Artículo 38.- (Prohibición de uso indebido de fondos). Los funcionarios 

públicos tienen prohibido manejar los fondos públicos en forma distinta a la legalmente 

autorizada, siendo responsable de su pago cuando comprometa cualquier erogación sin 

estar autorizado para ello. 

El funcionario está obligado a rendir cuenta documentada y comprobable de la 

versión, utilización o gestión de los fondos recibidos. Asimismo deberá rendir cuenta 

cuando utilice tarjetas de crédito corporativas de entidades públicas, en las condiciones 

que establezca la reglamentación. 

Artículo 39.- (Prohibición de revistar en la misma oficina por razones de 

parentesco). Queda prohibida la actuación dentro de la misma repartición u oficina del 

funcionario que se halle vinculado con su jerarca por lazos de parentesco dentro del 

segundo grado de consanguinidad o afinidad o por ser su cónyuge o concubina. 

Si ingresare a la oficina un funcionario que mantenga los vínculos mencionados en el 

inciso anterior, la autoridad competente dispondrá los traslados necesarios, sin que se 

perjudique la categoría de funcionario alguno. 
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Queda igualmente prohibida la permanencia dentro de la misma oficina o 

sección de funcionarios que entre sí reúnan alguno de los impedimentos establecidos en 

el inciso primero. 

Artículo 40.- (Prohibición de uso indebido de bienes públicos). Los 

funcionarios públicos deberán utilizar los bienes muebles e inmuebles pertenecientes al 

organismo público en que revistan o asignados a su uso o consumo exclusivamente para 

el funcionamiento de los servicios a su cargo. 

Está prohibido el uso de locomoción, combustible, repuestos y servicios de 

reparaciones de cargo de toda fuente de fondos públicos, por parte de cualquier 

funcionario público, fuera de lo estrictamente necesario para el cumplimiento de sus 

tareas. En ningún caso el ejercicio de una función pública podrá implicar la libre 

disponibilidad de un vehículo perteneciente a cualquier organismo o afectado a su uso, 

fuera de los requerimientos del servicio en sentido estricto, salvo las excepciones 

legales y reglamentarias. 

Los vehículos pertenecientes al organismo público o asignados a su uso 

deberán ser guiados por personal con licencia habilitante y no podrán ser aplicados para 

usos de índole particular, salvo los casos excepcionales debidamente justificados por la 

autoridad competente. 

Artículo 41.- (Prohibición de proselitismo de cualquier especie). Los 

funcionarios están al servicio de la Nación y no de una fracción política. En los lugares 

y horas de trabajo queda prohibida toda actividad ajena a la función, reputándose ilícita 

la dirigida a fines de proselitismo de cualquier especie. 

Los funcionarios no podrán constituir agrupaciones con fines proselitistas, utilizando las 

denominaciones de reparticiones públicas o invocando el vínculo que la función 

determine entre sus integrantes. 

TÍTULOII 

NORMAS DE APLICACION 

Artículo 42.- (Faltas administrativas). El incumplimiento de los deberes 

explicitados en esta Ley y la violación de las prohibiciones contenidas en él constituirán 

faltas administrativas. 

Como tales, serán objeto de sanción proporcionada a su gravedad, previa 

sustanciación del procedimiento disciplinario respectivo, en el que se asegurará la 
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garantía de defensa. Ello, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal prevista por 

la Constitución y por las leyes. 

Artículo 43.- (Potestad disciplinaria y jurisdicción penal). El sometimiento 

a la justicia penal de un funcionario público no obsta al necesario ejercicio de la 

competencia del organismo respectivo, independientemente de la judicial, para instruir 

los procedimientos internos y adoptar las decisiones que correspondan en virtud de las 

faltas disciplinarias que se comprobaren en la vía administrativa con arreglo a derecho. 

Artículo 44.- (Denuncia de irregularidades o de prácticas corruptas). 

Todo o funcionario público está obligado a denunciar irregularidades o prácticas 

corruptas de que tuviere conocimiento por razón de sus funciones, de las que se 

cometieren en su repartición o cuyos efectos ella experimentare particularmente. 

Asimismo, deberá recibir y dar trámite a las denuncias que se le formularen al 

respecto. En uno y otro caso, las pondrá en conocimiento de sus superiores jerárquicos. 

Si se tratare de irregularidades que pudieren causar perjuicios económicos, el 

funcionario público está obligado a comunicarlo por escrito a su superior jerárquico. 

Artículo 45.- (Denuncia de delitos). El jerarca a quien competa resolver 

sobre las investigaciones internas de las que resultare la posible configuración de un 

delito tiene el deber de disponer la inmediata denuncia policial o judicial preceptiva. 

Artículo 46.- (Denuncias contra determinados funcionarios). Las 

denuncias contra los funcionarios públicos obligados a presentar declaración jurada de 

bienes e ingresos (arts. 10 y 11 de la ley 17.060) por los delitos contra la 

Administración Pública (Título IV, excluyendo los Capítulos IV y V del Código Penal y 

arts. 8º, 9º y 30 de la ley 17.060) o contra la Economía y la Hacienda Pública (Título IX 

del Código Penal) deberán ser presentadas ante el órgano judicial competente o el 

Ministerio Público o la Policía Nacional u otras autoridades con funciones policiales. 

Artículo 47.- (Régimen de protección de testigos y denunciantes). 

Cualquier persona o los funcionarios públicos que denunciaren de buena fe alguno de 

los delitos a que refiere esta ley quedarán incluidos en el beneficio de protección de 

testigos establecido por la normativa legal vigente. 

Las Personas Públicos referidas en esta ley, deberán disponer la creación de 

ámbitos competentes para la recepción reservada de denuncias o noticias de actos de 

corrupción que ocurran en las respectivas dependencias, las que luego de ser 
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diligenciadas y, de existir mérito suficiente, serán derivadas a las autoridades 

competentes. 

En el curso del diligenciamiento de las actuaciones respectivas, se dará debida 

protección administrativa y laboral a los funcionarios denunciantes sin perjuicio de su 

responsabilidad en el caso de denuncias falsas o infundadas. Dicha protección 

implicará, entre otros aspectos, la reserva de su identificación si correspondiere y la 

preservación de su estabilidad laboral, no pudiéndose permitir que se le apliquen 

medidas administrativas que le causen perjuicio si no están debidamente fundadas. 

Artículo 48.- (Consultas). En el ejercicio de la potestad disciplinaria, los 

organismos cuyos funcionarios se encuentran alcanzados por esta Ley podrán recabar la 

opinión de la Junta de Transparencia y Ética Pública, en cuyo caso, para apartarse del 

dictamen que ésta emita, deberá procederse en forma fundada. 

Los jerarcas de dependencias públicas, previo al dictado de las pertinentes 

decisiones administrativas, podrán dirigir directamente a la Junta de Transparencia y 

Ética Pública (JUTEP) los pedidos de asesoramiento y aclaraciones relativos a la 

aplicación de la presente Ley que estimen necesarios, adjuntando informe de la asesoría 

jurídica de su respectivo ámbito orgánico. 

Artículo 49.- (Difusión). La Junta de Transparencia y Ética Pública deberá 

promover campañas de difusión en materia de transparencia pública y responsabilidad 

de los funcionarios públicos, así como sobre los delitos contra la Administración 

Pública y los mecanismos de control ciudadano. 

TÍTULO 111 

NORMAS DE CONDUCTA DE LOS REPRESENTANTES DEL ESTADO EN 

ENTIDADES Y EMPRENDIMIENTOS PRIVADOS. 

Artículo 50.- (Alcance). Los representantes de toda Persona Pública Estatal y 

no Estatal en la dirección de una sociedad, asociación, consorcio o entidad de cualquier 

naturaleza regulada por el derecho privado, que esté integrada total o parcialmente por 

éstas, así como las personas físicas y jurídicas designadas como fiduciarios, en un 

fideicomiso en el que una Persona Pública Estatal o no Estatal sea fideicomitente o 

beneficiario, deberán cumplir con los siguientes deberes: 

a) Interés público: velar por el interés público comprometido. 
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b) Probidad: observar una conducta honesta e íntegra en su actuación, utilizar 

de forma debida los poderes y funciones propios de la actividad, desechar todo 

provecho o ventaja de cualquier naturaleza, para sí o para terceros, que no sean los 

naturales y propios de la actividad desarrollada. 

c) Buena fe y lealtad: actuar de buena fe y con lealtad respecto de la Persona 

Pública Estatal o no Estatal a la que representa. 

d) Legalidad debida: conocer y cumplir la Constitución, las leyes, los decretos, las 

resoluciones y cualquier otra norma jurídica que regulen su actividad. 

e) Conflicto de intereses: prevenir y evitar todo conflicto o conjunción de su 

interés personal o de un tercero, con el de la entidad o fideicomiso y con el de la 

Persona Pública involucrada. 

d) Transparencia: actuar con transparencia, sin perjuicio de aquellas reservas 

que sean propias del negocio, giro o actividad. 

e) Eficacia y eficiencia: realizar una gestión eficaz y eficiente, procurando el 

logro de los objetivos de la entidad o fideicomiso y de la Persona Pública que 

representa. 

f) Rendición de cuentas: rendir cuentas de su gestión, cuando la Persona 

Pública correspondiente así lo requiera, estando obligado a hacerlo de forma 

documentada y comprobable, respecto de la versión, utilización o gestión de los fondos 

recibidos y administrados y respecto de la utilización de las tarjetas de crédito 

corporativas. 

Artículo 51.- (Atributos). La designación en las calidades indicadas en el 

Artículo 50 sólo podrá recaer en personas que cuenten con atributos personales que 

aseguren transparencia e integridad en su actuación y el cumplimiento de los deberes 

establecidos en el Artículo anterior. 

Artículo 52.- (Monitoreo). Los jerarcas de las Personas públicas Estatales y 

no Estatales serán responsables de monitorear el cumplimiento de los deberes indicados 

en el Artículo 50 de la presente ley por parte de las personas que hubiesen designado en 
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PROYECTO DE LEY INTEGRAL SOBRE LA ACTUACIÓN EN LA FUNCIÓN 

PÚBLICA. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El presente proyecto de Ley tiene por objeto sistematizar y homogeneizar, en 

una misma norma de jerarquía legal, un conjunto de reglas relativas al buen ejercicio de 

la función pública por parte de los funcionarios de todas las Personas Públicas Estatales 

y no Estatales. 

Estas normas estaban dispersas en el Decreto 30/003 del 23 de enero de 2003, 

dictado en el marco de la Ley 17.060 del 23 de diciembre de 1998, y en la Ley 19.121 

del 20 de agosto de 2013, ambas con diferente jerarquía normativa y ámbitos orgánicos 

de aplicación. 

En este sentido, el presente proyecto comprende normas de conducta para los 

funcionarios de todo el Estado, entendido en el sentido más amplio posible del término, 

es decir, comprendiendo a la Persona Pública Estatal Mayor y todas las Personas 

Públicas Estatales Menores, así como a cada uno de sus sistemas orgánicos. 

A su vez, el proyecto incluye dentro de su ámbito de aplicación de las normas 

a los funcionarios de la Personas Públicas No Estatales, en el entendido que el ejercicio 

de la función pública implica el ejercicio de toda función regida por el Derecho Público, 

pues, como entiende toda la doctrina iuspublicista, el Derecho Público excede lo estatal, 

con todo lo que implica de diferencial respecto de una actividad regida puramente por el 

Derecho Privado 1
• 

En tal sentido, a los solos efectos de la presente Ley, se recurre a un concepto 

amplio de funcionario público, que pone su énfasis en el aspecto funcional material de 

tal calidad, es decir, en el ejercicio de una función orientada hacia la satisfacción del 

1 CAJARVILLE PELUFFO, Juan Pablo; "Sobre las Personas públicas no estatales'', en Sobre Derecho 

Administrativo, Tomo 1, 2ª edición, pág. 712 y siguientes. 
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interés público y por tanto regida por el Derecho Público, realizada por personas que se 

desempeñan en Personas jurídicas de Derecho Público2
. 

La noción amplia de funcionario público ya ha sido adoptada en nuestro Orden 

Jurídico por el Artículo 175 del Código Penal, en la redacción dada por el Artículo 8º de 

la Ley 17.060, Ley que también recoge esta noción en sus Artículos 1 y 2. 

A su vez, el presente proyecto de Ley innova en tres aspectos. 

Por un lado, se efectúa una precisión ampliatoria el concepto de "corrupción" 

en el sector público, pues en materia de normas administrativas el mismo aparecía mas 

identificado con la conducta del corrompido, omitiéndose la previsión de consecuencias 

en el ámbito administrativo respecto del corruptor. Si bien desde el punto de vista penal 

la hipótesis del corruptor está prevista en el Artículo 159 del Código Penal en el delito 

de "soborno'', se entiende necesario un correlato en la vía administrativa respecto de la 

conducta de quien pretende corromper, induce a corromper o efectivamente corrompe al 

funcionario público, lo que se realiza en el Artículo 13 inciso 2º del proyecto. 

Por otro lado, refuerza el deber de los funcionarios públicos de rendir cuentas, 

en la medida que en el Artículo 38 inciso 2 del proyecto se incluye el deber de rendición 

respecto de los gastos en los que se incurriese en el uso de tarjetas corporativas. 

Por último, el proyecto incluye en su Título III un bloque de normas que rigen 

la conducta de los representantes de una Persona Pública, sea Estatal corno no Estatal, 

en la dirección de una sociedad, asociación, consorcio o entidad de cualquier naturaleza 

regulada por el Derecho Privado, que esté integrada total o parcialmente por éstas, así 

corno las personas físicas y jurídicas designadas corno fiduciarios, en un fideicomiso en 

el que una Persona Pública Estatal o no Estatal sea fideicornitente o beneficiario. 

Los sujetos designados en dichas calidades, por una Personas Pública Estatal o 

no Estatal, no ingresan en la definición de funcionario público propuesta a los efectos de 

este proyecto, pues no son equiparables de forma absoluta. Sin embargo, si bien se van 

a desempeñar en una entidad -sea sociedad, asociación o consorcio- o una actividad -la 

del fiduciario- reguladas por el Derecho Privado, se trata en ambos casos de entidades 

2 Se tiende a adoptar la noción francesa primigenia de funcionario público, impulsada por autores como 

Marce! W AUNE, tal cual indica SAYAGUÉS LASO: Tratado de Derecho Administrativo, Tomo 1, 8ª 

edición, págs. 247 y siguientes. 
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integradas y actividades emprendidas por Personas de Derecho Público, que tienen por 

fin la satisfacción del interés público. Por lo tanto, las personas que actúen en dichas 

calidades, si bien se van a desempeñar su gestión dentro del Derecho Privado, no deben 

soslayar determinados estandares éticos repúblicanos -en el sentido primigenio de este 

termino-, como la probidad, integridad, transparencia, eficiencia y eficacia, rendición de 

cuentas, entre otros. 

Nuestro orden jurídico ya ha hecho un intento en dicho sentido, en el 

Artículo 748 de la Ley 16.736 de fecha 5 de enero de 1996, que dispone que los 

miembros de los directorios de sociedades anónimas que representen al Estado, a un 

Ente Autónomo o a un Servicio Descentralizado, serán reputados funcionarios públicos, 

a los efectos de la responsabilidad civil o tributaria resultante del ejercicio de sus 

cargos, aplicándoseles al efecto lo establecido en los Artículos 24 y 25 de la 

Constitución de la República. 

En definitiva, el presente proyecto de Ley se orienta a cumplir integralmente, 

los mandatos contenidos en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 

que fuera ratificada por el Estado uruguayo por la Ley 18.056 de fecha 20 de noviembre 

de 2006. 

,/ 
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CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 
______  

 
SECCION II - DERECHOS, DEBERES Y GARANTIAS 

CAPITULO I 
 

Artículo 24 
 
El Estado, los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, los Servicios 

Descentralizados y, en general, todo órgano del Estado, serán civilmente responsables 
del daño causado a terceros, en la ejecución de los servicios públicos, confiados a su 
gestión o dirección. 

 
Artículo 25 
 
Cuando el daño haya sido causado por sus funcionarios, en el ejercicio de sus 

funciones o en ocasión de ese ejercicio, en caso de haber obrado con culpa grave o 
dolo, el órgano público correspondiente podrá repetir contra ellos, lo que hubiere 
pagado en reparación. 

 
SECCION IV - DE LA FORMA DE GOBIERNO Y SUS DIFERENTES PODERES 

CAPITULO UNICO 
Artículo 82 
 
La Nación adopta para su Gobierno la forma democrática republicana. Su 

soberanía será ejercida directamente por el Cuerpo Electoral en los casos de elección, 
iniciativa y referéndum, e indirectamente por los Poderes representativos que 
establece esta Constitución; todo conforme a las reglas expresadas en la misma. 
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CÓDIGO PENAL 

Ley Nº 9.155,  
de 4 de diciembre de 1933 

________ 
 

LIBRO II 
 

TITULO IV - DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA 
 

CAPITULO I 
 
Artículo 153 
 
(Peculado) El funcionario público que se apropiare el dinero o las cosas muebles, 

de que estuviere en posesión por razón de su cargo, pertenecientes al Estado, o a los 
particulares, en beneficio propio o ajeno, será castigado con un año de prisión a seis 
de penitenciaría y con inhabilitación especial de dos a seis años. 

 
Artículo 154 
 
(Circunstancia atenuante) Constituye una circunstancia atenuante especial, el 

hecho de tratarse de dinero o cosas de poco valor y la reparación del daño 
previamente a la acusación fiscal. 

 
Artículo 155 
 
(Peculado por aprovechamiento del error de otro) El funcionario público que en 

ejercicio de su cargo, aprovechándose del error de otro, recibiere o retuviere, 
indebidamente, en beneficio propio o ajeno, dinero u otra cosa mueble, será castigado 
con tres a dieciocho meses de prisión y dos a cuatro años de inhabilitación especial. 

 
Artículo 156 
 
(Concusión) El funcionario público que con abuso de su calidad de tal o del cargo 

que desempeña, compeliere o indujere a alguno a dar o prometer indebidamente a él o 
a un tercero, dinero u otro provecho cualquiera, será castigado con doce meses de 
prisión a seis años de penitenciaría, multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) 
a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables) e inhabilitación de dos a seis años.  

 
Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154.  
 

Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 

 
Artículo 157 
 
(Cohecho simple) El funcionario público que, por ejecutar un acto de su empleo, 

recibe por sí mismo, o por un tercero, para sí mismo o para un tercero, una retribución 
que no le fuera debida, o aceptare la promesa de ella, será castigado con una pena de 
tres meses de prisión a tres años de penitenciaría, con multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 5.000 UR (cinco mil unidades reajustables) e inhabilitación especial de 
dos a cuatro años.  
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La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, cuando el funcionario público 
acepta la retribución, por un acto ya cumplido, relativo a sus funciones.  

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 

Artículo 158 
 
(Cohecho calificado) El funcionario público que, por retardar u omitir un acto relativo 

a su cargo o por ejecutar un acto contrario a los deberes del mismo, recibe por sí 
mismo o por otro, para sí o para otro, dinero u otro provecho, o acepta su promesa, 
será castigado con doce meses de prisión a seis años de penitenciaría, inhabilitación 
especial de dos a seis años, y multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 
10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 

 
La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 
 
1. Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, estipendios, 

pensiones, honores o el favor o el daño de las partes litigantes en juicio civil o 
criminal. 
 

2. Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que estuviere 
interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se realizare por 
medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que deben aplicarse por 
la Administración Pública en materia de adquisición de bienes y servicios.  

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 

Artículo 158-BIS 
 
(Tráfico de influencias) El que, invocando influencias reales o simuladas, solicita, 

recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, provecho económico, o acepta su 
promesa, con el fin de influir decisivamente sobre un funcionario público para retardar 
u omitir un acto de su cargo, o por ejecutar un acto contrario al mismo, será castigado 
con tres meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. 

 
La pena será reducida de un tercio a la mitad cuando se acepta la retribución, con 

el fin de influir decisivamente, para que el funcionario público ejercite un acto inherente 
a su cargo.  

 
Se considerará agravante especial del delito la circunstancia de que el funcionario 

público, en relación al cual se invocan las influencias, fuere alguna de las personas 
comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la 
corrupción.  

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 9. 

 
Artículo 159 
 
(Soborno) El que indujere a un funcionario público a cometer cualquiera de los 

delitos previstos en los artículos 157 y 158 será castigado por el simple hecho de la 
instigación, con una pena de la mitad a las dos terceras partes de la pena principal 
establecida para los mismos.  

 
Se considerarán agravantes especiales: 
 
1. Que el inducido sea funcionario policial o encargado de la prevención, 

investigación o represión de actividades ilícitas, siempre que el delito fuere 
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cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o en razón de su 
calidad de tal y que esta última circunstancia sea ostensible para el autor del 
delito. 
 

2. Que el inducido sea alguna de las personas comprendidas en los artículos 10 y 
11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción. (*) 

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 

 
CAPITULO II - ABUSO DE AUTORIDAD Y VIOLACION DE LOS DEBERES 

INHERENTES A UNA FUNCION PÚBLICA 
 
Artículo 160 
 
(Fraude) El funcionario público que, directamente o por interpuesta persona, 

procediendo con engaño en los actos o contratos en que deba intervenir por razón de 
su cargo, dañare a la Administración, en beneficio propio o ajeno, será castigado con 
doce meses de prisión a seis años de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a 
seis años y multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 15.000 UR (quince mil 
unidades reajustables).  

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 

 
Artículo 161 
 
(Conjunción del interés personal y del público) El funcionario público que, con o sin 

engaño, directamente o por interpuesta persona, se interesare con el fin de obtener un 
provecho indebido para sí o para un tercero en cualquier acto o contrato en que deba 
intervenir por razón de su cargo, u omitiere denunciar o informar alguna circunstancia 
que lo vincule personalmente con el particular interesado en dicho acto o contrato, 
será castigado con pena de seis meses de prisión a tres años de penitenciaría, 
inhabilitación especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables).  

 
Constituye circunstancia agravante especial que el delito se cometa para obtener 

un provecho económico para sí o para un tercero.  
 

Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 

 
Artículo 162 
 
(Abuso de funciones en casos no previstos especialmente por la ley) El funcionario 

público que con abuso de su cargo, cometiere u ordenare cualquier acto arbitrario en 
perjuicio de la Administración o de los particulares, que no se hallare especialmente 
previsto en las disposiciones del Código o de las leyes especiales, será castigado con 
tres meses de prisión a tres años de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a 
cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 3.000 UR (tres mil 
unidades reajustables).  

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 

 
Artículo 163 
 
(Revelación de secretos) El funcionario público que, con abuso de sus funciones, 

revelare hechos, publicare o difundiere documentos, por él conocidos o poseídos en 
razón de su empleo actual o anterior, que deben permanecer secretos, o facilitare su 
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conocimiento, será castigado con suspensión de seis meses a dos años y multa de 10 
UR (diez unidades reajustables) a 3.000 UR (tres mil unidades reajustables).  

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 
 
Artículo 163-BIS 
 
(Utilización indebida de información privilegiada) El funcionario público que, con el 

fin de obtener un provecho económico para sí o para un tercero, haga uso indebido de 
la información o de datos de carácter reservado que haya conocido en razón o en 
ocasión de su empleo, será castigado con tres meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaría, inhabilitación especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez 
unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables).  

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 9. 

 
Artículo 163-TER 
 
(Circunstancias agravantes especiales) Constituyen circunstancias agravantes 

especiales de los delitos de los artículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 bis, 160, 161, 
162, 163 y 163 bis: 

  
1º) Que el sujeto activo fuera alguna de las personas comprendidas en los artículos 

10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción. 
 
2º) Que el sujeto activo haya obtenido, como consecuencia de cualquiera de estos 

delitos, un enriquecimiento patrimonial.  
 

Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 9. 

 
Artículo 163-QUATER 
 
(Confiscación) Tratándose de los delitos de los artículos 153, 155, 156, 157, 158, 

158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis, el Juez también podrá confiscar los objetos o 
valores patrimoniales que sean resultado directo o indirecto del delito. 

 
El producto de la confiscación pertenecerá al Estado, a cuyo efecto, y salvo lo 

dispuesto en el apartado siguiente, el Juez de la causa lo pondrá a disposición del 
Poder Ejecutivo, el que le dará el destino especial que la ley establezca. De no haber 
previsión especial se procederá a su venta y se destinará el importe a Rentas 
Generales. 

 
Lo dispuesto en la presente disposición regirá sin perjuicio de los derechos de los 

terceros de buena fe.  
 

Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 9. 

 
Artículo 164 
 
(Omisión contumacial de los deberes del cargo) El funcionario público que 

requerido al efecto por un particular o por un funcionario público, omitiere o rehusare 
sin causa justificada ejecutar un acto impuesto por los deberes de su cargo, será 
castigado con suspensión de tres a dieciocho meses.   
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Artículo 165 
 
(Abandono colectivo de funciones y servicios públicos de necesidad o utilidad 

pública) Los funcionarios públicos que abandonaren colectivamente la función, en 
número no menor de cinco, con menoscabo de su continuidad o regularidad, serán 
castigados con pena de tres a dieciocho meses de prisión. 

 
CAPITULO III - DE LA USURPACION DE FUNCIONES PÚBLICAS Y TITULOS 

 
Artículo 166 
 
(Usurpación de funciones) El que indebidamente, asumiere o ejercitare funciones 

públicas, será castigado con pena de tres a doce meses de prisión. 
  
En la misma pena incurrirá el que, habiendo recibido oficialmente la comunicación 

del cese o de la suspensión de sus funciones, continuara ejerciéndolas. 
 
Artículo 167 
 
(Usurpación de títulos) El que se abrogare títulos académicos o ejerciere 

profesiones para cuyo desempeño se requiere una habilitación especial, será 
castigado con 20 U.R. (veinte unidades reajustables) a 900 U.R. (novecientas 
unidades reajustables) de multa.  

 
Fuente: Ley Nº 15.903, de 10/11/1987, artículo 216. 

 
CAPITULO VI - DISPOSICIONES COMUNES A LOS CAPITULOS 

PRECEDENTES 
 
Artículo 175 
 
(Concepto de funcionario público) A los efectos de este Código, se reputan 

funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan una función retribuida o 
gratuita, permanente o temporaria, de carácter legislativo, administrativo o judicial, en 
el Estado, en el Municipio o en cualquier ente público o persona pública no estatal.  

 
Fuente: Ley Nº 17.060, de 23/12/1998, artículo 8. 

 
Artículo 176 
 
(Influencia de la cesación de la calidad de funcionario) Cuando la ley considera la 

calidad de funcionario público, como elemento constitutivo o como circunstancia 
agravante de un delito, no influye en el hecho la inexistencia de esa calidad, en el 
momento en que se cometa el delito, cuando éste reconoce dicha circunstancia como 
causa. 

 
TITULO IX - DELITOS CONTRA LA ECONOMIA Y LA HACIENDA PÚBLICA 

 
CAPITULO I 

 
Artículo 253 
 
(De la quiebra fraudulenta) El quebrado fraudulento será castigado con dos a ocho 

años de penitenciaría y dos a diez años de inhabilitación comercial o industrial.  
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Artículo 254 
 
(De la quiebra culpable) El quebrado culpable será castigado con tres a veinticuatro 

meses de prisión y dos a cinco años de inhabilitación comercial o industrial. 
 
Artículo 255 
 
(De la insolvencia fraudulenta) El deudor civil que, para substraerse al pago de sus 

obligaciones, ocultara sus bienes, simulara enajenaciones o créditos, se trasladara al 
extranjero o se ocultare sin dejar persona que lo represente, o bienes a la vista en 
cantidad suficiente para responder al pago de sus deudas, será castigado con pena de 
tres meses de prisión a tres años de penitenciaría.  

 
La acción penal no podrá ser ejercitada sino a denuncia de parte y sólo en el caso 

de que la insolvencia del deudor resulte comprobada por actos infructuosos de 
ejecución en la vía civil. 

 
CAPITULO II - DESTRUCCION DE MATERIAS PRIMAS O DE PRODUCTOS 

INDUSTRIALES O DE MEDIOS DE PRODUCCION 
 

Artículo 256 
 
El que destruyendo materias primas, productos agrícolas o industriales o medios de 

producción, ocasionare un daño grave a la producción nacional o disminuyere en 
notables proporciones artículos de consumo general, será castigado con tres meses 
de prisión a tres años de penitenciaría, o 100 U.R. (cien unidades reajustables) a 900 
U.R. (novecientas unidades reajustables) de multa.  

 
Fuente: Ley Nº 15.903, de 10/11/1987, artículo 216. 

 
CAPITULO III - CONTRABANDO 

 
Artículo 257 
 
Derogado/s por: Código Aduanero de 19/09/2014 artículo 275. 

 

Texto derogado: Comete el delito de contrabando y se halla sujeto a la pena 
respectiva, el que ejecutare alguno de los hechos previstos en el decreto-ley de 26 de 
marzo de 1877 y ley Nº 13.318, de 26 de diciembre de 1964. 
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Ley N° 16.736, 

de 5 de enero de 1996 

________  

SECCION IX - DISPOSICIONES VARIAS 
 

Artículo 748 
 
Los miembros de directorios de sociedades anónimas que representen al Estado, a 

un Ente Autónomo o a un Servicio Descentralizado, serán reputados funcionarios 
públicos, a los efectos de la responsabilidad civil o tributaria resultante del ejercicio de 
sus cargos, aplicándoseles al efecto lo establecido en los artículos 24 y 25 de la 
Constitución de la República. 

 
El Estado, Ente Autónomo o Servicio Descentralizado que, en su caso representen, 

será responsable frente a la sociedad anónima, a los accionistas y ante los terceros, 
incluida la administración tributaria, por las obligaciones que derivasen de la gestión o 
de los actos de sus representantes en el Directorio de la sociedad anónima, y éstos 
solamente responderán en caso de haber obrado con culpa grave o dolo. 

 
La retribución de tales representantes así como todo, otro que la persona de 

derecho público entendiere necesaria para ejercer tareas en la sociedad anónima por 
su cuenta e interés, será fijada y cancelada por la entidad pública que representan y 
no podrán recibir retribución alguna de parte de la sociedad en la que ejercen la 
representación, incluidos viáticos, dietas o cualquier otro concepto. 
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Ley N° 17.060, 

de 23 de diciembre de 1998 

________  

 

CAPITULO I - AMBITO DE APLICACION Y DEFINICIONES 

 

Artículo 1°.- La presente ley será aplicable a los funcionarios públicos de: 
 

A. Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 
 

B. Tribunal de Cuentas. 
 

C. Corte Electoral. 
 

D. Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
 

E. Gobiernos Departamentales. 
 

F. Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 
 

G. En general, todos los organismos, servicios o entidades estatales, así como 
las personas públicas no estatales. 
 

Artículo 2°.- A los efectos de la presente ley se entiende por funcionarios públicos, las 
personas a las que refiere el artículo 175 del Código Penal. 

 
Artículo 3°.- A los efectos del Capítulo II de la presente ley se entiende por corrupción 

el uso indebido del poder público o de la función pública, para obtener un provecho 
económico para sí o para otro, se haya consumado o no un daño al Estado.  
 

CAPITULO II - JUNTA ASESORA 
 

Artículo 4°.- Créase una Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado, 
cuya actuación y cometidos serán los siguientes: 

 
1) Asesorará a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la presente 

ley, contra la Administración Pública (Título IV, excluyendo los Capítulos IV y V, 
del Código Penal) y contra la economía y la hacienda pública (Título IX del 
Código Penal), que se imputen a alguno o algunos de los funcionarios públicos 
enumerados en los artículos 10 y 11 de la presente ley. 
Estará compuesta de tres miembros, quienes durarán cinco años en sus 
funciones a partir de su designación por el Presidente de la República, 
actuando con el Consejo de Ministros, con venia de la Cámara de Senadores 
otorgada siempre por tres quintos de votos del total de componentes, entre 
personas de reconocida experiencia y solvencia profesional y moral. 
El Presidente de la República, en acuerdo con el Consejo de Ministros, podrá 
destituir por resolución fundada a los miembros de la Junta con venia de la 
Cámara de Senadores otorgada por la misma mayoría exigida para su 
designación. Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término de 
sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitución. 
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2) Tendrá como cometido exclusivo el asesoramiento a los órganos judiciales con 
competencia penal, emitiendo opinión dentro del marco de su materia, cuando 
la Justicia o el Ministerio Público lo dispongan. 
 

La actuación de la Junta en el cumplimiento de su cometido se regulará por 
lo establecido en la Sección V, Capítulo III, Título VI, Libro I del Código General 
del Proceso, en lo aplicable. 
 

3) Las denuncias que se hicieren sobre comisión de delitos incluidos en el 
Capítulo I, serán presentadas ante el órgano judicial competente, o el Ministerio 
Público, los que podrán disponer que la Junta proceda a la obtención y 
sistematización de todas las pruebas documentales que de existir fueran 
necesarias para el esclarecimiento por el Juez de los hechos noticiados. 
 

4) La Junta dispondrá de sesenta días para el cumplimiento del cometido 
indicado en el apartado anterior, pudiendo solicitar al Juez, por una sola vez, la 
prórroga del plazo, la que será concedida siempre que exista mérito bastante 
para ello, por un máximo de treinta días. 

 
Vencido el plazo o la prórroga en su caso, la Junta remitirá al órgano que 

legalmente corresponda recepcionarla los antecedentes reunidos. Estos serán 
acompañados por un informe explicativo de la correlación de los mismos con 
los hechos denunciados. 

 
5) Para el cumplimiento de sus funciones la Junta tendrá los siguientes  

cometidos accesorios: 
 

A. Recabar, cuando lo considere conveniente, información sobre las 
condiciones de regularidad e imparcialidad con las cuales se preparan, 
formalizan y ejecutan los contratos públicos de bienes, obras y servicios. 
 

B. Recibir las declaraciones juradas de que tratan los artículos 10 y 
siguientes de la presente ley. 

 

C. Determinar, a requerimiento del interesado, si éste debe presentar la 
declaración jurada de bienes e ingresos a que refiere el Capítulo V de la 
presente ley. 

 

D. Proponer las modificaciones de normas sobre las materias de su 
competencia. 

 

E. Elaborar un informe anual que será elevado a los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial. 

 

6) Para el cumplimiento de los cometidos previstos en los Capítulos III y IV de la 
presente ley, la Junta podrá dirigirse por intermedio del órgano judicial 
interviniente o del representante del Ministerio Público, a cualquier repartición 
pública, a fin de solicitar los documentos y demás elementos necesarios para el 
esclarecimiento por el Juez de los hechos denunciados. 
 

7) En la ejecución de sus funciones, la Junta contará con el asesoramiento 
jurídico permanente del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
sobre aspectos formales y procedimentales (artículos 1º y 6º de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público y Fiscal). 
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8) La Junta constituye un Cuerpo con independencia técnica en el ejercicio de 
sus funciones. Informará mensualmente, por cualquier vía idónea, al Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación sobre las actividades desarrolladas 
en relación a los cometidos previstos en los numerales 2º), 3º) y 4º) del 
presente artículo, así como también de toda resolución adoptada sobre 
impedimentos, excusas o recusaciones que, a juicio del Cuerpo, alguno de sus 
miembros pudiere tener respecto de los asuntos a consideración del mismo. 
Sin perjuicio de lo establecido en el numeral 7º) precedente, la Fiscalía de 
Corte y Procuraduría General de la Nación podrá suministrar a la Junta 
Asesora el apoyo administrativo y contable para el mejor cumplimiento de sus 
cometidos que ésta le solicitare.  

 
FUENTE: Numeral 8º) Ley Nº 17.296, de 21 de febrero de 2001, artículo 334. 

 
CAPITULO III - CONTROL SOCIAL 

 
Artículo 5°.- Los organismos públicos darán amplia publicidad a sus adquisiciones de 

bienes y contrataciones de servicios, de acuerdo a las pautas que fije el Poder 
Ejecutivo -o el órgano jerarca, en su caso- al reglamentar la presente ley. 

 
Artículo 6°.- El Poder Ejecutivo, a propuesta de la Junta, llevará a cabo 

periódicamente campañas de difusión en materia de transparencia pública y 
responsabilidad de los funcionarios públicos, así como sobre los delitos contra la 
Administración Pública y los mecanismos de control ciudadano. 

 
Artículo 7°.- Los actos, documentos y demás elementos relativos a la función pública 

pueden ser divulgados libremente, salvo que por su naturaleza deban permanecer 
reservados o secretos o hayan sido declarados tales por ley o resolución fundada. En 
todo caso, bajo la responsabilidad a que hubiese lugar por derecho. 
 

CAPITULO IV - DISPOSICIONES PENALES 
 

Artículo 8°.- Sustitúyense los siguientes artículos del Código Penal, los cuales 
quedarán redactados de la siguiente manera: 

 

"ARTICULO 68.- La pena de penitenciaría durará de dos a treinta años. La pena de 
prisión durará de tres a veinticuatro meses. La pena de inhabilitación absoluta o 
especial durará de dos a diez años. La pena de inhabilitación especial de 
determinada profesión académica, comercial o industrial, durará de dos a diez años. 
  La pena de suspensión durará de seis meses a dos años. 
  La pena de multa será de 10 UR (diez unidades reajustables) a 15.000 UR (quince 
mil unidades reajustables)". 

 

"ARTICULO 84. (Sustitución de la multa).- Si el sentenciado no tuviese bienes para 
satisfacer la multa sufrirá, por vía de sustitución y apremio, la pena de prisión, 
regulándose un día por cada 10 UR (diez unidades reajustables). 
  El condenado podrá en cualquier tiempo pagar la multa, descontándose de ella la 
parte proporcional a la prisión cumplida. 
  Esta disposición no se aplicará cuando la multa se acumule a una pena privativa 
de libertad, en cuyo caso se procederá por la vía de apremio si el sentenciado no la 
abonare en el plazo otorgado en la sentencia". 

 

"ARTICULO 156. (Concusión).- El funcionario público que con abuso de su calidad 
de tal o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a dar o prometer 
indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho cualquiera, será castigado 
con doce meses de prisión a seis años de penitenciaría, multa de 50 UR (cincuenta 
unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables) e inhabilitación 
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de dos a seis años. 
  Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154". 

 

"ARTICULO 157. (Cohecho simple).- El funcionario público que, por ejecutar un 
acto de su empleo, recibe por sí mismo, o por un tercero, para sí mismo o para un 
tercero una retribución que no le fuera debida, o aceptare la promesa de ella, será 
castigado con una pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaría, con 
multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 5.000 UR (cinco mil unidades 
reajustables) e inhabilitación especial de dos a cuatro años. 
  La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, cuando el funcionario público 
acepta la retribución, por una acto ya cumplido, relativo a sus funciones". 

 

"ARTICULO 158. (Cohecho calificado).- El funcionario público que, por retardar u 
omitir un acto relativo a sus cargo o por ejecutar un acto contrario a los deberes del 
mismo, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, dinero u otro provecho, o 
acepta su promesa, será castigado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaría, inhabilitación especial de dos a seis años, y multa de 50 UR 
(cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 
  La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 

 

1) Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, estipendios, 
pensiones, honores o el favor o el daño de las partes litigantes en juicio civil o 
criminal. 

 

2) Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que estuviere 
interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se realizare por 
medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que deben aplicarse 
por la Administración Pública en materia de adquisición de bienes y servicios". 

 

"ARTICULO 159. (Soborno).- El que indujere a un funcionario público a cometer 
cualquiera de los delitos previstos en los artículos 157 y 158 será castigado por el 
simple hecho de la instigación, con una pena de la mitad a las dos terceras partes 
de la pena principal establecida para los mismos. 
  Se considerarán agravantes especiales: 

 

1) Que el inducido sea funcionario policial o encargado de la prevención, 
investigación o represión de actividades ilícitas, siempre que el delito fuere 
cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o en razón de su 
calidad de tal y que esta última circunstancia sea ostensible para el autor del 
delito. 

 
2) Que el inducido sea alguna de las personas comprendidas en los artículos 10 y 

11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción". 

 

"ARTICULO 160. (Fraude).- El funcionario público que, directamente o por 
interpuesta persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en que deba 
intervenir por razón de su cargo, dañare a la Administración, en beneficio propio o 
ajeno, será castigado con doce meses de prisión a seis años de penitenciaría, 
inhabilitación especial de dos a seis años y multa de 50 UR (cincuenta unidades 
reajustables) a 15.000 UR (quince mil unidades reajustables)". 

 

"ARTICULO 161. (Conjunción del interés personal y del público).- El funcionario 
público que, con o sin engaño, directamente o por interpuesta persona, se 
interesare con el fin de obtener un provecho indebido para sí o para un tercero en 
cualquier acto o contrato, en que deba intervenir por razón de su cargo, u omitiere 
denunciar o informar alguna circunstancia que lo vincule personalmente con el 
particular interesado en dicho o contrato, será castigado con pena de seis meses de 
prisión a tres años de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a cuatro años y 
multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades 
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reajustables). 
 
  Constituye circunstancia agravante especial que el delito se cometa para obtener 
un provecho económico para sí o para un tercero". 

 

"ARTICULO 162. (Abuso de funciones en casos no previstos especialmente por la 
ley).- El funcionario público que con abuso de su cargo, cometiere u ordenare 
cualquier acto arbitrario en perjuicio de la Administración o de los particulares, que 
no se hallare especialmente previsto en las disposiciones del Código o de las leyes 
especiales, será castigado con tres meses de prisión a tres años de penitenciaría, 
inhabilitación especial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 3.000 UR (tres mil unidades reajustables)". 

 

"ARTICULO 163. (Revelación de secretos).- El funcionario público que, con abuso 
de sus funciones, revelare hechos, publicare o difundiere documentos, por él 
conocidos o poseídos en razón de su empleo actual o anterior, que deben 
permanecer secretos, o facilitare su conocimiento, será castigado con suspensión 
de seis meses a dos años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 3.000 
UR (tres mil unidades reajustables)". 

 

"ARTICULO 175. (Concepto de funcionario público).- A los efectos de este Código, 
se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan una 
función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de carácter legislativo, 
administrativo o judicial, en el Estado, en el Municipio o en cualquier ente público o 
persona pública no estatal". 

 

"ARTICULO 177. (Omisión de los funcionarios en proceder a denunciar los delitos).- 
El Juez competente que, teniendo conocimiento de la ejecución de un delito, no 
interviniera o retardase su intervención, y el que no siendo competente, y el que no 
siendo competente, omitiere o retardare formular su denuncia, será castigado con la 
pena de tres meses a dieciocho meses de prisión. 
 
  La misma pena se aplicará al funcionario policial que omitiera o retardare formular 
la denuncia de cualquier delito de que tuviere conocimiento por razón de sus 
funciones, y a los demás funcionarios, en las mismas circunstancias, de los delitos 
que se cometieren en su repartición o cuyos efectos la repartición experimentara 
particularmente. 
  Se exceptúan de la regla los delitos que sólo pueden perseguirse mediante 
denuncia del particular ofendido. 
 
  Constituye circunstancia agravante especial, respecto de los funcionarios públicos 
y en relación a los hechos que se cometieren en su repartición, el hecho de que se 
trate de los delitos previstos en los artículos 153,155,156,157,158, 158 bis, 159, 
160, 161, 162, 163 y 163 bis". 

 

"ARTICULO 179. (Calumnia y simulación de delito).- El que a sabiendas denuncia a 
la autoridad judicial o policial, o ante la Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado o ante un funcionario público el cual tenga la obligación de 
dirigirse a tales autoridades, un delito que no se ha cometido, o que simule los 
indicios de un delito, en forma que proceda la iniciación de un procedimiento penal 
para su averiguación, será castigado con pena de tres meses de prisión a tres años 
de penitenciaría". 
 

Artículo 9°.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes disposiciones: 

 

"ARTICULO 158 bis. (Tráfico de influencias).- El que, invocando influencias reales o 
simuladas, solicita, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, provecho 
económico, o acepta su promesa, con el fin de influir decisivamente sobre un 
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funcionario público para retardar u omitir un acto de su cargo, o por ejecutar un acto 
contrario al mismo, será castigado con tres meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaría. 
 
  La pena será reducida de un tercio a la mitad cuando se acepta la retribución, con 
el fin de influir decisivamente, para que el funcionario público ejercite un acto 
inherente a su cargo. 
  Se considerará agravante especial del delito la circunstancia de que el funcionario 
público, en relación al cual se invocan las influencias, fuere alguna de las personas 
comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la 
corrupción". 

 

"ARTICULO 163 bis. (Utilización indebida de información privilegiada).- El 
funcionario público que, con el fin de obtener un provecho económico para sí o para 
un tercero, haga uso indebido de la información o de datos de carácter reservado 
que haya conocido en razón o en ocasión de su empleo, será castigado con tres 
meses de prisión a cuatro años de penitenciaría, inhabilitación especial de dos a 
cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil 
unidades reajustables)". 

 

"ARTICULO 163 ter. (Circunstancias agravantes especiales).- Constituyen 
circunstancias agravantes especiales de los delitos de los artículos 153, 155, 156, 
157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis: (*) 

 
1º) Que el sujeto activo fuera alguna de las personas comprendidas en los 

artículos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha contra la corrupción. 

 
2º) Que el sujeto activo haya obtenido, como consecuencia de cualquiera de estos 

delitos, un enriquecimiento patrimonial". 

 

"ARTICULO 163 quater. (Confiscación).- Tratándose de los delitos de los 
artículos 153, 155, 156,157, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis, el Juez 
también podrá confiscar los objetos o valores patrimoniales que sean resultado 
directo o indirecto del delito. 
  El producto de la confiscación pertenecerá al Estado, a cuyo efecto, y salvo lo 
dispuesto en el apartado siguiente, el Juez de la causa lo pondrá a disposición del 
Poder Ejecutivo, el que le dará el destino especial que la ley establezca. De no 
haber previsión especial se procederá a su venta y se destinará el importe a Rentas 
Generales. 
 
  Lo dispuesto en la presente disposición regirá sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe". 

 
CAPITULO V - DECLARACION JURADA DE BIENES E INGRESOS DE LAS 

AUTORIDADES Y 
FUNCIONARIOS PUBLICOS 

 
Artículo 10.- El Presidente y el Vicepresidente de la República, los Ministros de 

Estado, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, los Senadores, los 
Representantes Nacionales y los Intendentes Municipales deberán formular una 
declaración jurada de bienes e ingresos a cualquier título.  
 

Artículo 11.- También están comprendidos en la obligación del artículo precedente los 
funcionarios que se enumeran: 
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A. Subsecretarios de Estado, Secretario y Prosecretario de la Presidencia de la 
República, Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, Procurador del 
Estado en lo Contencioso Administrativo, Director y Subdirector de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, Director y Subdirector de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, Miembros de la Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado y Miembros de las Comisiones de las Unidades 
Reguladoras. 
 

B. Ministros de los Tribunales de Apelaciones, Jueces, Secretarios Letrados de 
la Suprema Corte de Justicia, Secretarios de los  Tribunales de Apelaciones, 
Actuarios y Alguaciles del Poder Judicial, Fiscales Letrados y Fiscales 
Adjuntos, Fiscal Adjunto y Secretario Letrado de la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación, y Procurador Adjunto del Estado en lo 
Contencioso Administrativo. 

 
C. Titulares de los cargos con jerarquía de Dirección General o Nacional e 

Inspección General de los Ministerios. 
 

D. Director General de Rentas, Subdirector General, Directores de División, 
Encargados de Departamento, Encargados de la Auditoría Interna y Asesorías 
y todos los funcionarios que cumplan tareas inspectivas de la Dirección 
General Impositiva del Ministerio de Economía y Finanzas. 
 

E. Embajadores de la República, Ministros del Servicio Exterior y personal 
diplomático que se desempeñe como Cónsul o Encargado de Negocios, con 
destino en el extranjero, y miembros de las delegaciones uruguayas en 
comisiones u organismos binacionales o multinacionales. 
 

F. Presidentes, Directores, Directores Generales o miembros de los órganos 
directivos de las personas públicas no estatales, de empresas privadas 
pertenecientes mayoritariamente a organismos públicos y delegados estatales 
en las empresas de economía mixta. 
 

G. Miembros del Consejo Directivo del Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos y Director del Servicio Nacional de Televisión. 
 

H. Rector y Decanos de las Facultades de la Universidad de la República, 
miembros del Consejo Directivo Central y de los Consejos de Educación 
Primaria, de Educación Secundaria y de Educación Técnico - Profesional de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 
 

I. Interventores de instituciones y organismos públicos o privados intervenidos 
por el Poder Ejecutivo, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o 
Gobiernos Departamentales. 
 

J. Secretarios y Prosecretarios de las Cámaras de Senadores y de 
Representantes y de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo y 
Director de Protocolo y Relaciones Públicas de la Comisión Administrativa del 
Poder Legislativo. 
 

K. Directores, Directores Generales, Subgerentes Generales y Gerentes o 
funcionarios de rango equivalente cualquiera sea su denominación de los 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y personas públicas no 
estatales. 
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L. General de Ejército, Almirante y General del Aire, Generales,  
Contralmirantes y Brigadieres Generales de las Fuerzas Armadas en actividad, 
Jefes, Subjefes, Inspectores, Comisarios y Directores de Policía. 
 

M. Ediles de las Juntas Departamentales y sus correspondientes suplentes y 
Ediles de las Juntas Locales Autónomas. 
 

N. Gerentes, Jefes de Compras y ordenadores de gastos y de pagos de los 
organismos públicos cualquiera sea la denominación de su cargo. 
 

O. Los funcionarios que ocupen cargos políticos o de particular confianza, 
declarados tales a nivel nacional o departamental (inciso cuarto del artículo 60 
e inciso segundo del artículo 62 de la Constitución de la República). 
 

P. Los funcionarios que realicen funciones inspectivas en cargos cuya jerarquía 
no sea inferior a la de jefe o equivalente y los que efectúan tasación o avalúo 
de bienes, con las excepciones que por razón de escasa entidad la 
reglamentación establezca. 
 

Q. La totalidad de los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas y los 
que prestan servicios en dicha repartición. 
 

R. La totalidad de los funcionarios de la Dirección General de Casinos y de los 
Casinos departamentales. 
 

S. Todos los funcionarios del Ministerio del Interior sin excepción estarán 
obligados a presentar declaraciones juradas de bienes e ingresos según las 
disposiciones consagradas en el Capítulo V de la presente ley y en la Ley N° 
18.362, de 6 de octubre de 2008, y disposiciones modificativas y 
complementarias en la materia.  

 
La relación de cargos precedente no variará por cambios legales o reglamentarios 

de denominaciones. La contratación o asignación de funciones en forma permanente o 
interina en cualquiera de los cargos comprendidos genera la obligación de presentar 
declaración jurada cuando se cumplan los requisitos legales. 

 
La Junta podrá verificar la pertinencia de la nómina de funcionarios asignados a 

presentar declaración jurada remitida por organismos públicos. 
 
Las disposiciones de los literales F), N) y P) son aplicables a los funcionarios 

públicos o empleados que trabajan en las empresas privadas ya creadas o adquiridas 
por los organismos públicos y en las que se creen o adquieran en el futuro, así como 
en las creadas o adquiridas a su vez por las empresas privadas dependientes de 
aquellas y sus sucesivas, con sede en el territorio o fuera de él, siempre que la 
participación del Estado sea mayoritaria. 

FUENTE: Ley N° 18.362, de 6 de octubre de 2008, artículo 299; 
Inciso 4º) Ley Nº 19.208, de 18 de abril de 2014, artículo 1; 

Literal S) Ley Nº 19.149, de 24 de octubre de 2013, artículo 139; 
Literal Q) Ley Nº 17.296, de 21 de febrero de2001, artículo 154. 

 
Artículo 12.-Dicha declaración jurada contendrá una relación precisa y circunstanciada 

de los bienes muebles e inmuebles e ingresos propios del declarante, de su cónyuge, 
de la sociedad conyugal que integra, de las personas sometidas a su patria potestad, 
tutela o curatela; de la participación que posea en sociedades nacionales o 
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extranjeras, personales con o sin personalidad jurídica, en sociedades de 
responsabilidad limitada, anónimas o en comandita por acciones o «holdings», así 
como de aquellas sociedades en las que desempeñe el cargo de Director o Gerente, y 
de los bienes de que dispongan el uso exclusivo, y de los ingresos del declarante y su 
cónyuge. 

 
En su caso, dicha declaración jurada deberá ser suscrita por el cónyuge, en lo 

referente a los ingresos y bienes de su pertenencia. 
 
Se especificará el título y fecha de la última procedencia dominial de cada uno de los 

bienes en propiedad, alquiler o uso, monto y lugar de depósitos de dinero y otros 
valores en el país o en el exterior. 

 
Se incluirán, asimismo, rentas, sueldos, salarios o beneficios que se continúen 

percibiendo. 
 
Las declaraciones se presentarán en sobre cerrado ante la Junta. La Junta abrirá los 

sobres conteniendo las declaraciones del Presidente y Vicepresidente de la República 
y dispondrá su publicación en el Diario Oficial.  

 
A todos los efectos previstos en el presente artículo, equipárase a la situación de los 

cónyuges, la situación de los concubinos reconocidos judicialmente como tales, y a la 
situación de la sociedad conyugal la de las sociedades de bienes concubinarios, según 
lo dispuesto por la Ley Nº 18.246, de 27 de diciembre de 2007.  
 

FUENTE: Inciso final, Ley Nº 18.362, de 06de octubre de 2008, artículo 300. 

 

Artículo 13.- Para la presentación de la declaración jurada inicial se dispondrá de un 
plazo de treinta días. Este plazo comenzará a computarse una vez cumplidos sesenta 
días de ejercicio ininterrumpido del cargo. 

 
Para la primera declaración jurada a partir de la promulgación de la presente ley 

regirá lo dispuesto en el artículo 38. 
 
Las declaraciones subsiguientes se formularán cada dos años contados a partir de la 

respectiva declaración inicial, siempre que el funcionario continuare en el ejercicio del 
cargo. Toda vez que cesare en el mismo deberá presentar una declaración final dentro 
de los treinta días del cese. 

 
Artículo 14.- La Junta llevará un registro de las declaraciones juradas de los 

funcionarios referidos en la presente ley y expedirá los certificados de haber recibido 
las mismas. 

 
La Junta proporcionará los instructivos o formularios que correspodan para la 

correcta declaración jurada. 
 
Las declaraciones se conservarán por un período de cinco años contados a partir del 

cese del funcionario en su cargo o su fallecimiento. Vencido el mismo, procederá a su 
destrucción, labrándose acta notarial de dicho acto, salvo que el interesado hubiera 
solicitado su devolución, en cuyo caso se le entregará. 

 
Artículo 15.- La Junta tendrá a su cargo la custodia de las declaraciones juradas que 

reciba en cumplimiento de la presente ley, y sólo procederá a su apertura: 
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A. A solicitud del propio interesado o por resolución fundada de la Justicia 
Penal. 
 

B. De oficio, cuando la Junta así lo resuelva en forma fundada, por mayoría 
absoluta de votos de sus miembros. También cuando se haya incurrido en 
alguna de las situaciones previstas en los numerales 2) y 3) del artículo 17 de 
la presente ley, si la Junta lo entendiera procedente en el curso de una 
investigación promovida ante la misma.  
 

C. A solicitud fundada de una Comisión Investigadora Parlamentaria. 
 

Cuando se proceda a la apertura de un sobre se expedirá testimonio de su 
contenido, será cerrado nuevamente y devuelto a su sitio de custodia.  

 
 FUENTE: Literal C) Ley Nº 18.172, de 31agosto de 2007, artículo 223. 

 

Artículo 16.- En caso de no presentación de la declaración jurada en los plazos 
previstos por el artículo 13 de la presente ley, la Junta cursará aviso a los funcionarios 
omisos. Si en los quince días posteriores no cumplieran con la obligación o no 
justificaran un impedimento legal, la Junta publicará en el Diario Oficial y en un diario 
de circulación nacional el nombre y cargo de los funcionarios que hayan omitido 
realizar la declaración dispuesta en los artículos 10 y 11 de la presente ley, sin 
perjuicio de lo que se establecerá en el artículo siguiente. 

 
Artículo 17.- Se considerará falta grave a los deberes inherentes a la función pública: 

 
1. La no presentación de la declaración jurada al cabo del trámite previsto en el 

artículo anterior. 
 

2. La inclusión en la declaración jurada inicial de cada declarante de bienes y 
valores patrimoniales pertenecientes a terceros o inexistentes. 
 

3. La ocultación en las declaraciones juradas subsiguientes de bienes que se 
hubieran incorporado al patrimonio del declarante o de las restantes personas 
a que refiere el artículo 12 de la presente ley. 
 

De producirse la modalidad prevista en los numerales 2) y 3) de este artículo, la 
Junta iniciará las acciones previstas en el numeral 3) del artículo 4º de la presente ley. 

 
Artículo 18.-Si durante el año electoral se formula una denuncia o se procede a la 

apertura del sobre por cualquiera de las causales indicadas en el artículo 15 de la 
presente ley, referente a un funcionario que se postule a cualquier cargo electivo, el 
interesado podrá urgir a la Junta a que dicte la resolución con una anticipación de, por 
lo menos, treinta días al acto eleccionario. La Junta no recibirá denuncias dentro de los 
noventa días anteriores al acto eleccionario. 

 
Artículo 19.- El Poder Ejecutivo y los titulares de los distintos organismos a los que 

alcanzare esta ley deberán comunicar a la Junta los nombres de todas las personas 
que a la fecha de su promulgación estén comprendidas en los artículos 10 y 11 de la 
presente ley. Asimismo deberán comunicar dentro de los treinta días de acaecidas las 
alteraciones que se produzcan en dicha nómina. 
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CAPITULO VI - ASPECTOS ADMINISTRATIVOS 
 

Artículo 20.- Los funcionarios públicos deberán observar estrictamente el principio de 
probidad, que implica una conducta funcional honesta en el desempeño de su cargo 
con preeminencia del interés público sobre cualquier otro.  

 
 
El interés público se expresa en la satisfacción de necesidades colectivas de manera 

regular y continua, en la buena fe en el ejercicio del poder, en la imparcialidad de las 
decisiones adoptadas, en el desempeño de las atribuciones y obligaciones 
funcionales, en la rectitud de su ejercicio y en la idónea administración de los recursos 
públicos. 

 
Artículo 21.- Los funcionarios públicos observarán los principios de respeto, 

imparcialidad, rectitud e idoneidad y evitarán toda conducta que importe un abuso, 
exceso o desviación de poder, y el uso indebido de su cargo o su intervención en 
asuntos que puedan beneficiarlos económicamente o beneficiar a personas 
relacionadas directamente con ellos. 

 
Toda acción u omisión en contravención del presente artículo hará incurrir a sus 

autores en responsabilidad administrativa, civil o penal, en la forma prescrita por la 
Constitución de la República y las leyes. 

 
Artículo 22.-Son conductas contrarias a la probidad en la función pública: 
 

1. Negar información o documentación que haya sido solicitada en conformidad 
a la ley. 
 

2. Valerse del cargo para influir sobre una persona con el objeto de conseguir 
un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero. 
 

3. Tomar en préstamo o bajo cualquier otra forma dinero o bienes de la 
institución, salvo que la ley expresamente lo autorice. 
 

4. Intervenir en las decisiones que recaigan en asuntos en que haya participado 
como técnico. Los funcionarios deberán poner en conocimiento de su superior 
jerárquico su implicancia en dichos asuntos, para que éste adopte la resolución 
que corresponda. 
 

5. Usar en beneficio propio o de terceros información reservada o privilegiada 
de la que se tenga conocimiento en el ejercicio de su función. 
 

Artículo 23.-Los funcionarios públicos que cumplen funciones en las reparticiones 
encargadas de la adquisición de bienes y servicios deberán rotar periódicamente en la 
forma que establezca la respectiva reglamentación. 

 
La rotación se hará sin desmedro de la carrera administrativa. 
 
Artículo 24.- Las normas de la presente ley no obstarán a la aplicación de las leyes 

que afecten a los funcionarios de la Administración Pública, cuando éstas prescriban 
exigencias especiales o mayores a las que surgen de su texto. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas de la presente ley 
constituirán, además, criterios interpretativos del actuar de los órganos de la 
Administración Pública en las materias de su competencia. 

 
Artículo 25.- Créase una Comisión Honoraria de seis miembros integrada por un 

representante de la Junta, que la presidirá, un representante del Ministerio de 
Economía y Finanzas, un representante de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
un representante del Tribunal de Cuentas, un representante de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y un representante de la organización más representativa de los 
funcionarios públicos, con el cometido de elaborar propuestas de actualización y 
ordenamiento legislativo y administrativo en materia de transparencia en la 
contratación pública, así como respecto de los conflictos de intereses en la función 
pública. Esta Comisión tendrá un plazo de ciento ochenta días para expedirse. 

 
Artículo 26.- Los Directores o Directores Generales de los Entes Autónomos y 

Servicios Descentralizados no podrán intervenir como directores, administradores o 
empleados en empresas que contratan obras o suministros en el Ente Autónomo o 
Servicio Descentralizado cuyo Directorio o Dirección General integren. 

 
Artículo 27.- El Ministerio de Educación y Cultura coordinará con los Entes de 

enseñanza la implementación de cursos de instrucción en los correspondientes niveles 
de la educación sobre los diferentes aspectos a que refiere la presente ley, debiendo 
poner énfasis en los derechos y deberes de los ciudadanos frente a la Administración 
y las responsabilidades de las autoridades y funcionarios públicos. 

 
Artículo 28.- Las entidades públicas tendrán programas de formación para el personal 

que ingrese, y uno de actualización cada tres años, los cuales contemplarán aspectos 
referentes a la moral administrativa, incompatibilidades, prohibiciones y conflictos de 
intereses en la función pública, además de los otros aspectos a los que refiere la 
presente ley. 

 
Será obligación de los funcionarios públicos la asistencia a estos cursos y el tiempo 

que insuman se imputará al horario del funcionario. 
 

Cométese a la Comisión y a la Oficina Nacional del Servicio Civil, la preparación de 
material didáctico que se pondrá al alcance de las diversas entidades públicas. 
 

CAPITULO VII - AMBITO INTERNACIONAL 
 

Artículo 29.- (Cohecho y soborno transnacionales).- El que para celebrar o facilitar un 
negocio de comercio exterior uruguayo ofrece u otorga en el país o en el extranjero, 
siempre que concurran las circunstancias previstas en el numeral 5º del artículo 10 del 
Código Penal, a un funcionario público de otro Estado, dinero u otro provecho 
económico, por sí mismo o para otro, para sí mismo o para otro, será castigado con 
una pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaría. 

 
Artículo 30.- DEROGADO 

FUENTE: Ley Nº 17.835, de 23 de setiembre de2004, artículo 22. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

TEXTO DEROGADO: (Blanqueo de dinero).- El que  

obstaculizare la identificación del origen, la investigación, la 
incautación o la confiscación del dinero u otros valores 
patrimoniales a sabiendas que provienen de alguno de los delitos 
establecidos en los artículos 156, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 
163, 163 bis y 163 ter del Código Penal, o del delito establecido 
en el artículo 29 de la presente ley, será castigado con una pena 
de tres meses de prisión a seis años de penitenciaría. 
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Artículo 31.- El proceso de extradición por hechos previstos como delito en la presente 

ley se rige por las normas de los Tratados o Convenciones Internacionales ratificados 
por la República, que se encuentren en vigor. 

 
En ausencia de dichos instrumentos, se aplicarán las normas del Código Penal, del 

Código del Proceso Penal y las especiales previstas en los artículos siguientes. 
 
Artículo 32.- La extradición por hechos previstos en la presente ley no es procedente 

cuando la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de libertad y la parte de 
la sentencia que aún resta por cumplir sea inferior a seis meses. Si se tratare de 
personas requeridas para ser juzgadas, cuando el mínimo de la pena que la ley 
extranjera prevé para el delito sea inferior a seis meses, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 54 del Código Penal. 

 
Artículo 33.- El hecho de que el dinero o provecho económico que resulte de alguno 

de los delitos establecidos en los artículos 156, 158, 158 bis, 160, 161, 162, 163, 163 
bis y 163 ter del Código Penal o del delito establecido en el artículo 29 de la presente 
ley, hubiese sido destinado a fines políticos o el hecho de que se alegue que ha sido 
cometido por motivaciones o con finalidad política, no basta por sí solo para considerar 
dicho acto como delito político. 

 
Artículo 34.- Las solicitudes de cooperación jurídica penal internacional provenientes 

de autoridades extranjeras para la investigación o enjuiciamiento de hechos previstos 
como delitos en la presente ley, que se refieran a asistencia jurídica de mero trámite, 
probatoria, cautelar o de inmovilización, confiscación o transferencia de bienes, se 
recibirán y darán curso por la Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica 
Internacional dependiente de la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de 
Justicia del Ministerio de Educación y Cultura. Esta remitirá las respectivas solicitudes 
a las autoridades jurisdiccionales o administrativas nacionales competentes para su 
diligenciamiento.  

 
Los Jueces diligenciarán la solicitud de cooperación de acuerdo a leyes de la 

República. 
 
Salvo el caso de medidas de naturaleza cautelar o de inmovilización, confiscación o 

transferencia de bienes, la cooperación se prestará sin entrar a examinar si la 
conducta que motiva la investigación o el enjuiciamiento constituye o no un delito 
conforme al derecho nacional. 

 
Las solicitudes relativas a registro, levantamiento del secreto bancario, embargo, 

secuestro y entrega de cualquier objeto se someterán a la ley procesal y sustantiva de 
la República. 

 
Las solicitudes podrán ser rechazadas cuando afecten en forma grave el orden 

público, así como la seguridad u otros intereses esenciales de la República. 
 
El pedido de cooperación formulado por una autoridad extranjera importa el 

conocimiento y aceptación de los principios enunciados en este artículo. 
 
Artículo 35.- Créase la Sección de Cooperación Jurídico Penal Internacional dentro de 

la Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional dependiente de la 
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Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de 
Educación y Cultura. 

 
Artículo 36.- Las solicitudes extranjeras del levantamiento del secreto bancario para la 

investigación o enjuiciamiento de hechos previstos como delito en la presente ley, se 
someterán a la ley procesal y sustantiva de la República. 

 
Para que proceda el levantamiento del secreto bancario, debe tratarse, en cualquier 

caso, de delitos previstos en el derecho nacional y la solicitud deberá provenir de 
autoridades jurisdiccionales. 

 
El Estado requirente queda obligado a no utilizar las informaciones protegidas por el 

secreto bancario que recibe, para ningún fin ajeno al establecido en la solicitud. 
 
 

CAPITULO VIII - DISPOSICIONES FINALES 
 

Artículo 37.- Derógase el Decreto-Ley Nº 14.900, de 31 de mayo de 1979. 
 
Artículo 38.- (Disposición transitoria).- El Poder Ejecutivo deberá nombrar los 

integrantes de la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado dentro 
de los treinta días contados a partir de la promulgación de la presente ley. Dentro de 
los sesenta días contados a partir de la instalación de la Junta, ésta deberá 
proporcionar los instructivos o formularios que correspondan para la presentación de la 
declaraciónjurada. 

 
Los funcionarios públicos comprendidos en los artículos 10 y 11 de la presente ley 

deberán presentar las primeras declaraciones juradas en un plazo de treinta días, 
contados a partir de la fecha de la primera publicación de los instructivos del Diario 
Oficial, siempre que hayan cumplido sesenta días de ejercicio ininterrumpido del 
cargo. 

  
En caso contrario, el plazo de treinta días comenzará a computarse una vez 

cumplidos los sesenta días de ejercicio ininterrumpido del cargo. 
 
A la fecha de la primera publicación de los instructivos en el Diario Oficial, la Junta 

deberá tener a disposición de los funcionarios públicos los formularios necesarios para 
la presentación de la declaración jurada. 
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Ley N° 18.056, 

de 20 de noviembre de 2006 

________  

 
Artículo Único 
 
Apruébase la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción suscrita en 

Mérida, México, del 9 al 11 de diciembre de 2003, que consta del preámbulo y setenta 
y un artículos.  
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  Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
 
 

  Preámbulo 
 
 

 Los Estados Parte en la presente Convención, 

 Preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la 
corrupción para la estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las 
instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al comprometer 
el desarrollo sostenible y el imperio de la ley, 

 Preocupados también por los vínculos entre la corrupción y otras formas de 
delincuencia, en particular la delincuencia organizada y la delincuencia económica, 
incluido el blanqueo de dinero,  

 Preocupados asimismo por los casos de corrupción que entrañan vastas 
cantidades de activos, los cuales pueden constituir una proporción importante de los 
recursos de los Estados, y que amenazan la estabilidad política y el desarrollo 
sostenible de esos Estados, 

 Convencidos de que la corrupción ha dejado de ser un problema local para 
convertirse en un fenómeno transnacional que afecta a todas las sociedades y 
economías, lo que hace esencial la cooperación internacional para prevenirla y 
luchar contra ella, 

 Convencidos también de que se requiere un enfoque amplio y 
multidisciplinario para prevenir y combatir eficazmente la corrupción, 

 Convencidos asimismo de que la disponibilidad de asistencia técnica puede 
desempeñar un papel importante para que los Estados estén en mejores condiciones 
de poder prevenir y combatir eficazmente la corrupción, entre otras cosas 
fortaleciendo sus capacidades y creando instituciones, 

 Convencidos de que el enriquecimiento personal ilícito puede ser 
particularmente nocivo para las instituciones democráticas, las economías 
nacionales y el imperio de la ley, 

 Decididos a prevenir, detectar y disuadir con mayor eficacia las transferencias 
internacionales de activos adquiridos ilícitamente y a fortalecer la cooperación 
internacional para la recuperación de activos, 

 Reconociendo los principios fundamentales del debido proceso en los procesos 
penales y en los procedimientos civiles o administrativos sobre derechos de 
propiedad, 

 Teniendo presente que la prevención y la erradicación de la corrupción son 
responsabilidad de todos los Estados y que éstos deben cooperar entre sí, con el 
apoyo y la participación de personas y grupos que no pertenecen al sector público, 
como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones 
de base comunitaria, para que sus esfuerzos en este ámbito sean eficaces, 
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 Teniendo presentes también los principios de debida gestión de los asuntos y 
los bienes públicos, equidad, responsabilidad e igualdad ante la ley, así como la 
necesidad de salvaguardar la integridad y fomentar una cultura de rechazo de la 
corrupción, 

 Encomiando la labor de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal 
y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en la prevención y 
la lucha contra la corrupción, 

 Recordando la labor realizada por otras organizaciones internacionales y 
regionales en esta esfera, incluidas las actividades del Consejo de Cooperación 
Aduanera (también denominado Organización Mundial de Aduanas), el Consejo de 
Europa, la Liga de los Estados Árabes, la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económicos, la Organización de los Estados Americanos, la Unión Africana y la 
Unión Europea,  

 Tomando nota con reconocimiento de los instrumentos multilaterales 
encaminados a prevenir y combatir la corrupción, incluidos, entre otros la 
Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada por la Organización de 
los Estados Americanos el 29 de marzo de 19961, el Convenio relativo a la lucha 
contra los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios de las 
Comunidades Europeas o de los Estados Miembros de la Unión Europea, aprobado 
por el Consejo de la Unión Europea el 26 de mayo de 19972, el Convenio sobre la 
lucha contra el soborno de los funcionarios públicos extranjeros en las transacciones 
comerciales internacionales, aprobado por la Organización de Cooperación y 
Desarrollo Económicos el 21 de noviembre de 19973, el Convenio de derecho penal 
sobre la corrupción, aprobado por el Comité de Ministros del Consejo de Europa 
el 27 de enero de 19994, el Convenio de derecho civil sobre la corrupción, aprobado 
por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 4 de noviembre de 19995 y la 
Convención de la Unión Africana para prevenir y combatir la corrupción, aprobada 
por los Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Africana el 12 de julio de 2003, 

 Acogiendo con satisfacción la entrada en vigor, el 29 de septiembre de 2003, 
de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional6, 
 

 Han convenido en lo siguiente: 

__________________ 

 1  Véase E/1996/99. 
 2  Diario Oficial de las Comunidades Europeas, C 195, 25 de junio de 1997. 
 3  Véase Corruption and Integrity Improvement Initiatives in Developing Countries (publicación 

de las Naciones Unidas, Nº de venta E.98.III.B.18). 
 4  Consejo de Europa, European Treaty Series, Nº 173. 
 5  Ibíd., Nº 174.  
 6  Resolución 55/25 de la Asamblea General, anexo I. 
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  Capítulo I 
  Disposiciones generales 

 
 

 Artículo 1 
 Finalidad 

 

  La finalidad de la presente Convención es: 

 a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y 
eficientemente la corrupción; 

 b) Promover, facilitar y apoyar la cooperación internacional y la asistencia 
técnica en la prevención y la lucha contra la corrupción, incluida la recuperación de 
activos; 

 c) Promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida 
gestión de los asuntos y los bienes públicos. 
 

  Artículo 2 
 Definiciones 

 A los efectos de la presente Convención: 

 a) Por “funcionario público” se entenderá: i) toda persona que ocupe un 
cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un Estado Parte, ya sea 
designado o elegido, permanente o temporal, remunerado u honorario, sea cual sea 
la antigüedad de esa persona en el cargo; ii) toda otra persona que desempeñe una 
función pública, incluso para un organismo público o una empresa pública, o que 
preste un servicio público, según se defina en el derecho interno del Estado Parte y 
se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento jurídico de ese Estado Parte; 
iii) toda otra persona definida como “funcionario público” en el derecho interno de 
un Estado Parte. No obstante, a los efectos de algunas medidas específicas incluidas 
en el capítulo II de la presente Convención, podrá entenderse por “funcionario 
público” toda persona que desempeñe una función pública o preste un servicio 
público según se defina en el derecho interno del Estado Parte y se aplique en la 
esfera pertinente del ordenamiento jurídico de ese Estado Parte; 

 b) Por “funcionario público extranjero” se entenderá toda persona que 
ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un país 
extranjero, ya sea designado o elegido; y toda persona que ejerza una función 
pública para un país extranjero, incluso para un organismo público o una empresa 
pública; 

 c) Por “funcionario de una organización internacional pública” se entenderá 
un empleado público internacional o toda persona que tal organización haya 
autorizado a actuar en su nombre; 

 d) Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o 
incorporales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles y los documentos o 
instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos 
activos; 

 e) Por “producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole 
derivados u obtenidos directa o indirectamente de la comisión de un delito; 
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 f) Por “embargo preventivo” o “incautación” se entenderá la prohibición 
temporal de transferir, convertir, enajenar o trasladar bienes, o de asumir la custodia 
o el control temporales de bienes sobre la base de una orden de un tribunal u otra 
autoridad competente; 

 g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de 
bienes por orden de un tribunal u otra autoridad competente; 

  h) Por “delito determinante” se entenderá todo delito del que se derive un 
producto que pueda pasar a constituir materia de un delito definido en el artículo 23 
de la presente Convención; 

 i) Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en permitir que 
remesas ilícitas o sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo 
atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus 
autoridades competentes, con el fin de investigar un delito e identificar a las 
personas involucradas en su comisión. 
 

  Artículo 3 
Ámbito de aplicación 

 1. La presente Convención se aplicará, de conformidad con sus 
disposiciones, a la prevención, la investigación y el enjuiciamiento de la corrupción 
y al embargo preventivo, la incautación, el decomiso y la restitución del producto de 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 

 2. Para la aplicación de la presente Convención, a menos que contenga una 
disposición en contrario, no será necesario que los delitos enunciados en ella 
produzcan daño o perjuicio patrimonial al Estado. 
 

  Artículo 4 
Protección de la soberanía 

 1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente 
Convención en consonancia con los principios de igualdad soberana e integridad 
territorial de los Estados, así como de no intervención en los asuntos internos de 
otros Estados. 

 2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado 
Parte para ejercer, en el territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que el 
derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus autoridades. 
 
 

  Capítulo II 
  Medidas preventivas 

 
 

 Artículo 5 
Políticas y prácticas de prevención de la corrupción 

 

 1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de 
su ordenamiento jurídico, formulará y aplicará o mantendrá en vigor políticas 
coordinadas y eficaces contra la corrupción que promuevan la participación de la 
sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida gestión de los 
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asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad, la transparencia y la obligación 
de rendir cuentas. 

 2. Cada Estado Parte procurará establecer y fomentar prácticas eficaces 
encaminadas a prevenir la corrupción. 

 3. Cada Estado Parte procurará evaluar periódicamente los instrumentos 
jurídicos y las medidas administrativas pertinentes a fin de determinar si son 
adecuados para combatir la corrupción. 

 4. Los Estados Parte, según proceda y de conformidad con los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico, colaborarán entre sí y con las 
organizaciones internacionales y regionales pertinentes en la promoción y 
formulación de las medidas mencionadas en el presente artículo. Esa colaboración 
podrá comprender la participación en programas y proyectos internacionales 
destinados a prevenir la corrupción. 
 

Artículo 6 
Órgano u órganos de prevención de la corrupción 

  1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de 
su ordenamiento jurídico, garantizará la existencia de un órgano u órganos, según 
proceda, encargados de prevenir la corrupción con medidas tales como: 

 a) La aplicación de las políticas a que se hace alusión en el artículo 5 de la 
presente Convención y, cuando proceda, la supervisión y coordinación de la puesta 
en práctica de esas políticas; 

 b) El aumento y la difusión de los conocimientos en materia de prevención 
de la corrupción. 

 2. Cada Estado Parte otorgará al órgano o a los órganos mencionados en el 
párrafo 1 del presente artículo la independencia necesaria, de conformidad con los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, para que puedan desempeñar 
sus funciones de manera eficaz y sin ninguna influencia indebida. Deben 
proporcionárseles los recursos materiales y el personal especializado que sean 
necesarios, así como la capacitación que dicho personal pueda requerir para el 
desempeño de sus funciones. 

 3. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones 
Unidas el nombre y la dirección de la autoridad o las autoridades que puedan ayudar 
a otros Estados Parte a formular y aplicar medidas concretas de prevención de la 
corrupción. 
 

Artículo 7 
Sector público 

  1. Cada Estado Parte, cuando sea apropiado y de conformidad con los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, procurará adoptar sistemas 
de convocatoria, contratación, retención, promoción y jubilación de empleados 
públicos y, cuando proceda, de otros funcionarios públicos no elegidos, o mantener 
y fortalecer dichos sistemas. Éstos: 

 a) Estarán basados en principios de eficiencia y transparencia y en criterios 
objetivos como el mérito, la equidad y la aptitud; 
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 b) Incluirán procedimientos adecuados de selección y formación de los 
titulares de cargos públicos que se consideren especialmente vulnerables a la 
corrupción, así como, cuando proceda, la rotación de esas personas a otros cargos; 

 c) Fomentarán una remuneración adecuada y escalas de sueldo equitativas, 
teniendo en cuenta el nivel de desarrollo económico del Estado Parte; 

 d) Promoverán programas de formación y capacitación que les permitan 
cumplir los requisitos de desempeño correcto, honorable y debido de sus funciones 
y les proporcionen capacitación especializada y apropiada para que sean más 
conscientes de los riesgos de corrupción inherentes al desempeño de sus funciones. 
Tales programas podrán hacer referencia a códigos o normas de conducta en las 
esferas pertinentes. 

 2. Cada Estado Parte considerará también la posibilidad de adoptar medidas 
legislativas y administrativas apropiadas, en consonancia con los objetivos de la 
presente Convención y de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, a fin de establecer criterios para la candidatura y elección a cargos 
públicos. 

 3. Cada Estado Parte considerará asimismo la posibilidad de adoptar 
medidas legislativas y administrativas apropiadas, en consonancia con los objetivos 
de la presente Convención y de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, para aumentar la transparencia respecto de la financiación de 
candidaturas a cargos públicos electivos y, cuando proceda, respecto de la 
financiación de los partidos políticos. 

 4. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de 
su derecho interno, procurará adoptar sistemas destinados a promover la 
transparencia y a prevenir conflictos de intereses, o a mantener y fortalecer dichos 
sistemas. 
 

Artículo 8 
Códigos de conducta para funcionarios públicos 

 1. Con objeto de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad 
con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, promoverá, entre 
otras cosas, la integridad, la honestidad y la responsabilidad entre sus funcionarios 
públicos. 

 2. En particular, cada Estado Parte procurará aplicar, en sus propios 
ordenamientos institucionales y jurídicos, códigos o normas de conducta para el 
correcto, honorable y debido cumplimiento de las funciones públicas. 

 3. Con miras a aplicar las disposiciones del presente artículo, cada Estado 
Parte, cuando proceda y de conformidad con los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, tomará nota de las iniciativas pertinentes de las 
organizaciones regionales, interregionales y multilaterales, tales como el Código 
Internacional de Conducta para los titulares de cargos públicos, que figura en el 
anexo de la resolución 51/59 de la Asamblea General de 12 de diciembre de 1996. 

 4. Cada Estado Parte también considerará, de conformidad con los 
principios fundamentales de su derecho interno, la posibilidad de establecer medidas 
y sistemas para facilitar que los funcionarios públicos denuncien todo acto de 
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corrupción a las autoridades competentes cuando tengan conocimiento de ellos en el 
ejercicio de sus funciones. 

 5. Cada Estado Parte procurará, cuando proceda y de conformidad con los 
principios fundamentales de su derecho interno, establecer medidas y sistemas para 
exigir a los funcionarios públicos que hagan declaraciones a las autoridades 
competentes en relación, entre otras cosas, con sus actividades externas y con 
empleos, inversiones, activos y regalos o beneficios importantes que puedan dar 
lugar a un conflicto de intereses respecto de sus atribuciones como funcionarios 
públicos. 

 6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar, de conformidad 
con los principios fundamentales de su derecho interno, medidas disciplinarias o de 
otra índole contra todo funcionario público que transgreda los códigos o normas 
establecidos de conformidad con el presente artículo. 
 

Artículo 9 
Contratación pública y gestión de la hacienda pública 

 1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de 
su ordenamiento jurídico, adoptará las medidas necesarias para establecer sistemas 
apropiados de contratación pública, basados en la transparencia, la competencia y 
criterios objetivos de adopción de decisiones, que sean eficaces, entre otras cosas, 
para prevenir la corrupción. Esos sistemas, en cuya aplicación se podrán tener en 
cuenta valores mínimos apropiados, deberán abordar, entre otras cosas: 

 a) La difusión pública de información relativa a procedimientos de 
contratación pública y contratos, incluida información sobre licitaciones e 
información pertinente u oportuna sobre la adjudicación de contratos, a fin de que 
los licitadores potenciales dispongan de tiempo suficiente para preparar y presentar 
sus ofertas; 

 b) La formulación previa de las condiciones de participación, incluidos 
criterios de selección y adjudicación y reglas de licitación, así como su publicación; 

 c) La aplicación de criterios objetivos y predeterminados para la adopción 
de decisiones sobre contratación pública a fin de facilitar la ulterior verificación de 
la aplicación correcta de las reglas o procedimientos; 

 d) Un mecanismo eficaz de examen interno, incluido un sistema eficaz de 
apelación, para garantizar recursos y soluciones legales en el caso de que no se 
respeten las reglas o los procedimientos establecidos conforme al presente párrafo; 

 e) Cuando proceda, la adopción de medidas para reglamentar las cuestiones 
relativas al personal encargado de la contratación pública, en particular 
declaraciones de interés respecto de determinadas contrataciones públicas, 
procedimientos de preselección y requisitos de capacitación. 

 2. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de 
su ordenamiento jurídico, adoptará medidas apropiadas para promover la 
transparencia y la obligación de rendir cuentas en la gestión de la hacienda pública. 
Esas medidas abarcarán, entre otras cosas:  

 a) Procedimientos para la aprobación del presupuesto nacional; 
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 b) La presentación oportuna de información sobre gastos e ingresos; 

 c) Un sistema de normas de contabilidad y auditoría, así como la 
supervisión correspondiente; 

 d) Sistemas eficaces y eficientes de gestión de riesgos y control interno; y  

 e) Cuando proceda, la adopción de medidas correctivas en caso de 
incumplimiento de los requisitos establecidos en el presente párrafo. 

 3. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de 
su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias en los ámbitos civil y 
administrativo para preservar la integridad de los libros y registros contables, 
estados financieros u otros documentos relacionados con los gastos e ingresos 
públicos y para prevenir la falsificación de esos documentos. 
 

Artículo 10 
Información pública 

 Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupción, cada Estado Parte, 
de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará las 
medidas que sean necesarias para aumentar la transparencia en su administración 
pública, incluso en lo relativo a su organización, funcionamiento y procesos de 
adopción de decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrán incluir, entre otras 
cosas: 

 a) La instauración de procedimientos o reglamentaciones que permitan al 
público en general obtener, cuando proceda, información sobre la organización, el 
funcionamiento y los procesos de adopción de decisiones de su administración 
pública y, con el debido respeto a la protección de la intimidad y de los datos 
personales, sobre las decisiones y actos jurídicos que incumban al público; 

 b) La simplificación de los procedimientos administrativos, cuando 
proceda, a fin de facilitar el acceso del público a las autoridades encargadas de la 
adopción de decisiones; y 

 c) La publicación de información, lo que podrá incluir informes periódicos 
sobre los riesgos de corrupción en su administración pública. 
 

Artículo 11 
Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público  

 1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel 
decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la 
independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y 
evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales 
medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder 
judicial. 

 2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con 
idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los 
Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de 
independencia análoga. 
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Artículo 12 
Sector privado 

 1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de 
su derecho interno, adoptará medidas para prevenir la corrupción y mejorar las 
normas contables y de auditoría en el sector privado, así como, cuando proceda, 
prever sanciones civiles, administrativas o penales eficaces, proporcionadas y 
disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas. 

 2. Las medidas que se adopten para alcanzar esos fines podrán consistir, 
entre otras cosas, en: 

 a) Promover la cooperación entre los organismos encargados de hacer 
cumplir la ley y las entidades privadas pertinentes; 

 b) Promover la formulación de normas y procedimientos encaminados a 
salvaguardar la integridad de las entidades privadas pertinentes, incluidos códigos 
de conducta para el correcto, honorable y debido ejercicio de las actividades 
comerciales y de todas las profesiones pertinentes y para la prevención de conflictos 
de intereses, así como para la promoción del uso de buenas prácticas comerciales 
entre las empresas y en las relaciones contractuales de las empresas con el Estado;  

 c) Promover la transparencia entre entidades privadas, incluidas, cuando 
proceda, medidas relativas a la identidad de las personas jurídicas y naturales 
involucradas en el establecimiento y la gestión de empresas; 

 d) Prevenir la utilización indebida de los procedimientos que regulan a las 
entidades privadas, incluidos los procedimientos relativos a la concesión de 
subsidios y licencias por las autoridades públicas para actividades comerciales; 

 e) Prevenir los conflictos de intereses imponiendo restricciones apropiadas, 
durante un período razonable, a las actividades profesionales de ex funcionarios 
públicos o a la contratación de funcionarios públicos en el sector privado tras su 
renuncia o jubilación cuando esas actividades o esa contratación estén directamente 
relacionadas con las funciones desempeñadas o supervisadas por esos funcionarios 
públicos durante su permanencia en el cargo; 

 f) Velar por que las empresas privadas, teniendo en cuenta su estructura y 
tamaño, dispongan de suficientes controles contables internos para ayudar a 
prevenir y detectar los actos de corrupción y por que las cuentas y los estados 
financieros requeridos de esas empresas privadas estén sujetos a procedimientos 
apropiados de auditoría y certificación. 

 3. A fin de prevenir la corrupción, cada Estado Parte adoptará las medidas 
que sean necesarias, de conformidad con sus leyes y reglamentos internos relativos al 
mantenimiento de libros y registros, la divulgación de estados financieros y las normas 
de contabilidad y auditoría, para prohibir los siguientes actos realizados con el fin de 
cometer cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención: 

 a) El establecimiento de cuentas no registradas en libros;  

 b) La realización de operaciones no registradas en libros o mal consignadas; 

 c) El registro de gastos inexistentes; 
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 d) El asiento de gastos en los libros de contabilidad con indicación 
incorrecta de su objeto; 

 e) La utilización de documentos falsos; y 

 f) La destrucción deliberada de documentos de contabilidad antes del plazo 
previsto en la ley. 

 4. Cada Estado Parte denegará la deducción tributaria respecto de gastos 
que constituyan soborno, que es uno de los elementos constitutivos de los delitos 
tipificados con arreglo a los artículos 15 y 16 de la presente Convención y, cuando 
proceda, respecto de otros gastos que hayan tenido por objeto promover un 
comportamiento corrupto. 
 

Artículo 13 
Participación de la sociedad 

 1. Cada Estado Parte adoptará medidas adecuadas, dentro de los medios de 
que disponga y de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, para fomentar la participación activa de personas y grupos que no 
pertenezcan al sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no 
gubernamentales y las organizaciones con base en la comunidad, en la prevención y 
la lucha contra la corrupción, y para sensibilizar a la opinión pública con respecto a 
la existencia, las causas y la gravedad de la corrupción, así como a la amenaza que 
ésta representa. Esa participación debería reforzarse con medidas como las 
siguientes: 

 a) Aumentar la transparencia y promover la contribución de la ciudadanía a 
los procesos de adopción de decisiones; 

 b) Garantizar el acceso eficaz del público a la información; 

 c) Realizar actividades de información pública para fomentar la 
intransigencia con la corrupción, así como programas de educación pública, 
incluidos programas escolares y universitarios; 

 d) Respetar, promover y proteger la libertad de buscar, recibir, publicar y 
difundir información relativa a la corrupción. Esa libertad podrá estar sujeta a 
ciertas restricciones, que deberán estar expresamente fijadas por la ley y ser 
necesarias para: 

 i) Garantizar el respeto de los derechos o la reputación de terceros; 

 ii) Salvaguardar la seguridad nacional, el orden público, o la salud o la 
moral públicas. 

 2. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para garantizar que el 
público tenga conocimiento de los órganos pertinentes de lucha contra la corrupción 
mencionados en la presente Convención y facilitará el acceso a dichos órganos, 
cuando proceda, para la denuncia, incluso anónima, de cualesquiera incidentes que 
puedan considerarse constitutivos de un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención. 
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Artículo 14 
Medidas para prevenir el blanqueo de dinero 

 1. Cada Estado Parte: 

 a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión 
de los bancos y las instituciones financieras no bancarias, incluidas las personas 
naturales o jurídicas que presten servicios oficiales u oficiosos de transferencia de 
dinero o valores y, cuando proceda, de otros órganos situados dentro de su 
jurisdicción que sean particularmente susceptibles de utilización para el blanqueo de 
dinero, a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo de dinero, y en 
dicho régimen se hará hincapié en los requisitos relativos a la identificación del 
cliente y, cuando proceda, del beneficiario final, al establecimiento de registros y a 
la denuncia de las transacciones sospechosas; 

 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente 
Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento 
de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero 
(incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades 
judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos 
nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el 
derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia 
de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y 
difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero. 

 2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables 
para detectar y vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos 
negociables pertinentes, con sujeción a salvaguardias que garanticen la debida 
utilización de la información y sin restringir en modo alguno la circulación de 
capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particulares y 
las entidades comerciales notifiquen las transferencias transfronterizas de cantidades 
elevadas de efectivo y de títulos negociables pertinentes. 

 3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas 
apropiadas y viables para exigir a las instituciones financieras, incluidas las que 
remiten dinero, que: 

 a) Incluyan en los formularios de transferencia electrónica de fondos y 
mensajes conexos información exacta y válida sobre el remitente; 

 b) Mantengan esa información durante todo el ciclo de pagos; y 

 c) Examinen de manera más minuciosa las transferencias de fondos que no 
contengan información completa sobre el remitente. 

 4. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con 
arreglo al presente artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo 
de la presente Convención, se insta a los Estados Parte a que utilicen como guía las 
iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales y 
multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero. 

 5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la 
cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades 
judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de 
combatir el blanqueo de dinero. 
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  Capítulo III 
  Penalización y aplicación de la ley 

 
 

Artículo 15 
Soborno de funcionarios públicos nacionales 

 Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

 a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, en 
forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho 
o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se 
abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales; 

 b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, en forma directa o 
indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de 
otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de 
actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales. 
 

Artículo 16 
Soborno de funcionarios públicos extranjeros y de funcionarios  

de organizaciones internacionales públicas 

 1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la 
promesa, el ofrecimiento o la concesión, en forma directa o indirecta, a un 
funcionario público extranjero o a un funcionario de una organización internacional 
pública, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra 
persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar 
en el ejercicio de sus funciones oficiales para obtener o mantener alguna transacción 
comercial u otro beneficio indebido en relación con la realización de actividades 
comerciales internacionales. 

 2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas 
legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando 
se cometan intencionalmente, la solicitud o aceptación por un funcionario público 
extranjero o un funcionario de una organización internacional pública, en forma 
directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o 
en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se 
abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales. 
 

Artículo 17 
Malversación o peculado, apropiación indebida u otras formas 

de desviación de bienes por un funcionario público 

 Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la 
malversación o el peculado, la apropiación indebida u otras formas de desviación 
por un funcionario público, en beneficio propio o de terceros u otras entidades, de 
bienes, fondos o títulos públicos o privados o cualquier otra cosa de valor que se 
hayan confiado al funcionario en virtud de su cargo. 
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Artículo 18 
Tráfico de influencias 

 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas 
legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando 
se cometan intencionalmente: 

 a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público o a 
cualquier otra persona, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido con el 
fin de que el funcionario público o la persona abuse de su influencia real o supuesta 
para obtener de una administración o autoridad del Estado Parte un beneficio 
indebido que redunde en provecho del instigador original del acto o de cualquier 
otra persona; 

 b) La solicitud o aceptación por un funcionario público o cualquier otra 
persona, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su 
provecho o el de otra persona con el fin de que el funcionario público o la persona 
abuse de su influencia real o supuesta para obtener de una administración o 
autoridad del Estado Parte un beneficio indebido. 
 

Artículo 19 
Abuso de funciones 

 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas 
legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando 
se cometa intencionalmente, el abuso de funciones o del cargo, es decir, la 
realización u omisión de un acto, en violación de la ley, por parte de un funcionario 
público en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener un beneficio indebido 
para sí mismo o para otra persona o entidad. 
 

Artículo 20 
Enriquecimiento ilícito 

 Con sujeción a su constitución y a los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las 
medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, 
cuando se cometa intencionalmente, el enriquecimiento ilícito, es decir, el 
incremento significativo del patrimonio de un funcionario público respecto de sus 
ingresos legítimos que no pueda ser razonablemente justificado por él. 
 

Artículo 21 
Soborno en el sector privado 

  Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar  las medidas 
legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando 
se cometan intencionalmente en el curso de actividades económicas, financieras o 
comerciales: 

 a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión, en forma directa o indirecta, 
a una persona que dirija una entidad del sector privado o cumpla cualquier función 
en ella, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra 
persona, con el fin de que, faltando al deber inherente a sus funciones, actúe o se 
abstenga de actuar; 
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 b) La solicitud o aceptación, en forma directa o indirecta, por una persona 
que dirija una entidad del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de un 
beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona, con 
el fin de que, faltando al deber inherente a sus funciones, actúe o se abstenga de 
actuar. 
 

Artículo 22 
Malversación o peculado de bienes en el sector privado 

 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas 
legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando 
se cometan intencionalmente en el curso de actividades económicas, financieras o 
comerciales, la malversación o el peculado, por una persona que dirija una entidad 
del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de cualesquiera bienes, 
fondos o títulos privados o de cualquier otra cosa de valor que se hayan confiado a 
esa persona por razón de su cargo. 
 

Artículo 23 
Blanqueo del producto del delito 

 1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

  a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos 
bienes son producto del delito, con el propósito de ocultar o disimular el 
origen ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona involucrada en la 
comisión del delito determinante a eludir las consecuencias jurídicas de sus 
actos; 

  ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, el origen, la 
ubicación, la disposición, el movimiento o la propiedad de bienes o del 
legítimo derecho a éstos, a sabiendas de que dichos bienes son producto del 
delito;  

  b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico: 

  i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el 
momento de su recepción, de que son producto del delito; 

  ii) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados 
con arreglo al presente artículo, así como la asociación y la confabulación para 
cometerlos, la tentativa de cometerlos y la ayuda, la incitación, la facilitación 
y el asesoramiento en aras de su comisión. 

 2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del 
presente artículo: 

 a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a 
la gama más amplia posible de delitos determinantes; 

 b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes, como mínimo, 
una amplia gama de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención; 
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 c) A los efectos del apartado b) supra, entre los delitos determinantes se 
incluirán los delitos cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdicción del Estado 
Parte interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la jurisdicción de un 
Estado Parte constituirán delito determinante siempre y cuando el acto 
correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se haya 
cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno del Estado 
Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito se hubiese 
cometido allí; 

 d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones 
Unidas una copia de sus leyes destinadas a dar aplicación al presente artículo y de 
cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes o una descripción de ésta; 

 e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un 
Estado Parte, podrá disponerse que los delitos enunciados en el párrafo 1 del 
presente artículo no se aplican a las personas que hayan cometido el delito 
determinante. 
 

Artículo 24 
Encubrimiento 

  Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de la presente Convención, cada 
Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra 
índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente tras la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención pero sin haber participado en ellos, el 
encubrimiento o la retención continua de bienes a sabiendas de que dichos bienes 
son producto de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención. 
 

Artículo 25 
Obstrucción de la justicia 

 Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

 a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el 
ofrecimiento o la concesión de un beneficio indebido para inducir a una persona a 
prestar falso testimonio o a obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación 
de pruebas en procesos en relación con la comisión de los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención; 

 b) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el 
cumplimiento de las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los 
servicios encargados de hacer cumplir la ley en relación con la comisión de los 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. Nada de lo previsto en el 
presente artículo menoscabará el derecho de los Estados Parte a disponer de 
legislación que proteja a otras categorías de funcionarios públicos. 
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Artículo 26 
Responsabilidad de las personas jurídicas 

 1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, en 
consonancia con sus principios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de 
personas jurídicas por su participación en delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención. 

 2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la 
responsabilidad de las personas jurídicas podrá ser de índole penal, civil o 
administrativa. 

 3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal 
que incumba a las personas naturales que hayan cometido los delitos. 

 4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones 
penales o no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones 
monetarias, a las personas jurídicas consideradas responsables con arreglo al 
presente artículo. 
 

Artículo 27 
Participación y tentativa 

 1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que 
sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su derecho interno, 
cualquier forma de participación, ya sea como cómplice, colaborador o instigador, 
en un delito tipificado con arreglo a la presente Convención. 

 2. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su derecho 
interno, toda tentativa de cometer un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención. 

 3. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su derecho 
interno, la preparación con miras a cometer un delito tipificado con arreglo a la 
presente Convención. 
 

Artículo 28 
Conocimiento, intención y propósito como elementos de un delito 

 El conocimiento, la intención o el propósito que se requieren como elemento 
de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención podrán inferirse de 
circunstancias fácticas objetivas. 
 

Artículo 29 
Prescripción 

 Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho 
interno, un plazo de prescripción amplio para iniciar procesos por cualesquiera de 
los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención y establecerá un plazo 
mayor o interrumpirá la prescripción cuando el presunto delincuente haya eludido la 
administración de justicia. 
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Artículo 30 
Proceso, fallo y sanciones 

 1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de 
esos delitos. 

 2. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
establecer o mantener, de conformidad con su ordenamiento jurídico y sus 
principios constitucionales, un equilibrio apropiado entre cualesquiera inmunidades 
o prerrogativas jurisdiccionales otorgadas a sus funcionarios públicos para el 
cumplimiento de sus funciones y la posibilidad, de ser preciso, de proceder 
efectivamente a la investigación, el enjuiciamiento y el fallo de los delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención. 

 3. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades 
legales discrecionales de que disponga conforme a su derecho interno en relación 
con el enjuiciamiento de personas por los delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas para 
hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la 
necesidad de prevenirlos. 

 4. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su 
derecho interno y tomando debidamente en consideración los derechos de la 
defensa, con miras a procurar que, al imponer condiciones en relación con la 
decisión de conceder la libertad en espera de juicio o la apelación, se tenga presente 
la necesidad de garantizar la comparecencia del acusado en todo procedimiento 
penal ulterior. 

 5. Cada Estado Parte tendrá en cuenta la gravedad de los delitos pertinentes 
al considerar la eventualidad de conceder la libertad anticipada o la libertad 
condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de esos delitos. 

 6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, en la medida 
en que ello sea concordante con los principios fundamentales de su ordenamiento 
jurídico, procedimientos en virtud de los cuales un funcionario público que sea 
acusado de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención pueda, cuando 
proceda, ser destituido, suspendido o reasignado por la autoridad correspondiente, 
teniendo presente el respeto al principio de presunción de inocencia. 

 7. Cuando la gravedad de la falta lo justifique y en la medida en que ello 
sea concordante con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada 
Estado Parte considerará la posibilidad de establecer procedimientos para 
inhabilitar, por mandamiento judicial u otro medio apropiado y por un período 
determinado por su derecho interno, a las personas condenadas por delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención para: 

 a) Ejercer cargos públicos; y 

 b) Ejercer cargos en una empresa de propiedad total o parcial del Estado. 

 8. El párrafo 1 del presente artículo no menoscabará el ejercicio de 
facultades disciplinarias por los organismos competentes contra empleados 
públicos. 
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 9. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de 
que la descripción de los delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios 
jurídicos de defensa aplicables o demás principios jurídicos que regulan la legalidad 
de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados Parte y de que 
esos delitos habrán de ser perseguidos y sancionados de conformidad con ese 
derecho. 

 10. Los Estados Parte procurarán promover la reinserción social de las 
personas condenadas por delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
 

Artículo 31 
Embargo preventivo, incautación y decomiso 

 1. Cada Estado Parte adoptará, en el mayor grado en que lo permita su 
ordenamiento jurídico interno, las medidas que sean necesarias para autorizar el 
decomiso:  

 a) Del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención 
o de bienes cuyo valor corresponda al de dicho producto;  

 b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a 
utilizarse en la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención. 

 2. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
permitir la identificación, la localización, el embargo preventivo o la incautación de 
cualquier bien a que se haga referencia en el párrafo 1 del presente artículo con 
miras a su eventual decomiso. 

 3. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con su derecho interno, las 
medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para regular la 
administración, por parte de las autoridades competentes, de los bienes embargados, 
incautados o decomisados comprendidos en los párrafos 1 y 2 del presente artículo. 

 4. Cuando ese producto del delito se haya transformado o convertido 
parcial o totalmente en otros bienes, éstos serán objeto de las medidas aplicables a 
dicho producto a tenor del presente artículo. 

 5. Cuando ese producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos 
de fuentes lícitas, esos bienes serán objeto de decomiso hasta el valor estimado del 
producto entremezclado, sin menoscabo de cualquier otra facultad de embargo 
preventivo o incautación. 

 6. Los ingresos u otros beneficios derivados de ese producto del delito, de 
bienes en los que se haya transformado o convertido dicho producto o de bienes con 
los que se haya entremezclado ese producto del delito también serán objeto de las 
medidas previstas en el presente artículo, de la misma manera y en el mismo grado 
que el producto del delito. 

 7. A los efectos del presente artículo y del artículo 55 de la presente 
Convención, cada Estado Parte facultará a sus tribunales u otras autoridades 
competentes para ordenar la presentación o la incautación de documentos bancarios, 
financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a aplicar las 
disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto bancario. 
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 8. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un 
delincuente que demuestre el origen lícito del presunto producto del delito o de 
otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea conforme con los 
principios fundamentales de su derecho interno y con la índole del proceso judicial 
u otros procesos. 

 9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de 
los derechos de terceros de buena fe. 

  10. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que 
las medidas en él previstas se definirán y aplicarán de conformidad con el derecho 
interno de los Estados Parte y con sujeción a éste. 
 

Artículo 32 
Protección de testigos, peritos y víctimas 

 1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su 
ordenamiento jurídico interno y dentro de sus posibilidades, para proteger de 
manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos y 
peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas. 

 2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán 
consistir, entre otras, sin perjuicio de los derechos del acusado e incluido el derecho 
a las garantías procesales, en: 

 a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, 
incluida, en la medida de lo necesario y posible, su reubicación, y permitir, cuando 
proceda, la prohibición total o parcial de revelar información sobre su identidad y 
paradero; 

 b) Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y peritos 
presten testimonio sin poner en peligro la seguridad de esas personas, por ejemplo 
aceptando el testimonio mediante tecnologías de comunicación como la 
videoconferencia u otros medios adecuados. 

 3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos con otros Estados para la reubicación de las personas mencionadas en el 
párrafo 1 del presente artículo. 

 4. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán también a las 
víctimas en la medida en que sean testigos. 

  5. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se 
presenten y consideren las opiniones y preocupaciones de las víctimas en etapas 
apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin que ello 
menoscabe los derechos de la defensa. 
 

Artículo 33 
Protección de los denunciantes 

  Cada Estado Parte considerará la posibilidad de incorporar en su ordenamiento 
jurídico interno medidas apropiadas para proporcionar protección contra todo trato 
injustificado a las personas que denuncien ante las autoridades competentes, de 
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buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos relacionados con delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención. 
 

Artículo 34 
Consecuencias de los actos de corrupción 

  Con la debida consideración de los derechos adquiridos de buena fe por 
terceros, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, adoptará medidas para eliminar las consecuencias de los actos de 
corrupción. En este contexto, los Estados Parte podrán considerar la corrupción un 
factor pertinente en procedimientos jurídicos encaminados a anular o dejar sin 
efecto un contrato o a revocar una concesión u otro instrumento semejante, o 
adoptar cualquier otra medida correctiva. 
 

Artículo 35 
Indemnización por daños y perjuicios 

  Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad 
con los principios de su derecho interno, para garantizar que las entidades o 
personas perjudicadas como consecuencia de un acto de corrupción tengan derecho 
a iniciar una acción legal contra los responsables de esos daños y perjuicios a fin de 
obtener indemnización. 
 

 Artículo 36 
Autoridades especializadas 

 Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, se cerciorará de que dispone de uno o más órganos o 
personas especializadas en la lucha contra la corrupción mediante la aplicación 
coercitiva de la ley. Ese órgano u órganos o esas personas gozarán de la 
independencia necesaria, conforme a los principios fundamentales del ordenamiento 
jurídico del Estado Parte, para que puedan desempeñar sus funciones con eficacia y 
sin presiones indebidas. Deberá proporcionarse a esas personas o al personal de ese 
órgano u órganos formación adecuada y recursos suficientes para el desempeño de 
sus funciones. 
 

Artículo 37 
Cooperación con las autoridades encargadas 

de hacer cumplir la ley 

 1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las 
personas que participen o hayan participado en la comisión de delitos tipificados 
con arreglo a la presente Convención a que proporcionen a las autoridades 
competentes información útil con fines investigativos y probatorios y a que les 
presten ayuda efectiva y concreta que pueda contribuir a privar a los delincuentes 
del producto del delito, así como a recuperar ese producto. 

 2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en casos 
apropiados, la mitigación de la pena de toda persona acusada que preste cooperación 
sustancial en la investigación o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención. 
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 3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad 
con los principios fundamentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad 
judicial a toda persona que preste cooperación sustancial en la investigación o el 
enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 

 4. La protección de esas personas será, mutatis mutandis, la prevista en el 
artículo 32 de la presente Convención. 

  5. Cuando las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo se 
encuentren en un Estado Parte y puedan prestar cooperación sustancial a las 
autoridades competentes de otro Estado Parte, los Estados Parte interesados podrán 
considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de conformidad con su 
derecho interno, con respecto a la eventual concesión, por el otro Estado Parte, del 
trato previsto en los párrafos 2 y 3 del presente artículo. 
 

Artículo 38 
Cooperación entre organismos nacionales 

  Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad 
con su derecho interno, para alentar la cooperación entre, por un lado, sus 
organismos públicos, así como sus funcionarios públicos, y, por otro, sus 
organismos encargados de investigar y enjuiciar los delitos. Esa cooperación podrá 
incluir:  

  a) Informar a esos últimos organismos, por iniciativa del Estado Parte, 
cuando haya motivos razonables para sospechar que se ha cometido alguno de los 
delitos tipificados con arreglo a los artículos 15, 21 y 23 de la presente Convención; o 

  b) Proporcionar a esos organismos toda la información necesaria, previa 
solicitud. 
 

Artículo 39 
Cooperación entre los organismos nacionales y el sector privado 

 

 1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de 
conformidad con su derecho interno, para alentar la cooperación entre los 
organismos nacionales de investigación y el ministerio público, por un lado, y las 
entidades del sector privado, en particular las instituciones financieras, por otro, en 
cuestiones relativas a la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención. 

  2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de alentar a sus nacionales 
y demás personas que tengan residencia habitual en su territorio a denunciar ante los 
organismos nacionales de investigación y el ministerio público la comisión de todo 
delito tipificado con arreglo a la presente Convención. 
 

Artículo 40  
Secreto bancario 

  Cada Estado Parte velará por que, en el caso de investigaciones penales 
nacionales de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención, existan en su 
ordenamiento jurídico interno mecanismos apropiados para salvar todo obstáculo 
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que pueda surgir como consecuencia de la aplicación de la legislación relativa al 
secreto bancario. 
 

Artículo 41 
Antecedentes penales 

  Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole que 
sean necesarias para tener en cuenta, en las condiciones y para los fines que estime 
apropiados, toda previa declaración de culpabilidad de un presunto delincuente en 
otro Estado a fin de utilizar esa información en actuaciones penales relativas a 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
 

Artículo 42 
Jurisdicción 

 1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
establecer su jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención cuando: 

 a) El delito se cometa en su territorio; o  

 b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de 
una aeronave registrada conforme a sus leyes en el momento de la comisión. 

 2. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, 
un Estado Parte también podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales 
delitos cuando: 

 a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales; 

 b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona 
apátrida que tenga residencia habitual en su territorio; o 

 c) El delito sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del 
apartado b) del párrafo 1 del artículo 23 de la presente Convención y se cometa 
fuera de su territorio con miras a la comisión, dentro de su territorio, de un delito 
tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado a) o al inciso i) del 
apartado b) del párrafo 1 del artículo 23 de la presente Convención; o 

 d) El delito se cometa contra el Estado Parte. 

 3. A los efectos del artículo 44 de la presente Convención, cada Estado 
Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción 
respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención cuando el 
presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite 
por el solo hecho de ser uno de sus nacionales. 

 4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean 
necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su 
territorio y el Estado Parte no lo extradite. 

 5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 
ó 2 del presente artículo ha recibido notificación, o tomado conocimiento por otro 
conducto, de que otros Estados Parte están realizando una investigación, un proceso 
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o una actuación judicial respecto de los mismos hechos, las autoridades competentes 
de esos Estados Parte se consultarán, según proceda, a fin de coordinar sus medidas. 

 6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente 
Convención no excluirá el ejercicio de las competencias penales establecidas por los 
Estados Parte de conformidad con su derecho interno. 
 
 

  Capítulo IV 
  Cooperación internacional 

 
 

Artículo 43 
Cooperación internacional 

 1. Los Estados Parte cooperarán en asuntos penales conforme a lo dispuesto 
en los artículos 44 a 50 de la presente Convención. Cuando proceda y esté en 
consonancia con su ordenamiento jurídico interno, los Estados Parte considerarán la 
posibilidad de prestarse asistencia en las investigaciones y procedimientos 
correspondientes a cuestiones civiles y administrativas relacionadas con la 
corrupción. 

 2. En cuestiones de cooperación internacional, cuando la doble 
incriminación sea un requisito, éste se considerará cumplido si la conducta 
constitutiva del delito respecto del cual se solicita asistencia es delito con arreglo a 
la legislación de ambos Estados Parte, independientemente de si las leyes del Estado 
Parte requerido incluyen el delito en la misma categoría o lo denominan con la 
misma terminología que el Estado Parte requirente. 

 

Artículo 44 
Extradición 

 1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención en el caso de que la persona que es objeto de la solicitud de 
extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre y 
cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo al derecho 
interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido. 

 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, los 
Estados Parte cuya legislación lo permita podrán conceder la extradición de una 
persona por cualesquiera de los delitos comprendidos en la presente Convención 
que no sean punibles con arreglo a su propio derecho interno. 

 3. Cuando la solicitud de extradición incluya varios delitos, de los cuales al 
menos uno dé lugar a extradición conforme a lo dispuesto en el presente artículo y 
algunos no den lugar a extradición debido al período de privación de libertad que 
conllevan pero guarden relación con los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente artículo también 
respecto de esos delitos. 

 4. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se 
considerará incluido entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de 
extradición vigente entre los Estados Parte. Éstos se comprometen a incluir tales 
delitos como causa de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre 
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sí. Los Estados Parte cuya legislación lo permita, en el caso de que la presente 
Convención sirva de base para la extradición, no considerarán de carácter político 
ninguno de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 

 5. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un 
tratado recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no lo 
vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención 
como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. 

 6. Todo Estado Parte que supedite la extradición a la existencia de un 
tratado deberá: 

 a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario 
General de las Naciones Unidas de si considerará o no la presente Convención como 
la base jurídica de la cooperación en materia de extradición en sus relaciones con 
otros Estados Parte en la presente Convención; y 

 b) Si no considera la presente Convención como la base jurídica de la 
cooperación en materia de extradición, procurar, cuando proceda, celebrar tratados 
de extradición con otros Estados Parte en la presente Convención a fin de aplicar el 
presente artículo. 

 7. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente artículo como causa de 
extradición entre ellos. 

 8. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho 
interno del Estado Parte requerido o en los tratados de extradición aplicables, 
incluidas, entre otras cosas, las relativas al requisito de una pena mínima para la 
extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar la 
extradición. 

 9. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán 
agilizar los procedimientos de extradición y simplificar los requisitos probatorios 
correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. 

 10. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de 
extradición, el Estado Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las 
circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a solicitud del Estado Parte 
requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territorio cuya 
extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la 
comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradición. 

 11. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, 
si no lo extradita respecto de un delito al que se aplica el presente artículo por el 
solo hecho de ser uno de sus nacionales, estará obligado, previa solicitud del Estado 
Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora injustificada a sus 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades adoptarán 
su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la misma manera en que 
lo harían respecto de cualquier otro delito de carácter grave con arreglo al derecho 
interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados cooperarán entre sí, en 
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particular en lo que respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a 
garantizar la eficiencia de dichas actuaciones. 

 12. Cuando el derecho interno de un Estado Parte sólo le permita extraditar o 
entregar de algún otro modo a uno de sus nacionales a condición de que esa persona 
sea devuelta a ese Estado Parte para cumplir la condena impuesta como resultado 
del juicio o proceso por el que se solicitó la extradición o la entrega y ese Estado 
Parte y el Estado Parte que solicita la extradición acepten esa opción, así como toda 
otra condición que estimen apropiada, tal extradición o entrega condicional será 
suficiente para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 11 del 
presente artículo. 

 13. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una 
condena es denegada por el hecho de que la persona buscada es nacional del Estado 
Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de conformidad con los 
requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado Parte 
requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente 
de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente. 

 14. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda 
persona contra la que se haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de 
los delitos a los que se aplica el presente artículo, incluido el goce de todos los 
derechos y garantías previstos por el derecho interno del Estado Parte en cuyo 
territorio se encuentre esa persona. 

 15. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como 
la imposición de una obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene 
motivos justificados para presumir que la solicitud se ha presentado con el fin de 
perseguir o castigar a una persona en razón de su sexo, raza, religión, nacionalidad, 
origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento ocasionaría perjuicios a la 
posición de esa persona por cualquiera de estas razones. 

 16. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición 
únicamente porque se considere que el delito también entraña cuestiones tributarias. 

 17. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando 
proceda, consultará al Estado Parte requirente para darle amplia oportunidad de 
presentar sus opiniones y de proporcionar información pertinente a su alegato. 

 18. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y 
multilaterales para llevar a cabo la extradición o aumentar su eficacia. 

 

Artículo 45 
Traslado de personas condenadas a cumplir una pena 

 Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda persona 
que haya sido condenada a pena de prisión u otra forma de privación de libertad por 
algún delito tipificado con arreglo a la presente Convención a fin de que cumpla allí 
su condena. 
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Artículo 46  
Asistencia judicial recíproca 

 1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca 
respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los 
delitos comprendidos en la presente Convención. 

 2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible 
conforme a las leyes, tratados, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte 
requerido con respecto a investigaciones, procesos y actuaciones judiciales 
relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda ser considerada 
responsable de conformidad con el artículo 26 de la presente Convención en el 
Estado Parte requirente. 

 3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el 
presente artículo podrá solicitarse para cualquiera de los fines siguientes: 

  a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas; 

  b) Presentar documentos judiciales; 

  c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos; 

  d) Examinar objetos y lugares; 

  e) Proporcionar información, elementos de prueba y evaluaciones de 
peritos; 

  f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes 
pertinentes, incluida la documentación pública, bancaria y financiera, así como la 
documentación social o comercial de sociedades mercantiles; 

  g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos 
u otros elementos con fines probatorios; 

  h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte 
requirente; 

  i) Prestar cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno 
del Estado Parte requerido; 

  j) Identificar, embargar con carácter preventivo y localizar el producto del 
delito, de conformidad con las disposiciones del capítulo V de la presente 
Convención; 

  k) Recuperar activos de conformidad con las disposiciones del capítulo V 
de la presente Convención. 

 4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un 
Estado Parte podrán, sin que se les solicite previamente, transmitir información 
relativa a cuestiones penales a una autoridad competente de otro Estado Parte si 
creen que esa información podría ayudar a la autoridad a emprender o concluir con 
éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a una petición formulada 
por este último Estado Parte con arreglo a la presente Convención. 

 5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente 
artículo se hará sin perjuicio de las indagaciones y procesos penales que tengan 
lugar en el Estado de las autoridades competentes que facilitan la información. Las 
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autoridades competentes que reciben la información deberán acceder a toda 
solicitud de que se respete su carácter confidencial, incluso temporalmente, o de que 
se impongan restricciones a su utilización. Sin embargo, ello no obstará para que el 
Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, información que sea exculpatoria 
de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor notificará al Estado 
Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, consultará 
al Estado Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con 
antelación, el Estado Parte receptor informará sin demora al Estado Parte transmisor 
de dicha revelación. 

 6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones 
dimanantes de otros tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, 
total o parcialmente, la asistencia judicial recíproca. 

 7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que 
se formulen con arreglo al presente artículo siempre que no medie entre los Estados 
Parte interesados un tratado de asistencia judicial recíproca. Cuando esos Estados 
Parte estén vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán las disposiciones 
correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados Parte convengan en aplicar, 
en su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente artículo. Se insta encarecidamente a los 
Estados Parte a que apliquen esos párrafos si facilitan la cooperación. 

 8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la 
asistencia judicial recíproca con arreglo al presente artículo. 

  9. a) Al atender a una solicitud de asistencia con arreglo al presente artículo, 
en ausencia de doble incriminación, el Estado Parte requerido tendrá en cuenta la 
finalidad de la presente Convención, enunciada en el artículo 1; 

  b) Los Estados Parte podrán negarse a prestar asistencia con arreglo al 
presente artículo invocando la ausencia de doble incriminación. No obstante, el 
Estado Parte requerido, cuando ello esté en consonancia con los conceptos básicos 
de su ordenamiento jurídico, prestará asistencia que no entrañe medidas coercitivas. Esa 
asistencia se podrá negar cuando la solicitud entrañe asuntos de minimis o 
cuestiones respecto de las cuales la cooperación o asistencia solicitada esté prevista 
en virtud de otras disposiciones de la presente Convención; 

 c) En ausencia de doble incriminación, cada Estado Parte podrá considerar 
la posibilidad de adoptar las medidas necesarias que le permitan prestar una 
asistencia más amplia con arreglo al presente artículo. 

 10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el 
territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para 
fines de identificación, para prestar testimonio o para que ayude de alguna otra 
forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o actuaciones 
judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Convención podrá ser 
trasladada si se cumplen las condiciones siguientes: 

 a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento; 

 b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, 
con sujeción a las condiciones que éstos consideren apropiadas. 
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 11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo: 

 a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la 
obligación de mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido 
trasladada solicite o autorice otra cosa; 

 b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su 
obligación de devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, 
según convengan de antemano o de otro modo las autoridades competentes de 
ambos Estados Parte; 

 c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado 
Parte del que ha sido trasladada que inicie procedimientos de extradición para su 
devolución; 

 d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte 
al que ha sido trasladada se computará como parte de la pena que ha de cumplir en 
el Estado del que ha sido trasladada. 

 12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una 
persona de conformidad con los párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de 
acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no podrá ser enjuiciada, 
detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal 
en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos, omisiones o 
condenas anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha sido trasladada. 

 13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir 
solicitudes de asistencia judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o 
para transmitirlas a las autoridades competentes para su ejecución. Cuando alguna 
región o algún territorio especial de un Estado Parte disponga de un régimen 
distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte podrá designar a otra 
autoridad central que desempeñará la misma función para dicha región o dicho 
territorio. Las autoridades centrales velarán por el rápido y adecuado cumplimiento 
o transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad central transmita la 
solicitud a una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y 
adecuada ejecución de la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte 
notificará al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar 
su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o 
de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya sido designada a tal 
fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra comunicación 
pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales designadas por los Estados 
Parte. La presente disposición no afectará al derecho de cualquiera de los Estados 
Parte a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía 
diplomática y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en 
ello, por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal, de ser 
posible. 

 14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por 
cualquier medio capaz de registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el 
Estado Parte requerido, en condiciones que permitan a dicho Estado Parte 
determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de las 
Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el idioma o 
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idiomas que le son aceptables. En situaciones de urgencia, y cuando los Estados 
Parte convengan en ello, las solicitudes podrán hacerse oralmente, debiendo ser 
confirmadas sin demora por escrito. 

 15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente: 

 a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud; 

 b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las 
actuaciones judiciales a que se refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la 
autoridad encargada de efectuar dichas investigaciones, procesos o actuaciones; 

 c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de 
solicitudes de presentación de documentos judiciales; 

 d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier 
procedimiento particular que el Estado Parte requirente desee que se aplique; 

 e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona 
interesada; y 

 f) La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación. 

 16. El Estado Parte requerido podrá pedir información adicional cuando sea 
necesaria para dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con su derecho 
interno o para facilitar dicho cumplimiento. 

 17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del 
Estado Parte requerido y, en la medida en que ello no lo contravenga y sea factible, 
de conformidad con los procedimientos especificados en la solicitud. 

 18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales 
del derecho interno, cuando una persona se encuentre en el territorio de un Estado 
Parte y tenga que prestar declaración como testigo o perito ante autoridades 
judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud del otro, podrá 
permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es posible o 
conveniente que la persona en cuestión comparezca personalmente en el territorio 
del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrán convenir en que la audiencia 
esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requirente y en que asista a 
ella una autoridad judicial del Estado Parte requerido. 

 19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo 
consentimiento del Estado Parte requerido, la información o las pruebas 
proporcionadas por el Estado Parte requerido para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo dispuesto 
en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente revele, en sus 
actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. 
En este último caso, el Estado Parte requirente notificará al Estado Parte requerido 
antes de revelar la información o las pruebas y, si así se le solicita, consultará al 
Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con 
antelación, el Estado Parte requirente informará sin demora al Estado Parte 
requerido de dicha revelación. 

 20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido 
mantenga reserva acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la 
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medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado Parte requerido no puede 
mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato al Estado Parte requirente. 

 21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada: 

 a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el 
presente artículo; 

 b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo 
solicitado podría menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u otros 
intereses fundamentales; 

 c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus 
autoridades actuar en la forma solicitada con respecto a un delito análogo, si éste 
hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en el 
ejercicio de su propia competencia; 

 d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del 
Estado Parte requerido en lo relativo a la asistencia judicial recíproca. 

 22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial 
recíproca únicamente porque se considere que el delito también entraña cuestiones 
tributarias. 

 23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse 
debidamente. 

 24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial 
recíproca lo antes posible y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus 
posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente y que estén 
debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte 
requirente podrá pedir información razonable sobre el estado y la evolución de las 
gestiones realizadas por el Estado Parte requerido para satisfacer dicha petición. El 
Estado Parte requerido responderá a las solicitudes razonables que formule el 
Estado Parte requirente respecto del estado y la evolución del trámite de la solicitud. 
El Estado Parte requirente informará con prontitud al Estado Parte requerido cuando 
ya no necesite la asistencia solicitada. 

 25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte 
requerido si perturba investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso. 

 26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del 
presente artículo o de diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente 
artículo, el Estado Parte requerido consultará al Estado Parte requirente para 
considerar si es posible prestar la asistencia solicitada supeditándola a las 
condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la asistencia 
con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte deberá cumplir las condiciones 
impuestas. 

 27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el 
testigo, perito u otra persona que, a instancias del Estado Parte requirente, consienta 
en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una investigación, proceso o 
actuación judicial en el territorio del Estado Parte requirente no podrá ser 
enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restricción de su 
libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o declaraciones de 
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culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el territorio del Estado Parte 
requerido. Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya 
tenido, durante quince días consecutivos o durante el período acordado por los 
Estados Parte después de la fecha en que se le haya informado oficialmente de que 
las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, la oportunidad de salir del 
país y no obstante permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese 
libremente a él después de haberlo abandonado. 

 28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud 
serán sufragados por el Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte 
interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran a este fin gastos 
cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se consultarán para 
determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así como la 
manera en que se sufragarán los gastos.  

  29. El Estado Parte requerido: 

 a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos 
oficiales y otros documentos o datos que obren en su poder y a los que, conforme a 
su derecho interno, tenga acceso el público en general; 

 b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue 
apropiadas, proporcionar al Estado Parte requirente una copia total o parcial de los 
documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren en su poder y que, 
conforme a su derecho interno, no estén al alcance del público en general. 

 30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de 
celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que contribuyan a lograr los 
fines del presente artículo y que lleven a la práctica o refuercen sus disposiciones. 

 

Artículo 47 
Remisión de actuaciones penales 

 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse a actuaciones 
penales para el enjuiciamiento por un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención cuando se estime que esa remisión redundará en beneficio de la debida 
administración de justicia, en particular en casos en que intervengan varias 
jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso. 
 

Artículo 48 
Cooperación en materia de cumplimiento de la ley 

 1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus 
respectivos ordenamientos jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la 
eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas a combatir los delitos 
comprendidos en la presente Convención. En particular, los Estados Parte adoptarán 
medidas eficaces para: 

 a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y 
servicios competentes y, de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el 
intercambio seguro y rápido de información sobre todos los aspectos de los delitos 
comprendidos en la presente Convención, así como, si los Estados Parte interesados 
lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades delictivas; 
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 b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con 
respecto a delitos comprendidos en la presente Convención acerca de: 

i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente 
implicadas en tales delitos o la ubicación de otras personas interesadas; 

ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la 
comisión de esos delitos; 

iii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o 
destinados a utilizarse en la comisión de esos delitos; 

 c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de 
sustancias que se requieran para fines de análisis o investigación;  

 d) Intercambiar, cuando proceda, información con otros Estados Parte sobre 
los medios y métodos concretos empleados para la comisión de los delitos 
comprendidos en la presente Convención, entre ellos el uso de identidad falsa, 
documentos falsificados, alterados o falsos u otros medios de encubrir actividades 
vinculadas a esos delitos; 

 e) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y 
servicios competentes y promover el intercambio de personal y otros expertos, 
incluida la designación de oficiales de enlace con sujeción a acuerdos o arreglos 
bilaterales entre los Estados Parte interesados; 

 f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de 
otra índole adoptadas para la pronta detección de los delitos comprendidos en la 
presente Convención. 

 2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, 
considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales en materia de cooperación directa entre sus respectivos organismos 
encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o arreglos ya existan, de 
enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte 
interesados, los Estados Parte podrán considerar que la presente Convención 
constituye la base para la cooperación recíproca en materia de cumplimiento de la 
ley respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención. Cuando 
proceda, los Estados Parte aprovecharán plenamente los acuerdos y arreglos, 
incluidas las organizaciones internacionales o regionales, a fin de aumentar la 
cooperación entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley. 

 3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus 
posibilidades para hacer frente a los delitos comprendidos en la presente 
Convención que se cometan mediante el recurso a la tecnología moderna. 
 

Artículo 49 
Investigaciones conjuntas 

 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales en virtud de los cuales, en relación con cuestiones que 
son objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en uno o más 
Estados, las autoridades competentes puedan establecer órganos mixtos de 
investigación. A falta de tales acuerdos o arreglos, las investigaciones conjuntas 
podrán llevarse a cabo mediante acuerdos concertados caso por caso. Los Estados 
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Parte participantes velarán por que la soberanía del Estado Parte en cuyo territorio 
haya de efectuarse la investigación sea plenamente respetada. 
 

Artículo 50 
Técnicas especiales de investigación 

 1. A fin de combatir eficazmente la corrupción, cada Estado Parte, en la 
medida en que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico 
interno y conforme a las condiciones prescritas por su derecho interno, adoptará las 
medidas que sean necesarias, dentro de sus posibilidades, para prever el adecuado 
recurso, por sus autoridades competentes en su territorio, a la entrega vigilada y, 
cuando lo considere apropiado, a otras técnicas especiales de investigación como la 
vigilancia electrónica o de otra índole y las operaciones encubiertas, así como para 
permitir la admisibilidad de las pruebas derivadas de esas técnicas en sus tribunales. 

 2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente 
Convención, se alienta a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos 
o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para utilizar esas técnicas 
especiales de investigación en el contexto de la cooperación en el plano 
internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán respetando 
plenamente el principio de la igualdad soberana de los Estados y al ponerlos en 
práctica se cumplirán estrictamente las condiciones en ellos contenidas. 

 3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del 
presente artículo, toda decisión de recurrir a esas técnicas especiales de 
investigación en el plano internacional se adoptará sobre la base de cada caso 
particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y 
los entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los Estados Parte 
interesados. 

 4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional 
podrá, con el consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación 
de métodos tales como interceptar los bienes o los fondos, autorizarlos a proseguir 
intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente. 
 
 

  Capítulo V 
  Recuperación de activos 

 
 

Artículo 51 
Disposición general 

 La restitución de activos con arreglo al presente capítulo es un principio 
fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más 
amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto. 
 

Artículo 52 
Prevención y detección de transferencias del producto del delito 

  1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente Convención, 
cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con su 
derecho interno, para exigir a las instituciones financieras que funcionan en su 
territorio que verifiquen la identidad de los clientes, adopten medidas razonables 
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para determinar la identidad de los beneficiarios finales de los fondos depositados 
en cuentas de valor elevado, e intensifiquen su escrutinio de toda cuenta solicitada o 
mantenida por o a nombre de personas que desempeñen o hayan desempeñado 
funciones públicas prominentes y de sus familiares y estrechos colaboradores. Ese 
escrutinio intensificado deberá estructurarse razonablemente de modo que permita 
descubrir transacciones sospechosas con objeto de informar al respecto a las 
autoridades competentes y no deberá ser concebido de forma que desaliente o 
impida el curso normal del negocio de las instituciones financieras con su legítima 
clientela. 

 2. A fin de facilitar la aplicación de las medidas previstas en el párrafo 1 del 
presente artículo, cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno e 
inspirándose en las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, 
interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero, deberá: 

 a) Impartir directrices sobre el tipo de personas naturales o jurídicas cuyas 
cuentas las instituciones financieras que funcionan en su territorio deberán someter 
a un mayor escrutinio, los tipos de cuentas y transacciones a las que deberán prestar 
particular atención y la manera apropiada de abrir cuentas y de llevar registros o 
expedientes respecto de ellas; y 

 b) Notificar, cuando proceda, a las instituciones financieras que funcionan 
en su territorio, a solicitud de otro Estado Parte o por propia iniciativa, la identidad 
de determinadas personas naturales o jurídicas cuyas cuentas esas instituciones 
deberán someter a un mayor escrutinio, además de las que las instituciones 
financieras puedan identificar de otra forma. 

 3. En el contexto del apartado a) del párrafo 2 del presente artículo, cada 
Estado Parte aplicará medidas para velar por que sus instituciones financieras 
mantengan, durante un plazo conveniente, registros adecuados de las cuentas y 
transacciones relacionadas con las personas mencionadas en el párrafo 1 del 
presente artículo, los cuales deberán contener, como mínimo, información relativa a 
la identidad del cliente y, en la medida de lo posible, del beneficiario final. 

 4. Con objeto de prevenir y detectar las transferencias del producto de 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención, cada Estado Parte aplicará 
medidas apropiadas y eficaces para impedir, con la ayuda de sus órganos 
reguladores y de supervisión, el establecimiento de bancos que no tengan presencia 
real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulación. Además, los 
Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a sus instituciones 
financieras que se nieguen a entablar relaciones con esas instituciones en calidad de 
bancos corresponsales, o a continuar las relaciones existentes, y que se abstengan de 
establecer relaciones con instituciones financieras extranjeras que permitan utilizar 
sus cuentas a bancos que no tengan presencia real y que no estén afiliados a un 
grupo financiero sujeto a regulación. 

 5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, de 
conformidad con su derecho interno, sistemas eficaces de divulgación de 
información financiera para los funcionarios públicos pertinentes y dispondrá 
sanciones adecuadas para todo incumplimiento del deber de declarar. Cada Estado 
Parte considerará asimismo la posibilidad de adoptar las medidas que sean 
necesarias para permitir que sus autoridades competentes compartan esa 
información con las autoridades competentes de otros Estados Parte, si ello es 
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necesario para investigar, reclamar o recuperar el producto de delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención. 

 6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas que 
sean necesarias, con arreglo a su derecho interno, para exigir a los funcionarios 
públicos pertinentes que tengan algún derecho o poder de firma o de otra índole 
sobre alguna cuenta financiera en algún país extranjero que declaren su relación con 
esa cuenta a las autoridades competentes y que lleven el debido registro de dicha 
cuenta. Esas medidas deberán incluir sanciones adecuadas para todo caso de 
incumplimiento. 
 

Artículo 53 
Medidas para la recuperación directa de bienes 

  Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 

 a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros 
Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de 
determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de 
un delito tipificado con arreglo a la presente Convención; 

 b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus 
tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios 
a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos; y 

 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus 
tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con 
respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro 
Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito 
tipificado con arreglo a la presente Convención. 
 

Artículo 54 
Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación  

internacional para fines de decomiso 

  1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme 
a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes 
adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 

 a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades 
competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de 
otro Estado Parte;  

 b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades 
competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos 
bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de 
dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante 
otros procedimientos autorizados en su derecho interno; y 

 c) Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias 
para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en 
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que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o 
ausencia, o en otros casos apropiados. 

 2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada 
con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, 
de conformidad con su derecho interno: 

 a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades 
competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en 
cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un 
tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un 
fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen 
razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían 
objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente 
artículo; 

 b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades 
competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en 
cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el 
Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas 
medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a 
efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo; y 

 c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus 
autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por 
ejemplo sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal 
relacionada con la adquisición de esos bienes. 
 

Artículo 55 
Cooperación internacional para fines de decomiso 

  1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que 
tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u 
otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente 
Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que 
lo permita su ordenamiento jurídico interno: 

  a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una 
orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 

 b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé 
cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal 
situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto 
en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la 
presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, 
los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del 
artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido. 

 2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga 
jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la 
identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto 
del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 
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del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que 
habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud 
presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido. 

 3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán 
aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información 
indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad 
con el presente artículo contendrán lo siguiente: 

 a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del 
presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, 
en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los 
bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte 
requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido 
pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 

 b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del 
presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida 
por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los 
hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar 
a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el 
Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para 
garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es 
definitiva; 

 c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente 
artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y 
una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, 
una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la 
solicitud. 

 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en 
los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su 
derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte 
requirente. 

 5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones 
Unidas una copia de sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al presente 
artículo  y de cualquier enmienda ulterior que se haga de tales leyes y reglamentos o 
una descripción de ésta. 

 6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas 
mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado 
pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de 
derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito. 

 7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, 
o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe 
pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor. 

 8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el 
presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al 

96



 

  
 

  

Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener 
en vigor la medida. 

 9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de 
los derechos de terceros de buena fe. 
 

Artículo 56 
Cooperación especial  

 Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte 
procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la 
haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones 
judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede 
ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus 
investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría 
dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente 
capítulo de la Convención. 

 

Artículo 57 
Restitución y disposición de activos 

 1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado 
conforme a lo dispuesto en los artículos 31 ó 55 de la presente Convención, incluida 
la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del 
presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y 
con su derecho interno.  

 2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que 
sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la 
restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por 
otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta 
los derechos de terceros de buena fe. 

 3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y 
con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 

 a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de 
fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la 
presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados 
cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de 
la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado 
Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido; 

 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito 
comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los 
bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una 
sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá 
renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite 
razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes 
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decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado 
Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados; 

 c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución 
al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes 
a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del 
delito. 

 4. Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el 
Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el 
curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la 
restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el 
presente artículo. 

 5. Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración 
especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, 
sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los 
bienes decomisados. 

 

Artículo 58 
Dependencia de inteligencia financiera 

 Los Estados Parte cooperarán entre sí a fin de impedir y combatir la 
transferencia del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención y de promover medios y arbitrios para recuperar dicho producto y, a tal 
fin, considerarán la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia 
financiera que se encargará de recibir, analizar y dar a conocer a las autoridades 
competentes todo informe relacionado con las transacciones financieras 
sospechosas. 
 

Artículo 59 
Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales 

 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación 
internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención. 
 
 

  Capítulo VI 
  Asistencia técnica e intercambio de información 

 
 

Artículo 60 
Capacitación y asistencia técnica 

 1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o 
perfeccionará programas de capacitación específicamente concebidos para el 
personal de sus servicios encargados de prevenir y combatir la corrupción. Esos 
programas de capacitación podrán versar, entre otras cosas, sobre: 

 a) Medidas eficaces para prevenir, detectar, investigar, sancionar y combatir 
la corrupción, incluso el uso de métodos de reunión de pruebas e investigación; 

 b) Fomento de la capacidad de formulación y planificación de una política 
estratégica contra la corrupción; 
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 c) Capacitación de las autoridades competentes en la preparación de 
solicitudes de asistencia judicial recíproca que satisfagan los requisitos de la 
presente Convención; 

 d) Evaluación y fortalecimiento de las instituciones, de la gestión de la 
función pública y la gestión de las finanzas públicas, incluida la contratación 
pública, así como del sector privado; 

 e) Prevención y lucha contra las transferencias del producto de delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención y recuperación de dicho producto; 

 f) Detección y embargo preventivo de las transferencias del producto de 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención; 

 g) Vigilancia del movimiento del producto de delitos tipificados con arreglo 
a la presente Convención, así como de los métodos empleados para la transferencia, 
ocultación o disimulación de dicho producto; 

 h) Mecanismos y métodos legales y administrativos apropiados y eficientes 
para facilitar la restitución del producto de delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención; 

 i) Métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos que 
cooperen con las autoridades judiciales; y 

 j) Capacitación en materia de reglamentos nacionales e internacionales y en 
idiomas. 

 2. En la medida de sus posibilidades, los Estados Parte considerarán la 
posibilidad de prestarse la más amplia asistencia técnica, especialmente en favor de 
los países en desarrollo, en sus respectivos planes y programas para combatir la 
corrupción, incluido apoyo material y capacitación en las esferas mencionadas en el 
párrafo 1 del presente artículo, así como capacitación y asistencia e intercambio 
mutuo de experiencias y conocimientos especializados, lo que facilitará la 
cooperación internacional entre los Estados Parte en las esferas de la extradición y 
la asistencia judicial recíproca. 

 3. Los Estados Parte intensificarán, en la medida necesaria, los esfuerzos 
para optimizar las actividades operacionales y de capacitación en las organizaciones 
internacionales y regionales y en el marco de los acuerdos o arreglos bilaterales y 
multilaterales pertinentes. 

 4. Los Estados Parte considerarán, previa solicitud, la posibilidad de 
ayudarse entre sí en la realización de evaluaciones, estudios e investigaciones sobre 
los tipos, causas, efectos y costos de la corrupción en sus respectivos países con 
miras a elaborar, con la participación de las autoridades competentes y de la 
sociedad, estrategias y planes de acción contra la corrupción. 

 5. A fin de facilitar la recuperación del producto de delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención, los Estados Parte podrán cooperar facilitándose 
los nombres de peritos que puedan ser útiles para lograr ese objetivo. 

 6. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de recurrir a la 
organización de conferencias y seminarios subregionales, regionales e 
internacionales para promover la cooperación y la asistencia técnica y para fomentar 
los debates sobre problemas de interés mutuo, incluidos los problemas y 
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necesidades especiales de los países en desarrollo y los países con economías en 
transición. 

 7. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de establecer mecanismos 
voluntarios con miras a contribuir financieramente a los esfuerzos de los países en 
desarrollo y los países con economías en transición para aplicar la presente 
Convención mediante programas y proyectos de asistencia técnica. 

 8. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de hacer contribuciones 
voluntarias a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito con el 
propósito de impulsar, a través de dicha Oficina, programas y proyectos en los 
países en desarrollo con miras a aplicar la presente Convención. 
 

Artículo 61 
Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la corrupción 

  1. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de analizar, en consulta con 
expertos, las tendencias de la corrupción en su territorio, así como las circunstancias 
en que se cometen los delitos de corrupción. 

  2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir, 
entre sí y por conducto de organizaciones internacionales y regionales, estadísticas, 
experiencia analítica acerca de la corrupción e información con miras a establecer, 
en la medida de lo posible, definiciones, normas y metodologías comunes, así como 
información sobre las prácticas óptimas para prevenir y combatir la corrupción. 

 3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de vigilar sus políticas y 
medidas en vigor encaminadas a combatir la corrupción y de evaluar su eficacia y 
eficiencia. 
 

Artículo 62 
Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo  

económico y la asistencia técnica 

 1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación 
óptima de la presente Convención en la medida de lo posible, mediante la 
cooperación internacional, teniendo en cuenta los efectos adversos de la corrupción 
en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible en particular. 

 2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible 
y en forma coordinada entre sí, así como con organizaciones internacionales y 
regionales, por: 

 a) Intensificar su cooperación en los diversos planos con los países en 
desarrollo con miras a fortalecer la capacidad de esos países para prevenir y 
combatir la corrupción; 

 b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos 
de los países en desarrollo para prevenir y combatir la corrupción con eficacia y 
ayudarles a aplicar satisfactoriamente la presente Convención; 

 c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con 
economías en transición para ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas 
con la aplicación de la presente Convención. A tal fin, los Estados Parte procurarán 
hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periódicas a una cuenta 
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específicamente designada a esos efectos en un mecanismo de financiación de las 
Naciones Unidas. Con arreglo a su derecho interno y a las disposiciones de la 
Convención, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la 
posibilidad de ingresar en esa cuenta un porcentaje del dinero decomisado o de la 
suma equivalente a los bienes o al producto del delito decomisados conforme a lo 
dispuesto en la Convención; 

 d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según 
proceda, para que se sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al presente 
artículo, en particular proporcionando un mayor número de programas de 
capacitación y equipo moderno a los países en desarrollo a fin de ayudarles a lograr 
los objetivos de la presente Convención. 

 3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos 
existentes en materia de asistencia externa ni otros arreglos de cooperación 
financiera en los ámbitos bilateral, regional o internacional. 

 4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales sobre asistencia material y logística, teniendo en cuenta los arreglos 
financieros necesarios para hacer efectiva la cooperación internacional prevista en la 
presente Convención y para prevenir, detectar y combatir la corrupción. 
 
 

  Capítulo VII 
  Mecanismos de aplicación 

 
 

Artículo 63 
Conferencia de los Estados Parte en la Convención 

  1. Se establecerá una Conferencia de los Estados Parte en la Convención a 
fin de mejorar la capacidad de los Estados Parte y la cooperación entre ellos para 
alcanzar los objetivos enunciados en la presente Convención y promover y examinar 
su aplicación. 

 2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia 
de los Estados Parte a más tardar un año después de la entrada en vigor de la 
presente Convención. Posteriormente se celebrarán reuniones periódicas de la 
Conferencia de los Estados Parte de conformidad con lo dispuesto en las reglas de 
procedimiento aprobadas por la Conferencia. 

 3. La Conferencia de los Estados Parte aprobará el reglamento y las normas 
que rijan la ejecución de las actividades enunciadas en el presente artículo, incluidas 
las normas relativas a la admisión y la participación de observadores y el pago de 
los gastos que ocasione la realización de esas actividades. 

 4. La Conferencia de los Estados Parte concertará actividades, 
procedimientos y métodos de trabajo con miras a lograr los objetivos enunciados en 
el párrafo 1 del presente artículo, y en particular: 

 a) Facilitará las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los 
artículos 60 y 62 y a los capítulos II a V de la presente Convención, incluso 
promoviendo la aportación de contribuciones voluntarias; 
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 b) Facilitará el intercambio de información entre los Estados Parte sobre las 
modalidades y tendencias de la corrupción y sobre prácticas eficaces para prevenirla 
y combatirla, así como para la restitución del producto del delito, mediante, entre 
otras cosas, la publicación de la información pertinente mencionada en el presente 
artículo; 

 c) Cooperará con organizaciones y mecanismos internacionales y regionales 
y organizaciones no gubernamentales pertinentes; 

 d) Aprovechará adecuadamente la información pertinente elaborada por 
otros mecanismos internacionales y regionales encargados de combatir y prevenir la 
corrupción a fin de evitar una duplicación innecesaria de actividades; 

 e) Examinará periódicamente la aplicación de la presente Convención por 
sus Estados Parte; 

 f) Formulará recomendaciones para mejorar la presente Convención y su 
aplicación; 

 g) Tomará nota de las necesidades de asistencia técnica de los Estados Parte 
con respecto a la aplicación de la presente Convención y recomendará las medidas 
que considere necesarias al respecto. 

 5. A los efectos del párrafo 4 del presente artículo, la Conferencia de los 
Estados Parte obtendrá el necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las 
dificultades encontradas por los Estados Parte en la aplicación de la presente 
Convención por conducto de la información que ellos le faciliten y de los demás 
mecanismos de examen que establezca la Conferencia de los Estados Parte. 

 6. Cada Estado Parte proporcionará a la Conferencia de los Estados Parte 
información sobre sus programas, planes y prácticas, así como sobre las medidas 
legislativas y administrativas adoptadas para aplicar la presente Convención, según 
lo requiera la Conferencia de los Estados Parte. La Conferencia de los Estados Parte 
tratará de determinar la manera más eficaz de recibir y procesar la información, 
incluida la que reciba de los Estados Parte y de organizaciones internacionales 
competentes. También se podrán considerar las aportaciones recibidas de 
organizaciones no gubernamentales pertinentes debidamente acreditadas conforme a 
los procedimientos acordados por la Conferencia de los Estados Parte. 

 7. En cumplimiento de los párrafos 4 a 6 del presente artículo, la 
Conferencia de los Estados Parte establecerá, si lo considera necesario, un 
mecanismo u órgano apropiado para apoyar la aplicación efectiva de la presente 
Convención. 
 

Artículo 64 
Secretaría 

 1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de 
secretaría necesarios a la Conferencia de los Estados Parte en la Convención. 

 2. La secretaría: 

 a) Prestará asistencia a la Conferencia de los Estados Parte en la realización 
de las actividades enunciadas en el artículo 63 de la presente Convención y 
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organizará los períodos de sesiones de la Conferencia de los Estados Parte y les 
proporcionará los servicios necesarios; 

 b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de 
información a la Conferencia de los Estados Parte según lo previsto en los 
párrafos 5 y 6 del artículo 63 de la presente Convención; y 

 c) Velará por la coordinación necesaria con las secretarías de otras 
organizaciones internacionales y regionales pertinentes. 
 
 

  Capítulo VIII 
  Disposiciones finales 

 
 

Artículo 65 
Aplicación de la Convención 

  1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, las medidas que sean necesarias, incluidas 
medidas legislativas y administrativas, para garantizar el cumplimiento de sus 
obligaciones con arreglo a la presente Convención. 

 2. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las 
previstas en la presente Convención a fin de prevenir y combatir la corrupción. 
 

Artículo 66 
Solución de controversias 

 1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada 
con la interpretación o aplicación de la presente Convención mediante la 
negociación. 

 2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la 
interpretación o la aplicación de la presente Convención que no pueda resolverse 
mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud de uno de 
esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la 
solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la 
organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la 
controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al 
Estatuto de la Corte. 

 3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, 
aceptación o aprobación de la presente Convención o de la adhesión a ella, declarar 
que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás 
Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto 
de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 

 4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el 
párrafo 3 del presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva 
notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 
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Artículo 67 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 

 1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados 
del 9 al 11 de diciembre de 2003 en Mérida, México, y después de esa fecha en la 
Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 9 de diciembre de 2005. 

 2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las 
organizaciones regionales de integración económica siempre que al menos uno de 
los Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la presente Convención 
de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 

 3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o 
aprobación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Las 
organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus 
Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. 
Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación 
pertinente del alcance de su competencia. 

 4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados 
u organizaciones regionales de integración económica que cuenten por lo menos con 
un Estado miembro que sea Parte en la presente Convención. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. En 
el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de integración económica 
declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la 
presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al depositario 
cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia. 
 

Artículo 68 
Entrada en vigor 

 1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la 
fecha en que se haya depositado el trigésimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del presente párrafo, los 
instrumentos depositados por una organización regional de integración económica 
no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal 
organización. 

 2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que 
ratifique, acepte o apruebe la presente Convención o se adhiera a ella después de 
haberse depositado el trigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, la presente Convención entrará en vigor el trigésimo día después de la 
fecha en que ese Estado u organización haya depositado el instrumento pertinente o 
en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, si 
ésta es posterior. 
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Artículo 69 
Enmienda 

 1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la 
presente Convención, los Estados Parte podrán proponer enmiendas y transmitirlas 
al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará toda 
enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de los Estados Parte en la 
Convención para que la examinen y adopten una decisión al respecto. La 
Conferencia de los Estados Parte hará todo lo posible por lograr un consenso sobre 
cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no 
se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última 
instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y votantes en la 
reunión de la Conferencia de los Estados Parte. 

 2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de 
su competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un 
número de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes en la 
presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus 
Estados miembros ejercen el suyo y viceversa. 

 3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 

 4. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la 
fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas 
un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda. 

 5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados 
Parte que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte 
quedarán sujetos a las disposiciones de la presente Convención, así como a 
cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 
 

Artículo 70 
Denuncia 

 1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante 
notificación escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido 
la notificación. 

 2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser 
Partes en la presente Convención cuando la hayan denunciado todos sus Estados 
miembros. 
 

Artículo 71 
Depositario e idiomas 

 1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la 
presente Convención. 
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 2. El original de la presente Convención, cuyo texto en árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso es igualmente auténtico, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

 EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convención. 
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Ley Nº 19.121, 

de 20 de agosto de 2013 

 

REGULACION DEL ESTATUTO DEL FUNCIONARIO PÚBLICO 
DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 

________ 

TÍTULO I 

DE LOS FUNCIONARIOS PRESUPUESTADOS Y 
CONTRATADOS DEL PODER EJECUTIVO 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1º. (Objeto).- El presente Estatuto tiene por objeto regular las relaciones de 
trabajo del Poder Ejecutivo con sus funcionarios públicos, en un marco de 
profesionalización, transparencia, eficacia y eficiencia. 

Artículo 2º. (Ámbito de aplicación).- El presente Estatuto se aplica a los funcionarios 
públicos del Poder Ejecutivo, con excepción de los funcionarios diplomáticos, 
consulares, militares, policiales y de los magistrados dependientes del Ministerio 
Público y Fiscal. 

Artículo 3º. (Definición).- A los efectos del presente Estatuto y de acuerdo con lo 
previsto por los artículos 60 y 61 de la Constitución de la República, es funcionario 
público todo individuo que, incorporado mediante un procedimiento legal, ejerce 
funciones públicas en un organismo del Poder Ejecutivo bajo una relación de 
subordinación y al servicio del interés general. 

Es funcionario presupuestado del Poder Ejecutivo, quien haya sido incorporado en 
un cargo presupuestal para ejercer funciones, y aquel que habiendo sido seleccionado 
por concurso de oposición y méritos o méritos y antecedentes y contratado bajo el 
régimen del provisoriato haya superado el período de quince meses y obtenido una 
evaluación satisfactoria de su desempeño. El funcionario presupuestado tiene derecho 
a la carrera administrativa y a la inamovilidad, a excepción del funcionario político o de 
particular confianza, y demás excluidos por disposición legal, conforme al 
inciso segundo del artículo 60 de la Constitución de la República. 

Es funcionario contratado del Poder Ejecutivo, todo aquel que desempeñe tareas en 
las condiciones establecidas en los artículos 90, 91 y 92 de la presente ley, y cuya 
contratación se realiza con cargo a partidas para jornales y contrataciones. 

No se consideran comprendidos en el presente Estatuto, los regímenes regulados 
por los artículos 47, 51, 52, 54 y 58 de la Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010. 

Artículo 4º. (Principios fundamentales y valores organizacionales).- El ejercicio de la 
función pública estará regido por un conjunto de principios fundamentales y valores 
organizacionales que constituyen la esencia del presente Estatuto, partiendo de la 
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base de que los funcionarios están al servicio de la Nación y no de una fracción 
política, y que el funcionario existe para la función y no la función para el funcionario, 
debiendo servir con imparcialidad al interés general: 

1) Mérito personal. La contratación, el ingreso y el ascenso de los funcionarios 

públicos, se basará en el mérito personal, demostrado mediante concursos, 

evaluación de desempeño u otros instrumentos de calificación. 

2) Igualdad de acceso. El acceso a la función pública y a la carrera administrativa se 

realizará sin ningún tipo de discriminación basada en género, discapacidad, 

pertenencia a minorías, o de cualquier otra índole, sin perjuicio de los 

requerimientos necesarios para la función y de aquellas normas específicas de 

discriminación positiva. 

3) Perfil del funcionario. La actitud y aptitud del funcionario público deben estar 

enfocadas a servir las necesidades de la comunidad. 

4) Estabilidad en los cargos de carrera. El funcionario de carrera tendrá derecho a la 

estabilidad en el cargo siempre que su desempeño se ajuste a la eficiencia, a la 

eficacia y a los requerimientos éticos y disciplinarios del régimen de la función 

pública. 

5) Adaptabilidad organizacional. Es la potestad de la Administración de adaptar las 

estructuras de cargos y funciones conforme a la normativa vigente y las 

condiciones de trabajo para atender las transformaciones tecnológicas y las 

necesidades de la ciudadanía. 

6) Valores. El funcionario desempeñará sus funciones con transparencia, 

imparcialidad, buena fe, probidad, eficacia, eficiencia, responsabilidad, 

profesionalidad y ética en el ejercicio de la función pública. 

7) Capacitación y formación. El Estado fomentará la capacitación y 

perfeccionamiento permanente de los funcionarios públicos, de acuerdo a las 

necesidades exigidas por los criterios de eficacia y eficiencia, para la obtención de 

una mejor gestión. Será considerada de fundamental importancia para el acceso a 

los cargos y/o funciones. 

Artículo 5º. (Requisitos formales para el ingreso a la función pública).- Para ingresar 
a la función pública se requiere: 

1) Cédula de identidad. 

2) Ser ciudadano natural o legal en las condiciones establecidas en la Constitución 

de la República. 

3) Los ciudadanos que hayan cumplido 18 años de edad antes del último acto 
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electoral obligatorio, deberán acreditar el voto respectivo. 

4) Carné de salud vigente, básico, único y obligatorio. 

5) Inexistencia de destitución previa de otro vínculo con el Estado. 

6) Inexistencia de inhabilitación como consecuencia de sentencia penal ejecutoriada. 

CAPÍTULO II 

CONDICIONES DE TRABAJO, DERECHOS, DEBERES Y OBLIGACIONES, 
PROHIBICIONES E INCOMPATIBILIDADES 

Artículo 6º. (Jornada ordinaria de trabajo).- La jornada ordinaria de trabajo de los 
funcionarios públicos que ingresen a partir de la vigencia del presente Estatuto, será 
de ocho horas diarias efectivas de labor y cuarenta horas semanales, con un descanso 
intermedio de treinta minutos, período que integra la jornada y será remunerado como 
tal. 

El Poder Ejecutivo podrá establecer regímenes horarios extraordinarios o especiales, 
atendiendo a razones de servicio debidamente fundadas, con informe previo y 
favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 

Artículo 7º. (Descanso semanal).- El régimen de descanso semanal no deberá ser 
inferior a cuarenta y ocho horas consecutivas semanales, el que podrá ser modificado 
en los casos en que existan regímenes especiales que así lo ameriten. 

Artículo 8º. (Horas a compensar).- Cuando por razones de fuerza mayor 
debidamente justificadas por el jerarca del Inciso deban habilitarse extensiones de la 
jornada laboral legal, las horas suplementarias serán compensadas dobles, en horas o 
días libres, según corresponda. 

 
En ningún caso se habilitarán horas a compensar por tareas extraordinarias dentro 

del horario correspondiente. 
 
La compensación de las horas no podrá superar los diez días anuales ni el jerarca 

podrá exigir extensiones de la jornada laboral que superen tal tope y deberán gozarse 
dentro del año en que se hayan generado, bajo la coordinación del jerarca/jefe a 
efectos de no resentir el servicio. El Poder Ejecutivo podrá habilitar regímenes 
extraordinarios y especiales, atendiendo a razones de servicio debidamente fundadas. 

 
Los funcionarios que perciban compensaciones por concepto de permanencia a la 

orden u otras de similar naturaleza, no generarán horas a compensar. 
 
Exceptúase del régimen dispuesto en este artículo a los funcionarios del Inciso 02 

"Presidencia de la República", quienes podrán generar horas suplementarias de labor, 
compensando las mismas conforme lo establezca la reglamentación. 

 
Fuente: Ley Nº 19.438, de 14 de octubre de 2016, artículo 18. 

Artículo 9º. (Trabajo nocturno).- Se considera trabajo nocturno aquel que se realiza 
en el intervalo comprendido entre la hora 21 de un día y la hora 6 del día subsiguiente 
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y durante un período no inferior a tres horas consecutivas, el que se abonará de 
acuerdo con la reglamentación vigente. 

Quienes realicen trabajo nocturno deberán gozar de un nivel de protección en 
materia de salud y seguridad adaptado a la naturaleza de su trabajo. Cuando se 
reconozcan problemas de salud ligados al hecho del trabajo nocturno, los funcionarios 
tendrán derecho a ser destinados a un puesto de trabajo diurno existente y para el que 
sean profesionalmente aptos. 

Artículo 10. (Feriados).- Son feriados no laborables pagos el 1º de enero, el 1º de 
mayo, el 18 de julio, el 25 de agosto y el 25 de diciembre. 

En los feriados no laborables pagos, en los feriados laborables y en Semana de 
Turismo, los jerarcas de cada Inciso podrán disponer el mantenimiento de guardias de 
personal a fin de atender tareas indispensables o que así lo requieran por la 
naturaleza del servicio. 

Quienes presten funciones en Semana de Turismo o en los feriados laborables, 
tendrán derecho a incorporar a sus vacaciones anuales, el tiempo trabajado 
multiplicado por el factor 1,50 (uno con cincuenta), y para quienes lo hagan en los 
feriados no laborables pagos, el tiempo trabajado se multiplicará por el factor 2 (dos). 
En todos los casos se podrá adicionar al tope máximo previsto en el artículo 8º de la 
presente ley. 

Artículo 11. (Tareas insalubres).- Son tareas insalubres aquellas que se realicen en 
condiciones o con materiales que sean perjudiciales para la salud, de acuerdo a lo que 
determine el Poder Ejecutivo. Quienes realicen estas tareas deberán gozar de un nivel 
de protección en materia de salud y seguridad adaptado a la naturaleza de su trabajo. 

La jornada ordinaria, cuando se realicen este tipo de actividades, se reducirá a seis 
horas diarias con la remuneración correspondiente a una jornada de ocho horas, no 
pudiéndose percibir, en su caso, ninguna compensación extraordinaria por el mismo 
concepto. 

Artículo 12. (Reducción de jornada).- La jornada diaria laboral podrá reducirse hasta 
la mitad, por dictamen médico en caso de enfermedades que así lo requieran hasta 
por un máximo de nueve meses; en caso de lactancia hasta por un máximo de nueve 
meses, en ambos casos luego de finalizada la licencia por maternidad; en caso de 
lactancia del nacido prematuro con menos de treinta y dos semanas de gestación y 
siempre que exista indicación médica, podrá prorrogarse dicho beneficio por hasta 
nueve meses; por adopción o legitimación adoptiva por seis meses desde la fecha de 
vencimiento de la licencia respectiva, todas debidamente certificadas. 

Fuente: Ley Nº 19.535, de 25 de setiembre 2017, artículo 8º. 

Artículo 13. (Actividades comisionadas).- Se entiende por actividad comisionada la 
situación del funcionario que desarrolla su actividad fuera de la dependencia habitual 
en que desempeña sus funciones. 

 
 Cuando dicha actividad supere una jornada semanal de trabajo del funcionario, se 

requerirá resolución expresa del jerarca de la unidad ejecutora respectiva. 
 
 La participación en cursos o pasantías de perfeccionamiento o la concurrencia a 

congresos o simposios que sean declarados previamente por el jerarca del Inciso o del 
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servicio de interés para su Ministerio o para el organismo al que pertenece, serán 
consideradas actividades comisionadas. Dichas actividades podrán desarrollarse de 
forma continua o discontinua y por un plazo no mayor a un año en el mismo período 
de gobierno. 

 
 El jerarca solicitará a la unidad de gestión humana o a quien haga sus veces, un 

informe detallado del cumplimiento de tal extremo. 
 
 Una vez cumplida la participación en cursos o pasantías de perfeccionamiento o la 

concurrencia a congresos o simposios, el funcionario deberá: 
 
   A)   Retornar a cumplir tareas a su Organismo por un período mínimo igual al que 
estuvo en "actividad comisionada". En este lapso el Jerarca no podrá aceptar la 
renuncia del funcionario. 
 
   B)   Acreditar que ha cumplido con los requerimientos curriculares del programa de 
formación en que haya participado. 
 
 De no dar cumplimiento a las obligaciones señaladas el funcionario deberá restituir 

las retribuciones percibidas durante el período de actividad comisionada, de acuerdo al 
valor vigente de la retribución a restituir al momento en que se verifique dicha 
devolución. El incumplimiento se considerará falta grave, sin perjuicio de las acciones 
de recuperación que pudieren disponerse. 

 
 Ninguna actividad comisionada será considerada licencia y no podrán convertirse en 

traslado de funcionarios de un organismo a otro de forma permanente. 

Fuente: Ley Nº 19.535, de 25 de setiembre de 2017, artículo 3º. 

 Artículo 14. (Licencia anual reglamentaria).- Los funcionarios tendrán derecho a una 
licencia anual reglamentaria de veinte días hábiles por año, la que se usufructuará 
dentro del período correspondiente. Cuando los funcionarios tengan más de cinco 
años de servicio tendrán además derecho a un día complementario de licencia por 
cada cuatro años de antigüedad. 

La licencia reglamentaria o su complemento por antigüedad, será remunerada y se 
suspenderá en caso de configurarse las circunstancias que den mérito a la concesión 
de licencia por enfermedad. 

Artículo 15. (Licencias especiales).- Los funcionarios también tendrán derecho a 
las siguientes licencias: 

 
Por enfermedad. Según lo determine el Servicio de Certificaciones Médicas 

correspondiente. Cuando la licencia por enfermedad supere los sesenta días en un 
período de doce meses o los noventa días en un período de veinticuatro meses, el 
jerarca, previo informe de su servicio médico o de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado, resolverá sobre la pertinencia de la realización de una Junta Médica, 
a fin de establecer la aptitud física o psíquica del funcionario para el desempeño de 
sus tareas habituales, siendo de aplicación la ley específica en la materia. 

 
Por estudio. Hasta por un máximo de veinte días hábiles anuales, que podrán 

gozarse en forma fraccionada, por aquellos funcionarios que cursen estudios en 
institutos de enseñanza secundaria básica, educación media superior, educación 
técnico profesional superior, enseñanza universitaria, instituto normal y otros de 
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análoga naturaleza pública o privada, habilitados por el Ministerio de Educación y 
Cultura o por la Administración Nacional de Educación Pública.  

 
A los efectos de su usufructo, será necesario acreditar el examen rendido y haber 

aprobado por lo menos dos materias en el año civil anterior.  
 
La referida licencia se reducirá a un máximo de diez días hábiles, cuando el 

funcionario solo haya aprobado dos materias en dos años civiles inmediatos 
precedentes a la fecha de la solicitud.  

 
Estos requisitos no serán de aplicación en los casos en que el funcionario esté 

cursando el primer año de sus estudios o inicie una nueva carrera.  
 
También tendrán derecho a esta licencia, los funcionarios profesionales que 

cursen estudios de grado, postgrado, maestría y doctorados, así como a los efectos de 
realizar tareas de carácter preceptivo para la finalización de sus programas de estudio, 
tales como presentación de tesis, monografías y carpetas finales. 

 
Por maternidad. Toda funcionaria pública embarazada tendrá derecho mediante 

presentación de un certificado médico en el que se indique la fecha presunta del parto, 
a una licencia por maternidad. La duración de esta licencia será de trece semanas. A 
esos efectos la funcionaria embarazada deberá cesar todo trabajo una semana antes 
del parto y no podrá reiniciarlo sino hasta doce semanas después del mismo. La 
funcionaria embarazada, podrá adelantar el inicio de su licencia, hasta seis semanas 
antes de la fecha presunta del parto. Cuando el parto sobrevenga después de la fecha 
presunta, la licencia tomada anteriormente será prolongada hasta la fecha del 
alumbramiento y la duración del descanso puerperal obligatorio no deberá ser 
reducida. En caso de enfermedad que sea consecuencia del embarazo, se podrá fijar 
un descanso prenatal suplementario. En caso de enfermedad que sea consecuencia 
del parto, la funcionaria tendrá derecho a una prolongación del descanso puerperal 
cuya duración será fijada por los servicios médicos respectivos.  

 
En caso de nacimientos múltiples, pretérminos o con alguna discapacidad, la 

licencia por maternidad será de dieciocho semanas.  
 
Por paternidad, de diez días hábiles. En caso de nacimientos prematuros con 

menos de treinta y dos semanas de gestación y que requieran internación, el padre y 
la madre, biológico o adoptivo, tendrán derecho a licencia mientras dure dicha 
internación con un máximo de sesenta días. Al término de esta licencia comenzará el 
usufructo de la licencia por maternidad o paternidad. En el caso de la licencia por 
maternidad corresponderá el usufructo de dieciocho semanas de licencia. 

 
Por adopción, de seis semanas continuas, que podrá ser aplicable a partir de que 

se haya hecho efectiva la entrega del menor. Cuando los dos padres adoptantes sean 
beneficiarios de esta licencia, solo uno podrá gozar de la misma, y al restante 
corresponderán diez días hábiles. 

 
Por donación de sangre, órganos y tejidos. Por donación de sangre, el funcionario 

tendrá derecho a no concurrir a su trabajo el día de la donación. 
 
En el caso de donación de órganos y tejidos, la cantidad de días será la que 

estimen necesaria los médicos del Instituto Nacional de Donación y Transplante de 
Células, Tejidos y Órganos, para la recuperación total del donante. 
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Para la realización de exámenes genito-mamarios, las funcionarias tendrán 
derecho a un día de licencia a efectos de facilitar su concurrencia a realizarse 
exámenes de Papanicolaou o radiografía mamaria. 

 
Asimismo, los funcionarios tendrán derecho a un día de licencia a efectos de 

realizarse exámenes del antígeno prostático específico (PSA) o ecografía o examen 
urológico. 

 
En todos los casos deberá presentarse el comprobante respectivo. 
 
Por duelo de diez días corridos por fallecimiento de padres, hijos, cónyuges, hijos 

adoptivos, padres adoptantes y concubinos; de cuatro días en caso de hermanos, y de 
dos días para abuelos, nietos, padres, hijos o hermanos políticos, padrastros o 
hijastros, en todos los casos deberá justificarse oportunamente. 

 
Por matrimonio o por unión libre reconocida judicialmente de quince días corridos 

a partir del acto de celebración o dictado de sentencia. 
 
Por jubilación de hasta cinco días hábiles, a los efectos de realizar el trámite 

correspondiente. 
 
Por violencia doméstica, en casos de inasistencia al servicio debido a situaciones 

de violencia doméstica debidamente acreditadas el jerarca respectivo dispondrá que 
no se hagan efectivos los descuentos correspondientes. 

 
Por integración de Comisiones Receptoras de Votos organizadas por la Corte 

Electoral, en caso de ejercer sus funciones, tendrán asueto el día siguiente al de la 
elección y cinco días de licencia. Los funcionarios designados como suplentes que se 
presenten el día de la elección en el local asignado a la hora 7, tendrán derecho a dos 
días de licencia si no suplen a los titulares. La inasistencia a los cursos de 
capacitación hará perder el derecho al uso de la licencia establecida. 

 
Sin goce de sueldo. El jerarca podrá conceder en forma justificada a los 

funcionarios de carrera, una licencia sin goce de sueldo de hasta un año. 
 
Cumplido el mismo no podrá solicitarse nuevamente hasta transcurridos cinco 

años del vencimiento de aquella. El límite de un año no regirá para: 
 
A) Los funcionarios cuyos cónyuges o concubinos -también funcionarios    

públicos- sean destinados a cumplir servicios en el exterior por un período 
superior a un año. 
 

B) Los funcionarios que pasen a prestar servicios en organismos internacionales 
de los cuales la República forma parte, cuando ellos sean de interés de la 
Administración y por un plazo que no podrá exceder de los cinco años. 
 

C) Los funcionarios con cargos docentes designados o electos para    desempeñar 
cargos docentes de gobierno universitario. Los funcionarios que deban residir 
en el extranjero, por motivos de cumplimiento de cursos o realización de 
investigaciones sobre temas atinentes a su profesión o especialización y que 
sean de interés para la Administración, y que obtengan una licencia sin goce 
de sueldo de hasta un año, al vencimiento de la misma deberán retornar a 
cumplir tareas en la Administración por el plazo de hasta un año. El 
incumplimiento de dicho extremo se considerará omisión funcional. 
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El jerarca podrá conceder en casos específicos debidamente fundados, a los 
funcionarios contratados, una licencia sin goce de sueldo de hasta seis meses. 

 
Fuente: Inciso 10), Ley Nº 19.535, de 25 de setiembre de 2017, artículo 7. 

Artículo 16. (Acumulación de licencia).- Los jerarcas dispondrán lo conveniente para 
que los funcionarios de su dependencia se turnen al tomar la licencia, de modo que el 
servicio no sufra demoras ni perjuicios. Excepcionalmente podrá diferirse para el año 
inmediatamente siguiente al que corresponde el goce de la licencia al funcionario, 
cuando medien razones de servicio. 

Se prohíbe la renuncia al goce de la licencia con el propósito de que estas sean 
compensadas por otros medios a favor del funcionario. Ninguna autoridad podrá 
disponer su pago, excepto en los casos especialmente previstos por la ley. Lo 
contrario se considerará falta administrativa muy grave. 

Solo serán acumulables las licencias de dos años consecutivos. Asimismo, no se 
podrán acumular más de treinta días de licencia por integración de Comisiones 
Receptoras de Votos organizadas por la Corte Electoral o trabajo en Semana de 
Turismo, en el período de dos años civiles. 

Artículo 17. (Pago de licencias).- En todos los casos de ruptura de la relación 
funcional se deberá abonar al funcionario cesante o a sus causahabientes, en su caso, 
sin perjuicio de los derechos del cónyuge supérstite, el equivalente en dinero por las 
licencias ordinarias o especiales por tareas extraordinarias que se hubieren generado 
y no gozado. 

El monto a abonar no podrá exceder al equivalente a sesenta días corridos ni 
suspenderá la ejecutividad de los actos de cese. 

Artículo 18. (Descuentos y retenciones sobre sueldos).- Los descuentos y las 
retenciones sobre los sueldos de los funcionarios se regirán por la normativa 
específica en la materia. 

Artículo 19. (Sueldo anual complementario).- Los funcionarios percibirán un sueldo 
anual complementario consistente en la doceava parte del total de las retribuciones 
sujetas a montepío percibidas por cualquier concepto en los doce meses 
inmediatamente anteriores al 1º de diciembre de cada año. Para dicho cálculo no se 
tendrá en cuenta el sueldo anual complementario definido en la presente ley, ni el 
hogar constituido ni la asignación familiar. 

Se autoriza al Poder Ejecutivo a abonar el sueldo anual complementario en dos 
etapas: lo generado entre el 1º de diciembre de un año y el 31 de mayo del año 
siguiente, se pagará dentro del mes de junio, y el complemento antes del 24 de 
diciembre de cada año. 

En caso de que un funcionario público egrese de la Administración Pública, sea por 
cese, renuncia, jubilación, fallecimiento u otro motivo, el mismo o sus causa-habientes, 
tendrán derecho a percibir el sueldo anual complementario que no se hubiese 
percibido, en proporción al tiempo trabajado desde el 1º de diciembre anterior a su 
egreso. 
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Artículo 20. (Hogar constituido).- Los funcionarios casados, o en concubinato 
reconocido judicialmente, o con familiares a cargo hasta el segundo grado de 
consanguinidad inclusive, tendrán derecho a percibir una prima por hogar constituido. 

La presente prima no podrá abonarse a más de un funcionario público que integre el 
mismo núcleo familiar. 

El presente beneficio se ejercerá en las condiciones establecidas en la normativa 
específica de la materia. 

Artículo 21. (Asignación familiar).- Los funcionarios públicos cuyas remuneraciones 
sean atendidas con rubros del Presupuesto General de Sueldos y Gastos o con cargo 
a leyes especiales, tendrán el beneficio de la asignación familiar, en las condiciones 
establecidas en la normativa específica de la materia. 

Artículo 22. (Prima por antigüedad).- Los funcionarios tendrán derecho a percibir una 
prima por antigüedad cuyo monto y condiciones serán las establecidas en la normativa 
específica de la materia. 

Artículo 23. (Prima por matrimonio o concubinato reconocido judicialmente).- Todo 
funcionario por el hecho de contraer matrimonio u obtener el reconocimiento judicial 
del concubinato, percibirá por única vez una compensación en las condiciones que 
establezca la Administración. El matrimonio o concubinato reconocido judicialmente 
entre funcionarios dará origen a la percepción de una sola prima. 

Artículo 24. (Prima por nacimiento o adopción).- Todo funcionario en razón del 
nacimiento o de la adopción de un menor percibirá una compensación en las 
condiciones que establezca la Administración. Cuando ambos padres sean 
funcionarios, la prima se percibirá por uno solo de ellos. 

Artículo 25. (Fondo Nacional de Salud).- Los funcionarios públicos tendrán derecho 
al régimen de prestación de asistencia médica, a través del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, en las condiciones establecidas por las leyes y reglamentos 
correspondientes. 

Artículo 26. (Seguro de accidentes de trabajo y enfermedad profesional).- En caso 
de accidentes de trabajo o enfermedad profesional los funcionarios estarán cubiertos 
conforme a lo dispuesto por la normativa vigente en la materia. 

Artículo 27. (Jubilación).- El funcionario tendrá derecho a una jubilación, según la 
causal que la determine y conforme a la normativa que regula la materia. 

Artículo 28. (Libertad sindical. Derechos colectivos).- Declárase, de conformidad con 
los artículos 57, 72 y 332 de la Constitución de la República, con los Convenios 
Internacionales del Trabajo Nos. 87, sobre la libertad sindical y la protección del 
derecho de sindicación; 98, sobre el derecho de sindicación y de negociación 
colectiva; 151, sobre las relaciones de trabajo en la Administración Pública, y 154, 
sobre la negociación colectiva; con los artículos 8º a 13 de la Declaración Sociolaboral 
del MERCOSUR, y con la Ley Nº 18.508, de 26 de junio de 2009, que los funcionarios 
comprendidos en el presente Estatuto, tienen derecho a la libre asociación, a la 
sindicalización, a la negociación colectiva, a la huelga y a la protección de las 
libertades sindicales. 
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Artículo 29. (Enumeración de deberes y obligaciones).- Los funcionarios deben 
actuar con arreglo a los siguientes deberes y obligaciones: 

1) Respetar y cumplir la Constitución de la República, las leyes y disposiciones 

reglamentarias. 

2) Desarrollar sus funciones, atribuciones y deberes administrativos, con 

puntualidad, celeridad, economía, eficiencia y cortesía. 

3) Dar cumplimiento a las determinaciones de sus superiores jerárquicos. Si el 

funcionario entendiere que lo que se le ordena es contrario al derecho o a las 

normas de ética, podrá pedir a su jerarca que se le reitere la orden por escrito. 

4) Desarrollar las iniciativas que sean útiles para el mejoramiento del servicio. 

5) Cumplir con la jornada laboral establecida, dedicando la totalidad del tiempo de la 

misma al desempeño de sus funciones, sin perjuicio del descanso intermedio 

establecido en el inciso primero del artículo 6º de la presente ley. 

6) Atender debidamente las actividades de formación, capacitación y efectuar las 

prácticas y las tareas que tales actividades conlleven, las que se procurará se 

realicen en el horario de trabajo. 

7) Mantener reserva sobre asuntos e informaciones conocidos en razón de su 

función, aun después de haber cesado en la relación funcional. 

8) Vigilar y salvaguardar los intereses, valores, bienes, equipos y materiales del 

Estado principalmente los que pertenezcan a su área de trabajo o estén bajo su 

responsabilidad. 

9) Actuar imparcialmente en el desempeño de sus tareas dando trato y servicio por 

igual a quien la norma señale, sin discriminaciones político-partidarias, de género, 

religioso, étnico o de otro tipo, absteniéndose de intervenir en aquellos casos que 

puedan dar origen a interpretaciones de falta de imparcialidad. 

10) Responder por el ejercicio de la autoridad que les haya sido otorgada y por la 

ejecución de las órdenes que imparta. 

11) Declarar por escrito su domicilio real y comunicar en la misma forma todos los 

cambios posteriores del mismo, teniéndose al declarado como domicilio real a 

todos los efectos. 

12) Denunciar ante el respectivo superior jerárquico y si la situación lo amerita ante 

cualquier superior, los hechos con apariencia ilícita y/o delictiva de los que 

tuvieren conocimiento en el ejercicio de su función. 
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Artículo 30. (Enumeración de prohibiciones e incompatibilidades).- Sin perjuicio de 
las prohibiciones e incompatibilidades específicas establecidas por otras leyes, los 
funcionarios públicos están sujetos a las siguientes prohibiciones e incompatibilidades: 

1) Realizar en los lugares y horas de trabajo, toda actividad ajena a la función, salvo 

las correspondientes a la libertad sindical en las condiciones establecidas en la 

normativa vigente, reputándose ilícita la dirigida a fines de proselitismo de 

cualquier especie. 

2) Constituir agrupaciones con fines proselitistas, utilizando el nombre de la 

repartición, o invocando el vínculo que la función determina. 

3) Tramitar asuntos como gestores, agentes o corredores, y, en general, tomar en 

ellos cualquier intervención que no sea la correspondiente a los cometidos del 

cargo o función de la repartición en la que revista. 

4) Intervenir en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, en la atención, 

tramitación o resolución de asuntos que impliquen un conflicto de intereses. 

5) Hacer indicaciones a los interesados respecto de los profesionales universitarios, 

corredores o gestores, cuyos servicios puedan ser requeridos o contratados. 

6) Solicitar o recibir cualquier obsequio, gratificación, comisión, recompensa, 

honorario o ventaja de terceros, para sí o para otros, por los actos específicos de 

su función, excepto atenciones de entidad razonable que se realicen por razones 

de amistad, relaciones personales o en oportunidad de las fiestas tradicionales en 

las condiciones que los usos y costumbres las admitan. 

7) Disponer o utilizar información previamente establecida como confidencial y 

reservada con fines distintos a los de su función administrativa. 

8) Utilizar, sin previa autorización, documentos, informes y otros datos, salvo que el 

ordenamiento jurídico permita su uso sin limitaciones. 

9) Actuar bajo dependencia directa dentro de la misma repartición u oficina de 

aquellos funcionarios que se vinculen por lazos de parentesco dentro del segundo 

grado de consanguinidad y afinidad, matrimonio o unión concubinaria. Los 

traslados necesarios para dar cumplimiento a lo previsto en el inciso anterior, no 

podrán causar lesión de derecho alguno, ni afectar su remuneración. 

CAPÍTULO III 
 

EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO 

Artículo 31. (Principios generales).- La evaluación del desempeño se rige por los 
principios de objetividad, imparcialidad, transparencia, no discriminación, equidad y 
ecuanimidad y se propenderá a la más amplia participación de los interesados en el 
procedimiento. 
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Artículo 32. (Definición).- La evaluación del desempeño es el procedimiento 
mediante el cual se mide y valora la conducta funcional así como el rendimiento de los 
funcionarios en su desempeño a los efectos de su consideración en cuanto a la 
carrera, los incentivos, la formación, la movilidad o permanencia en el ejercicio del 
cargo, de las tareas asignadas o funciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título III 
de la presente ley. 

El procedimiento a seguir en el sistema de evaluación del desempeño en la 
Administración Central deberá ser expresamente reglamentado de acuerdo a los 
principios que se establecen en el presente Estatuto. 

La reglamentación deberá establecer los criterios de evaluación, factores y 
subfactores y coeficientes de ponderación, así como todo el procedimiento. 

La evaluación de desempeño deberá estar alineada con la planificación estratégica 
del organismo y la calificación resultante deberá ser un insumo para los puntajes de 
méritos en los concursos de ascensos o para establecer la remuneración variable a la 
que refiere el último inciso del artículo 34 de la presente ley. 

TÍTULO II 
 

DE LOS FUNCIONARIOS DE CARRERA 

CAPÍTULO I 
 

INCORPORACIÓN A UN CARGO PRESUPUESTAL 

Artículo 33. (Incorporación a un cargo presupuestal).- Quienes hayan sido 
contratados bajo el régimen del provisoriato, regulado en el Título III de la presente ley, 
transcurrido el plazo de quince meses, previo curso de inducción e información, y 
evaluación satisfactoria de su desempeño, serán incorporados a un cargo 
presupuestado del escalafón respectivo. 

CAPÍTULO II 

CONFORMACIÓN DE LA REMUNERACIÓN 

Artículo 34. (Remuneración al puesto, incentivos y condiciones especiales de 
trabajo).- La remuneración del funcionario en relación al puesto de trabajo en el 
organismo, se integrará con un componente referido al cargo, un componente relativo 
a la ocupación o a la función de conducción, asociados a la responsabilidad y 
especialidad. 

Asimismo podrá integrarse con un componente de carácter variable y coyuntural 
relativo a actividades calificadas, que considere uno o varios de los siguientes 
aspectos: el valor estratégico, la oferta de esa actividad en el mercado y la dedicación 
exclusiva. 

Transitoriamente toda retribución del funcionario en relación al puesto de trabajo que 
exceda la comprendida en el inciso anterior será clasificada como "diferencia personal 
de retribución", y se absorberá por ascensos o regularizaciones posteriores de su 
titular. 
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La retribución del funcionario podrá estar integrada además por los incentivos o 
complementos transitorios y variables que disponga la Administración como premio a 
su evaluación de desempeño, o por establecérsele circunstancialmente condiciones 
especiales de trabajo. Dichos incentivos o complementos transitorios deberán fijarse 
por periodos no superiores al año, y ratificarse o rectificarse al vencimiento del plazo, 
clasificándose en forma expresa y separada como "complementos o incentivos 
transitorios". 

Artículo 35. (Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional).- Créase en el 
ámbito de la Presidencia de la República la Comisión de Análisis Retributivo y 
Ocupacional. 

 
La Comisión estará integrada por representantes de la Oficina de Planeamiento y 

Presupuesto, del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, que la presidirá, y contará con el apoyo técnico de la Contaduría 
General de la Nación en el ámbito de su competencia. 

 
Los cometidos de la Comisión serán el estudio y asesoramiento del sistema 

ocupacional y retributivo de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional y del 
proceso de adecuación de las estructuras de cargos, debiendo pronunciarse 
preceptivamente acerca de la oportunidad y mérito de la provisión de vacantes. 

 
El Poder Ejecutivo, previo informe favorable de la Comisión de Análisis Retributivo 

y Ocupacional y, de corresponder, cuando se hubieran utilizado los mecanismos de 
negociación colectiva previstos en la Ley N° 18.508, de 26 de junio de 2009, definirá la 
asignación de retribuciones relacionadas al componente ocupacional y funcional y las 
de carácter variable y coyuntural relativo a actividades calificadas, siempre que el 
Inciso cuente con créditos suficientes. 

 
El Poder Ejecutivo reglamentará el funcionamiento de la Comisión que se crea por 

el presente artículo pudiendo establecer para su apoyo la creación de subcomisiones 
técnicas, con participación de representantes de los funcionarios. 

 
Fuente: Ley Nº 19.438, de 14 de octubre de 2016, artículo 3º. 

CAPÍTULO III 

SISTEMA ESCALAFONARIO 

Artículo 36. (Sistema escalafonario).- Créase una estructura integrada por 
escalafones, subescalafones y cargos, que constituye el sistema escalafonario para 
los funcionarios comprendidos en el presente Título. 

Artículo 37. (Aplicación).- El sistema será de aplicación a partir de la promulgación 
de la presente ley. 

La reglamentación establecerá en forma general para los actuales escalafones A, B, 
C, D, E, F, J, R y S, de la Ley Nº 15.809, de 8 de abril de 1986, y modificativas y para 
los escalafones del Sistema Integrado de Retribuciones y Ocupaciones de la Ley 
Nº 18.172, de 31 de agosto de 2007, y sus respectivas modificativas y 
complementarias, la correspondencia de cargos con el nuevo sistema escalafonario, 
basándose, entre otros, en los principios de buena administración, objetividad, 
racionalidad y equidad. 
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Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer un plan de implantación, dando cuenta en 
cada caso a la Asamblea General. 

Artículo 38. (Definición de escalafón).- Se entiende por escalafón un grupo de 
cargos, definido por la homogeneidad de las actividades generales que comprende y 
por el tipo de formación adquirida que se requiere para su ejecución. 

Artículo 39. (Integración).- El sistema escalafonario se integra por los siguientes 
escalafones: Servicios Auxiliares y Oficios, Administrativo, Técnico y Profesional. 

Artículo 40. (Definición de subescalafón).- Se entiende por subescalafón, al conjunto 
de cargos que, perteneciendo a un mismo escalafón, han sido sub agrupados en 
atención a la exigencia del nivel de formación que se requiere para su ejercicio. 

El escalafón de Servicios Auxiliares y Oficios comprenderá los siguientes 
subescalafones: Servicios Auxiliares y Calificado en Oficios. 

El escalafón Administrativo será único. 

El escalafón Técnico y Profesional comprende los siguientes subescalafones: 
Calificado en Técnicas Terciarias, Técnico Universitario, Profesional Universitario. 

Artículo 41. (Escalafón de Servicios Auxiliares y Oficios).- El escalafón Servicios 
Auxiliares y Oficios comprende los cargos con formación para la realización de tareas 
en las que predominan la destreza y habilidad manual en la ejecución de los oficios 
universales o equivalentes, sus apoyos y tareas auxiliares a otras actividades que 
aseguren o brinden servicios de infraestructura y mantenimiento. 

Artículo 42. (Escalafón Administrativo).- El escalafón Administrativo comprende los 
cargos con formación en normas, procedimientos, técnicas y prácticas administrativas, 
el manejo de equipos de oficina y sistemas informatizados a nivel de utilitarios y 
aplicaciones informáticas, y los conocimientos y habilidades para el trato, atención y 
orientación del público en la gestión de los trámites ante la Administración. 

Artículo 43. (Escalafón Técnico y Profesional).- El escalafón Técnico y Profesional 
comprende los cargos con formación terciaria, tecnológica, técnica, profesional, 
científica, educativa y cultural. 

Artículo 44. (Subescalafón Servicios Auxiliares).- El subescalafón Servicios 
Auxiliares comprende los cargos con formación práctica en la realización de tareas en 
las que predominan la destreza y habilidad manual para el trabajo. Sus tareas son de 
construcción y mantenimiento de infraestructura y la de realización de servicios 
auxiliares de apoyo a la gestión. 

Artículo 45. (Subescalafón Calificado en Oficios).- El subescalafón Calificado en 
Oficios comprende los cargos con formación culminada en oficios universales o sus 
equivalentes, para la realización de tareas en las que predominan la destreza y 
habilidad manual para el trabajo. 

Artículo 46. (Subescalafón Calificado en Técnicas Terciarias).- El subescalafón 
Calificado en Técnicas Terciarias comprende los cargos con formación terciaria en 
normas, procedimientos, técnicas y prácticas especializadas en la asistencia a la 
gestión, enseñanza e investigación técnica y/o profesional en todas las áreas del 
conocimiento humano. 
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Artículo 47. (Subescalafón Técnico Universitario).- El subescalafón Técnico 
Universitario comprende los cargos con formación universitaria en conceptos y 
métodos para la ejecución de actividades y la enseñanza e investigación técnica en 
todas las áreas del conocimiento humano. 

Artículo 48. (Subescalafón Profesional Universitario).- El subescalafón Profesional 
Universitario comprende los cargos con formación universitaria en principios, doctrinas 
y métodos que permiten la ejecución de funciones y la enseñanza e investigación 
científico y profesional en todas las áreas del conocimiento humano. 

Artículo 49. (Niveles).- Los cargos que integren cada subescalafón se ubicarán en 
uno de seis niveles de una escala ascendente aplicando una valoración que contemple 
entre otros, los siguientes criterios: grado de dificultad de la tarea, la responsabilidad 
exigida, los saberes medidos a través del conocimiento y la pericia y el grado de 
influencia en lo funcional o en lo técnico. 

La reglamentación establecerá las denominaciones correspondientes a los niveles 
de los cargos pertenecientes a cada subescalafón. 

Artículo 50. (Definición de cargo).- El cargo es una posición jurídica dentro del 
organismo, a la que le corresponde un conjunto de actividades asociadas a labores, 
tareas administrativas o técnicas, oficios o profesiones con determinado nivel de 
responsabilidad. 

Artículo 51. (Titularidad de cargo).- Todo funcionario presupuestado es titular de un 
cargo y tiene derecho a desempeñar el mismo en las condiciones que establezca la 
Administración, de conformidad con la Constitución de la República y la ley. 

Artículo 52. (Definición de ocupaciones).- Se entiende por ocupaciones a los efectos 
del presente Estatuto, el conjunto de tareas asignables a los cargos. 

A un mismo cargo se le podrán asignar diferentes ocupaciones de similar nivel 
relacionadas con su especialidad. 

La Administración asignará las ocupaciones a cada cargo respetando la 
correspondencia de nivel entre la ocupación y el cargo. 

CAPÍTULO IV 

EL ASCENSO 

Artículo 53. (Ascenso).- El ascenso es la mejora en la situación funcional, resultante 
de la provisión de un cargo presupuestal mediante un concurso de méritos y 
antecedentes o de oposición y méritos. 

Artículo 54. (Derecho al ascenso).- El derecho al ascenso es la posibilidad de 
postularse para la provisión de cargos presupuestales de cualquier escalafón y nivel, 
conforme con lo dispuesto por el artículo anterior. 

Artículo 55. (Principio y procedimiento).- Los concursos de ascenso para proveer 
cargos vacantes valorarán los conocimientos, aptitudes y actitudes de los postulantes, 
necesarios para su ejercicio, su calificación o evaluación del desempeño anterior, la 
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capacitación que posee en relación al cargo para el cual concursa y los antecedentes 
registrados en su foja funcional. 

El ascenso se realizará a través de concurso de oposición y méritos o méritos y 
antecedentes. 

En primer término se evaluarán todos los postulantes del Inciso que cumplan con los 
requisitos excluyentes del llamado, cualquiera sea el escalafón, subescalafón, cargo o 
nivel al que pertenezcan, y que hayan ejercido ininterrumpidamente durante dos años 
como mínimo el cargo del que sean titulares. 

De no ser posible seleccionar, se procederá a evaluar a los funcionarios del 
Inciso que se postulen, cumplan con los requisitos expuestos y hayan ejercido 
ininterrumpidamente durante un año como mínimo el cargo del que sean titulares. 

De no ser posible seleccionar entre los funcionarios del propio Inciso, se procederá, 
en las mismas condiciones, a evaluar a los funcionarios que se postulen del resto de 
los Incisos de la Administración Central. 

De resultar desierto, únicamente podrá proveerse por un llamado público y abierto 
bajo el régimen del contrato de provisoriato. 

Las convocatorias podrán realizarse a través de uno o más llamados. 

CAPÍTULO V 

SISTEMA DE ROTACIÓN 

Artículo 56. (Cambio de ocupación).- El jerarca del Inciso podrá asignar al cargo 
diferentes ocupaciones, en atención a las necesidades de la Administración y a la 
planificación de los recursos humanos, sin perjuicio de la capacitación adicional que 
sea necesario impartir a su titular para posibilitarlo. 

Las ocupaciones definidas para los cargos deberán respetar el nivel de los mismos y 
las labores, oficios, trabajos técnicos, administrativos o profesionales de su 
especialidad. 

La asignación de una nueva ocupación a un cargo no requiere de la vacancia del 
mismo. 

Artículo 57. (Traslados en el Inciso).- El jerarca del Inciso podrá disponer el traslado 
de funcionarios y sus respectivos cargos de una a otra unidad ejecutora para 
desarrollar iguales o diferentes tareas, en atención a sus necesidades de gestión y a la 
planificación de los recursos humanos. 

Las tareas asignadas deberán respetar el nivel del cargo y las labores, oficios, 
trabajos técnicos, administrativos o profesionales de su especialidad. 

Artículo 58. (Traslado entre Incisos).- El Poder Ejecutivo en atención a las 
necesidades de gestión y previo informe favorable de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, podrá disponer el traslado de funcionarios y sus respectivos cargos de un 
Inciso a otro para desarrollar iguales o diferentes tareas. 
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Las tareas asignadas deberán respetar el nivel del cargo y las labores, oficios, 
trabajos técnicos, administrativos o profesionales de su especialidad. 

CAPÍTULO VI 

FUNCIONES DE ADMINISTRACIÓN SUPERIOR 

Artículo 59. (Administración superior).- Se entiende por administración superior, el 
conjunto de las funciones que se asignan para ejercer las actividades de supervisión, 
conducción y alta conducción de las jefaturas de un Departamento, División o Área 
respectivamente. 

Comprende las funciones pertenecientes a la estructura organizacional vinculadas al 
desarrollo y aplicación de instrumentos de gestión, a la determinación de objetivos, a 
la planificación, programación, coordinación, gestión y dirección de actividades y al 
control y evaluación de resultados. 

Artículo 60. (Línea de jerarquía).- Dentro de una unidad ejecutora y en la misma 
línea jerárquica, la cadena de mando administrativo la inicia el jerarca de la misma, le 
sigue el Gerente de Área, el que tiene jerarquía superior al Director de División, y este 
lo tendrá sobre el Jefe de Departamento. 

Artículo 61. (Función de supervisión).- La función que ejerce la supervisión de un 
Departamento se denomina Jefe de Departamento y se valora en una de tres 
categorías (A, B, C) de una banda retributiva según el nivel de exigencia y 
responsabilidad que le determine la Administración. 

Artículo 62. (Función de conducción).- La función que ejerce la conducción de una 
División se denomina Director de División y se valora en una de tres categorías (A, B, 
C) de una banda retributiva según el nivel de exigencia y responsabilidad que le 
determine la Administración. 

Artículo 63. (Función de alta conducción).- La función que ejerce la alta conducción 
de un Área se denomina Gerente de Área y se valora en una de tres categorías (A, B, 
C) de una banda retributiva según el nivel de exigencia y responsabilidad que le 
determine la Administración. 

Artículo 64. (Asignación de funciones de supervisión, conducción y alta conducción).- 
La asignación de las funciones de supervisión, conducción y alta conducción, debe 
realizarse por concurso de oposición, presentación de proyectos y méritos, en el que 
se evalúen las competencias requeridas para el gerenciamiento, los conocimientos y 
destrezas técnicas. 

Artículo 65. (Suscripción de un compromiso de gestión).- El funcionario seleccionado 
deberá suscribir un compromiso de gestión aprobado por el jerarca, 
independientemente de su proyecto presentado, a desarrollar en el Departamento, 
División o Área, en atención a las pautas, políticas y estrategias definidas y alineado al 
Plan Estratégico del Inciso. 

Las funciones de administración superior tendrán una vigencia de hasta seis años, 
pudiendo el funcionario volver a concursar por la que ejercía. 
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Vencido el plazo o evaluado negativamente durante el transcurso del mismo, el 
funcionario de carrera volverá a desempeñar tareas correspondientes a su cargo y 
nivel. 

Artículo 66. (Procedimiento para la asignación de funciones).- En primer término se 
evaluarán los postulantes del Inciso que cumplan con los requisitos excluyentes del 
llamado, cualquiera sea el escalafón, subescalafón y cargo al que pertenezcan, que 
hayan ejercido ininterrumpidamente como mínimo durante dos años el cargo del que 
es titular y que este sea igual o superior al tercer nivel de jerarquía del subescalafón 
de procedencia. 

De no ser posible seleccionar, en segundo término se evaluarán los postulantes del 
Inciso que cumplan con los requisitos expuestos, hayan ejercido ininterrumpidamente 
como mínimo durante un año el cargo del que es titular y que este sea igual o superior 
al segundo nivel de jerarquía del subescalafón de procedencia. 

De no ser posible seleccionar, en tercer término, se evaluará a los postulantes del 
Poder Ejecutivo que cumplan con los requisitos expuestos, hayan ejercido 
ininterrumpidamente como mínimo durante un año el cargo del que es titular y que 
este sea igual o superior al segundo nivel de jerarquía del subescalafón de 
procedencia. 

Cumplido el procedimiento anterior y de resultar desierto, se realizará un llamado 
público y abierto, de oposición, presentación de proyectos y méritos, en el que se 
evalúen las competencias requeridas para el gerenciamiento, los conocimientos y 
destrezas técnicas. La persona seleccionada suscribirá un contrato de administración 
superior, definido en el Título III de la presente ley. 

Las convocatorias podrán realizarse a través de uno o más llamados. 

Artículo 67. (Régimen horario y exigencia de dedicación de la alta conducción).- El 
ejercicio de las funciones de alta conducción, exige un mínimo de cuarenta horas 
semanales efectivas de labor y dedicación exclusiva. Esta última solo quedará 
exceptuada por la docencia universitaria y la producción y creación literaria, artística, 
científica y técnica, siempre que no se origine en una relación de dependencia. 

CAPÍTULO VII 

SUBROGACIÓN 

Artículo 68. (Obligación de subrogar).- Todo funcionario tiene la obligación de 
sustituir al titular de un cargo o función superior en caso de ausencia temporaria o de 
acefalía de los mismos. 

Artículo 69.- El jerarca de la unidad ejecutora a la cual corresponda, dispondrá 
inmediatamente la sustitución seleccionando entre los funcionarios que cubran el perfil 
del puesto a subrogar. La subrogación deberá ser comunicada al jerarca del 
Inciso respectivo. 

Ninguna subrogación podrá realizarse por un término superior a los dieciocho 
meses, dentro del cual deberá proveerse la titularidad de acuerdo a las reglas del 
ascenso. Quedan exceptuadas del plazo fijado aquellas situaciones en las cuales la 
ley prevea la ausencia por un plazo mayor y en consecuencia no pueda proveerse la 
titularidad. 
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Para los funcionarios que subroguen a aquellos que pasen a ocupar cargos políticos 
o de particular confianza o funciones de conducción, no regirá el plazo establecido en 
el inciso precedente. 

La resolución a que hace referencia el inciso primero, establecerá el derecho del 
funcionario a percibir las diferencias de sueldo del puesto que pasa a ocupar y el del 
suyo propio. Las referidas diferencias se liquidarán desde el día en que el funcionario 
tome posesión del cargo o función. 

CAPÍTULO VIII 

RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA 

Artículo 70. (Potestad disciplinaria).- La potestad disciplinaria es irrenunciable. 
Constatada una irregularidad o ilícito en el servicio o que lo afecte directamente aun 
siendo extraños a él, se debe disponer la instrucción del procedimiento disciplinario 
que corresponda a la situación. 

Constatada efectivamente, en el respectivo procedimiento disciplinario, la comisión 
de una falta y su responsable, se debe imponer la sanción correspondiente. 

La violación de este deber configura falta muy grave. 

Artículo 71. (Principios generales).- La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo 
a los siguientes principios: 

- De proporcionalidad o adecuación. De acuerdo con el cual la sanción debe ser 

proporcional o adecuada en relación con la falta cometida. 

- De culpabilidad. De acuerdo con el cual se considera falta disciplinaria los actos u 

omisiones intencionales o culposas, quedando excluida toda forma de 

responsabilidad objetiva. 

- De presunción de inocencia. De acuerdo con el cual el funcionario sometido a un 

procedimiento disciplinario tiene derecho al respeto de su honra y al 

reconocimiento de su dignidad y se presumirá su inocencia mientras no se 

establezca su culpabilidad por resolución firme dictada con las garantías del 

debido proceso, sin perjuicio de la adopción de las medidas preventivas que 

correspondan. 

- Del debido proceso. De acuerdo con el cual en todos los casos de imputación de 

una irregularidad, omisión o delito, se deberá dar al interesado la oportunidad de 

presentar descargos y articular su defensa, sobre los aspectos objetivos o 

subjetivos del caso, aduciendo circunstancias atenuantes de responsabilidad o 

causas de justificación u otras razones. 

- "Non bis in idem". De acuerdo con el cual ningún funcionario podrá ser sometido a 

un procedimiento disciplinario más de una vez por un mismo y único hecho que 

haya producido, sin perjuicio de las responsabilidades penales o civiles que 
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pudieren coexistir. 

- De reserva. El procedimiento disciplinario será reservado, excepto para el 

sumariado y su abogado patrocinante. La violación a este principio será 

considerada falta grave. 

Artículo 72. (Definición de falta).- La falta susceptible de sanción disciplinaria, es 
todo acto u omisión del funcionario, intencional o culposo, que viole los deberes 
funcionales. Considéranse deberes funcionales las obligaciones, prohibiciones e 
incompatibilidades del funcionario, establecidas por la regla de derecho. 

Artículo 73. (Sanciones).- Sin perjuicio de otras que las normas legales establezcan, 
se podrá imponer por razón de faltas cometidas, las siguientes sanciones: 

- Observación con anotación en el legajo personal del funcionario. 

- Amonestación (apercibimiento) con anotación en el legajo personal del 

funcionario. 

- Suspensión hasta por el término de seis meses. La suspensión hasta de tres 

meses será sin goce de sueldo, o con la mitad de sueldo según la gravedad del 

caso. La que exceda de este último término será siempre sin goce de sueldo. 

   Todo descuento por sanción se calculará sobre las partidas permanentes sujetas 

a montepío que integran el salario percibido por el funcionario en el momento de 

la infracción. 

- Destitución. 

Artículo 74. (Clasificación de las faltas en leves, graves y muy graves).- Las faltas, al 
momento de imputarse se deberán clasificar en leves, graves y muy graves, 
atendiendo a las siguientes circunstancias: 

1) El deber funcional violentado. 

2) En el grado en que haya vulnerado la normativa aplicable. 

3) La gravedad de los daños causados. 

4) El descrédito para la imagen pública de la Administración. 

La comprobación de las faltas leves ameritarán las sanciones de observación o 
amonestación con anotación en el legajo personal del funcionario, o suspensión hasta 
por diez días, no resultando necesaria la instrucción de un sumario administrativo. 
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Las faltas graves ameritarán la sanción de suspensión a partir de diez días, y hasta 
por el término de seis meses. 

Las faltas muy graves ameritarán la destitución. 

Las sanciones de suspensión mayor a diez días y la destitución solamente podrán 
imponerse previo sumario administrativo. 

Artículo 75. (Procedimiento disciplinario abreviado para faltas leves).- Las sanciones 
de observación y amonestación con anotación en el legajo, podrán imponerse previa 
vista al funcionario, quien podrá presentar sus descargos. 

En caso de faltas que puedan dar mérito a suspensiones de hasta diez días, el 
jerarca de la unidad ejecutora dispondrá una investigación de urgencia, la que deberá 
sustanciarse en un plazo de setenta y dos horas. Cumplida la misma se dará vista al 
funcionario. 

Artículo 76. (Apreciación).- La responsabilidad disciplinaria será apreciada y 
sancionada independientemente de la responsabilidad civil o penal, sin perjuicio de lo 
dispuesto por el inciso final (delito) del artículo 82 de la presente ley. 

La responsabilidad disciplinaria aumenta en función de la jerarquía del funcionario, el 
grado de afectación del servicio y la gravedad de los daños causados. 

Artículo 77. (Reincidencia).- Se entiende por reincidencia, el acto de cometer una 
falta antes de transcurridos seis meses desde la resolución sancionatoria de una falta 
anterior. La reincidencia deberá ser considerada como agravante al momento de 
imponer la sanción correspondiente. 

Artículo 78. (Clausura).- Los procedimientos se clausurarán si la Administración no 
se pronuncia sobre el fondo del asunto en el plazo de dos años, contados a partir de la 
resolución que dispuso la instrucción del sumario. 

El cómputo del plazo referido se suspenderá: 

A) Por un término máximo de sesenta días, durante la tramitación de la ampliación o 

revisión sumarial. 

B) Por un plazo máximo de treinta días en cada caso, para recabar los dictámenes 

de la Fiscalía de Gobierno competente y de la Comisión Nacional del Servicio Civil 

cuando corresponda. 

C) Por un plazo máximo de noventa días durante el cual la Cámara de Senadores 

tiene a su consideración el pedido de venia constitucional para la destitución. 

Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación en el caso de funcionarios 
sometidos a la Justicia Penal. 

Las disposiciones contenidas en el presente artículo, comenzarán a regir a partir de 
la vigencia de este Estatuto. 
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Artículo 79. (Prescripción).- Las faltas administrativas prescriben: 

A) Cuando además constituyen delito, en el término de prescripción de ese delito. 

B) Cuando no constituyen delito, a los seis años. 

El plazo de prescripción de la falta administrativa empieza a correr de la misma 
forma que el previsto para el de la prescripción de los delitos en el artículo 119 del 
Código Penal. 

La prescripción establecida en este artículo se suspende por la resolución que 
disponga una investigación administrativa o la instrucción de un sumario por la falta 
administrativa en cuestión. 

CAPÍTULO IX 

RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

Artículo 80. (Recursos administrativos).- Contra los actos administrativos podrán 
interponerse los recursos previstos por la Constitución de la República y las normas 
jurídicas de rango inferior aplicables. 

CAPÍTULO X 

DESVINCULACIÓN DEL FUNCIONARIO PÚBLICO 

Artículo 81. (Desvinculación del funcionario público).- Serán causales de cese o 
extinción de la relación funcional la destitución, la renuncia, por jubilación, la edad, 
fallecimiento, inhabilitación y revocación de la designación. 

Artículo 82.- Destitución por ineptitud, omisión o delito. 

- Ineptitud. Se entiende por ineptitud la carencia de idoneidad, la incapacidad 

personal o inhabilitación profesional. 

   Sin perjuicio de ello, se configurará ineptitud cuando el funcionario obtenga 

evaluaciones por desempeño insatisfactorias en dos periodos consecutivos, y 

rechace la recapacitación cuando no haya alcanzado el nivel satisfactorio para el 

ejercicio del cargo o desempeño de la función. 

- Omisión. Se entiende por omisión, a los efectos de la destitución, el 

incumplimiento muy grave de las obligaciones funcionales. 

   Sin perjuicio de ello, se considerará omisión por parte del funcionario, el 

incumplimiento de las tareas en los servicios que sean declarados esenciales por 

la autoridad competente. 

   Asimismo, los funcionarios incurrirán en ineptitud u omisión, según corresponda, 

cuando acumulen diez inasistencias injustificadas en un año calendario; o cuando 
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-a través de los mecanismos de control de asistencia- efectúen registros 

correspondientes a otra persona o resulten beneficiados por el registro realizado 

por otra, siempre que lo hubieran solicitado. 

- Delito. Se entiende por delito toda conducta típica, antijurídica y culpable por la 

que el funcionario sea condenado penalmente. En todos los casos de 

sometimiento a la Justicia Penal de un funcionario o de condena ejecutoriada, el 

Poder Ejecutivo apreciará las circunstancias y situación del mismo, a efectos de 

solicitar o no la destitución. 

Artículo 83. (Renuncia).- La renuncia puede ser expresa o tácita, el primer caso se 
configura cuando la solicitud del funcionario sea aceptada por el jerarca del Inciso o 
quien haga sus veces, el segundo caso se configura cumplidos tres días hábiles 
continuos en que el funcionario faltare a sus tareas sin aviso e intimado por medio 
fehaciente al reintegro bajo apercibimiento no se presente a trabajar al día laborable 
inmediatamente posterior a la intimación. La misma se realizará en el domicilio 
denunciado por el funcionario en su legajo. 

Artículo 84. (Jubilación).- La jubilación puede ser común, por incapacidad total, por 
edad avanzada, y las causales se configurarán conforme a lo establecido por las 
normas específicas de la materia. 

Artículo 85. (Edad).- Cuando el funcionario con derecho a jubilación alcance los 
setenta años de edad. 

Artículo 86. (Fallecimiento).- Por el fallecimiento del funcionario. 

Artículo 87. (Inhabilitación).- Como consecuencia de sentencia penal ejecutoriada 
que la determine. 

Artículo 88. (Revocación de la designación).- Cuando tenga por motivo la 
comprobación de error en la designación del funcionario. 

TÍTULO III 

DE LOS FUNCIONARIOS CONTRATADOS 

Artículo 89. (Régimen general).- El personal contratado por la Administración Central 
será la excepción al personal presupuestado y la solicitud de contratación deberá estar 
debidamente fundamentada por el Jerarca del Inciso que lo proponga y autorizada por 
la Oficina Nacional del Servicio Civil. 

Artículo 90. (Personal en régimen de provisoriato).- Es el personal que en virtud de 
un contrato, formalizado por escrito, presta servicios de carácter personal, por el 
término de quince meses, en las condiciones establecidas por la normativa vigente. 

El contrato de provisoriato, solo se podrá realizar cuando el Inciso respectivo tenga 
vacante de ingreso y no haya personal a redistribuir que pueda ocuparla. 
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Se consideran vacantes de ingreso las que se encuentren en el último nivel del 
escalafón correspondiente o aquellas que habiéndose procedido por el régimen del 
ascenso, no se hubieran podido proveer. 

Las vacantes de ingreso del último nivel del escalafón no podrán ser provistas por el 
mecanismo del ascenso. 

Artículo 91. (Personal de administración superior).- Es el personal seleccionado 
conforme con lo dispuesto por el inciso cuarto del artículo 66 de la presente ley, que 
en virtud de un contrato de administración superior, formalizado por escrito, presta 
servicios de carácter personal, en funciones de supervisión, de conducción o de alta 
conducción, por el plazo de hasta seis años. 

Artículo 92. (Personal con contrato de trabajo).- Es el personal que en virtud de un 
contrato de trabajo, formalizado por escrito, desempeñe tareas transitorias, 
excepcionales, a término, o tareas permanentes específicas cuyo aumento de volumen 
transitorio no pueda ser afrontado por los funcionarios presupuestados, y cuya 
contratación se realiza con cargo a partidas para jornales y contrataciones, por el 
plazo de hasta dos años y prórrogas por idéntico plazo. 

Artículo 93. (Reclutamiento y selección).- Se realizará a través del Sistema de 
Reclutamiento y Selección de Personal de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 

Artículo 94. (Mecanismos de selección).- La selección de postulantes se realizará en 
todos los casos por concurso de oposición y méritos o méritos y antecedentes. Las 
bases podrán prever en el caso que el número de aspirantes así lo ameriten, una 
instancia de sorteo en forma previa al inicio del procedimiento de selección a aplicar. 

Solo en aquellos casos en que los requisitos necesarios para los puestos lo 
ameriten, se habilitará como único mecanismo la realización de un sorteo público. El 
jerarca deberá fundamentar la elección de esta opción y deberá contar con la 
aprobación de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 

Artículo 95. (Inducción).- El personal en régimen de provisoriato deberá recibir 
inducción en relación a los objetivos institucionales y la estructura administrativa de la 
entidad, la organización estatal uruguaya, los cometidos y funciones del Estado y 
respecto de los derechos y obligaciones, régimen disciplinario, régimen retributivo, 
carrera administrativa y ética pública del funcionario. 

Artículo 96. (Tribunal de Evaluación del personal del provisoriato).- A los efectos de 
su evaluación se designará un Tribunal, el que se conformará con tres miembros 
titulares con sus respectivos suplentes: un miembro designado por el jerarca de la 
unidad ejecutora, o quien lo represente, quien lo presidirá; el supervisor directo del 
aspirante y un representante de la Oficina Nacional del Servicio Civil. En todos los 
Tribunales habrá un veedor que será propuesto por la Confederación de Funcionarios 
del Estado (COFE), quien una vez comunicada por el jerarca la convocatoria, tendrá 
un plazo perentorio de cinco días hábiles previos a la fecha de constitución del 
Tribunal, para informar mediante nota, el nombre y cédula de identidad del veedor y su 
suplente al Área de Gestión Humana del Inciso o a la unidad organizativa que haga 
sus veces. Si vencido dicho plazo COFE no realiza la propuesta del veedor, el Tribunal 
de Evaluación comenzará a actuar sin el mismo. Los veedores deberán ser 
funcionarios de reconocida idoneidad, pudiendo el mismo veedor participar en varios 
Tribunales. El veedor participará en el Tribunal, con voz pero sin voto. Los veedores 
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serán convocados obligatoriamente a todas las reuniones del Tribunal, debiéndosele 
proveer de la misma información. 

Dicho Tribunal deberá constituirse noventa días antes de finalizar el período del 
provisoriato y expedirse indefectiblemente en forma previa al vencimiento del plazo 
contractual. 

Artículo 97. (Prohibición).- No se podrán celebrar contratos dentro de los doce 
meses anteriores a la finalización de cada período de gobierno. No obstante se podrán 
incorporar en un cargo presupuestado a los provisoriatos que en dicho período hayan 
superado la evaluación correspondiente. 

Artículo 98. (Procedimiento disciplinario).- Constatada una falta se le dará vista al 
contratado para que efectúe sus descargos y previa evaluación de estos, de los 
antecedentes y de la perturbación ocasionada al servicio, el jerarca aplicará la sanción 
correspondiente, de conformidad con el debido proceso, sin que sea necesaria la 
instrucción de un sumario administrativo. La gravedad de las faltas así como la 
reiteración de las mismas podrá configurar la rescisión del contrato. 

Artículo 99. (Rescisión).- Previo al vencimiento del plazo estipulado, la 
Administración podrá por razones de servicio debidamente fundadas poner fin a la 
relación contractual en cualquier momento, a excepción del régimen de provisoriato, 
con un preaviso de treinta días, sin que se genere derecho a reclamo de 
indemnización de especie alguna por parte del contratado. 

En caso de presentación de renuncia por parte del contratado, la misma se hará 
efectiva una vez aceptada por la Administración. 

Artículo 100. (Nulidad).- Las designaciones o contrataciones de funcionarios públicos 
amparados en el presente Estatuto y que se efectúen en contravención a sus 
disposiciones, serán absolutamente nulas. 

TÍTULO IV 
DESAPLICACIONES 

Artículo 101. (Desaplicaciones).- A partir de la vigencia de la presente ley no serán 
de aplicación todas aquellas disposiciones generales o especiales que se opongan o 
que sean contrarias a lo dispuesto por esta. 

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior y hasta que se implante en el 
Inciso respectivo el nuevo sistema de carrera previsto en el presente Estatuto, los 
funcionarios públicos de la Administración Central, continuarán rigiéndose por las 
normas vigentes del sistema actual de carrera. 

TÍTULO V 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 

Artículo 102.- A los efectos del presente Estatuto se considerarán disposiciones 
transitorias y especiales las siguientes: 

A) Facúltase al Poder Ejecutivo a contratar bajo el régimen del provisoriato 

establecido por el artículo 50 de la Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, en 

la redacción dada por el artículo 4º de la Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre de 
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2012, a quienes se encuentran contratados a la fecha de vigencia de la presente 

ley, al amparo del contrato temporal de derecho público, por aplicación de lo 

dispuesto en el inciso cuarto "in fine" del artículo 52, y artículo 55 de la Ley 

Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, y de los artículos 6 y 105 de la Ley 

Nº 18.834, de 4 de noviembre de 2011. En todos estos casos el período del 

contrato será por un plazo de hasta seis meses, período en el que deberán ser 

evaluados satisfactoriamente por el tribunal correspondiente para su 

presupuestación. La presente disposición no será de aplicación para aquellos 

contratados originalmente por el artículo 22 delDecreto-Ley Nº 14.189, de 30 de 

abril de 1974. La creación de los cargos presupuestales necesarios deberán ser 

incluidos en la próxima Rendición de Cuentas. 

B) Lo dispuesto por los Capítulos II y VI del Título II no serán de aplicación para la 

Dirección General Impositiva, ni para la Dirección Nacional de Aduanas, que se 

regirán por las  normas específicas  o especiales vigentes, así como sus 

modificaciones y actualizaciones. 

C) Derogado por Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 226. 

 

 

D) Las funciones de administración superior generadas por aplicación de lo dispuesto 

por el artículo 56 de la Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010, y por el 

artículo 7º de la Ley Nº 18.834, de 4 de noviembre de 2011, deberán ser 

concursadas en un plazo máximo de tres años a contar desde la fecha de 

promulgación de la presente ley. 

E) Los derechos adquiridos en relación al desarrollo alcanzado en la carrera 

administrativa por los funcionarios presupuestados del Poder Ejecutivo, que ya 

tengan esa calidad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, no se 

verán afectados por aplicación del presente Estatuto. 

F) El contenido de lo dispuesto en los artículos que refieren a objeto, definición, 

principios fundamentales y valores organizacionales, requisitos formales para el 

ingreso a la función pública, descanso semanal, reducción de jornada, licencia 

anual reglamentaria, licencias especiales, acumulación de remuneraciones y 

excepciones, descuentos y retenciones sobre sueldos, sueldo anual 

complementario, hogar constituido, asignación familiar, prima por antigüedad, 

prima por matrimonio o concubinato reconocido judicialmente, prima por 

nacimiento o adopción, Fondo Nacional de Salud, seguro de accidentes de trabajo 

y enfermedad profesional, jubilación, libertad sindical, derechos colectivos, 

enumeración de deberes y obligaciones, enumeración de prohibiciones e 

incompatibilidades, evaluación de desempeño, principios generales, definición de 

evaluación por desempeño, definición de cargo, titularidad del cargo, ascenso, 

derecho al ascenso, obligación de subrogar, potestad disciplinaria, principios 

generales, definición de falta, apreciación de la responsabilidad disciplinaria, 

recursos administrativos, desvinculación del funcionario público, en lo que 

Texto derogado: C) Para los funcionarios 

dependientes de la Dirección General de Casinos, no 

serán de aplicación los Títulos II y III. 
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correspondiere, será tenido en cuenta para su aplicación gradual a los 

funcionarios dependientes de los organismos comprendidos en los literales B) a E) 

del artículo 59 de la Constitución de la República, en un plazo máximo de 

veinticuatro meses, previo a dar cumplimiento con lo dispuesto por la Ley 

Nº 18.508, de 26 de junio de 2009. 

 
Fuente: Literal B) Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 225. 
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